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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows Oyarzún.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 30ª y 31ª, ordinarias, en 30 de junio y 1 de julio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó el proyecto de ley que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia (boletín Nº 9.896-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que autoriza erigir monumentos en memoria de la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (boletín Nº 7.523-24).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo: 



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de planes de reubicación de las familias de la población Nueva Aurora de Chile, de la ciudad de Concepción.



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto del estado de los procesos disciplinarios iniciados por dicha Cartera en la Región de Los Ríos.



De la señora Subsecretaria de Educación:


Atiende petición de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la cantidad de colegios particulares subvencionados que se han convertido en particulares pagados.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recaído en el proyecto que modifica definiciones y el procedimiento de la ley que establece medidas contra la discriminación (boletín Nº 10.035-17) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla. 

Mociones



De los Senadores señor Araya, señora Goic y señor De Urresti, con la que inician una reforma constitucional que traslada del Nº 7º al Nº 24º del artículo 19 de la Carta Fundamental la pena de confiscación de bienes y la protección de los derechos previsionales (boletín Nº 10.179-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Girardi, mediante la cual da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para prohibir el uso de leña y otros derivados de la madera o de la biomasa en la Región Metropolitana (boletín Nº 10.180-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Senadores señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Guillier y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que establece la hora oficial para todo el territorio nacional (boletín Nº 10.181-06) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Zaldívar, para ausentarse del país a contar del 21 de julio próximo.



--Se accede.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:



Informe de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, recaído en el proyecto de ley que concede beneficios al personal de la atención primaria de salud (boletín Nº 9.973-11) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Queda para tabla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE DESTACADO DEPORTISTA NACIONAL SEÑOR CARLO DE GAVARDO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor García-Huidobro me ha solicitado -y todas las bancadas de la Corporación lo respaldan- guardar un minuto de silencio a raíz del fallecimiento del destacado deportista chileno señor Carlo de Gavardo.



--La Sala guarda un minuto de silencio. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solicito que el proyecto que modifica el Código Sanitario para prohibir el uso de leña y otros derivados de la madera o de la biomasa en la Región Metropolitana (relacionado con las PM-2,5) pase a la Comisión de Salud y no a la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, toda vez que se trata de un tema que compete al ámbito sanitario.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Se autoriza.

V. ORDEN DEL DÍA

ADECUACIÓN DE LEGISLACIÓN NACIONAL A ESTÁNDAR DE CONVENIO MARCO DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD PARA EL CONTROL DEL TABACO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, con segundo informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8.886-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi y Rossi y del entonces Senador señor Ruiz-Esquide):



En primer trámite, sesión 11ª, en 10 de abril de 2013.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 35ª, en 5 de agosto de 2014.



Salud (segundo): sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.



Discusión:



Sesiones 36ª, en 6 de agosto de 2014 (queda pendiente la discusión en general); 37ª, en 12 de agosto de 2014 (aprobado en general); 9ª, en 14 de abril de 2015 (queda pendiente la discusión en particular); 10ª, en 15 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 11ª, 21 de abril de 2015 (suspensión de segunda discusión).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que en una sesión anterior se solicitó el aplazamiento de la votación respecto de la iniciativa en su conjunto. De consiguiente, ya no corresponde abrir debate, sino solo fundamentar el voto en cada una de las disposiciones pendientes.



Asimismo, debo hacer presente que el Senador señor Chahuán pidió votación separada de todas las normas del proyecto. Por su parte, el Honorable señor Orpis requirió votar separadamente uno de los incisos que contiene la enmienda al artículo 6º de la ley Nº 19.419 (página 8 del boletín comparado).



Reitero que el número 14) del artículo 1º, que no fue objeto de modificaciones en el segundo informe pero sí de indicaciones, debe aprobarse en particular con quórum orgánico constitucional, esto es, con 22 votos favorables.



Además, se han renovado dos indicaciones al artículo 1º, las que se tratarán en su momento de acuerdo al orden en que se vaya analizando el proyecto.



Les ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 7 del comparado.


El número 6), que pasó a ser 7), del artículo 1º de la iniciativa contiene una letra B). 



En este literal, la Comisión de Salud propone, primero, reemplazar el inciso segundo del artículo 6º de la ley con un texto distinto del aprobado en general. 



Dicho inciso es del siguiente tenor: “Todos los paquetes de cigarrillos que se comercialicen en el territorio nacional tendrán un empaquetado genérico que incluirá, a lo menos, la marca y su ubicación, color, forma de apertura y material y dimensiones del envase.  Todas las marcas tendrán características comunes y en caso alguno podrán sobrepasar el 30% del empaquetado total del envase.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de poner en votación la enmienda, solicito la autorización de la Sala para que ingrese al Hemiciclo el señor Subsecretario de Salud Pública, don Jaime Burrows.



--Se autoriza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como no corresponde abrir debate, procederé a abrir la votación. Los señores Senadores que lo deseen podrán fundamentar su pronunciamiento.



En votación la modificación al inciso segundo del artículo 6º de la ley, contenida en la letra B) del número 6), que pasó a ser 7), del artículo 1º del proyecto.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, este tema es muy importante.



Como Sus Señorías saben, el Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco recomienda claramente que “en todos los paquetes y envases de productos de tabaco y en todo empaquetado y etiquetado externos de los mismos figuren también advertencias sanitarias que describan los efectos nocivos del consumo de tabaco, y que puedan incluirse otros mensajes apropiados”. 



En la última modificación que efectuamos a la normativa vigente, en el año 2013, introdujimos cambios en ese sentido. 



Pero hoy día se nos plantea imitar experiencias internacionales que han sido bien exitosas, como la de Australia. Esta nación fue la primera en implementar el empaquetado genérico o plano. Según la Oficina de Estadísticas Nacionales de dicho país, el consumo de tabaco se redujo en 4,9 por ciento durante el primer año de aplicación de esta política, tal como lo consigna una publicación de The New York Times de 2014. 



O sea, el impacto es tremendo. 



Lo anterior tiene que ver con los resultados que arrojan varios estudios que se ocupan de determinar dónde fija la mirada una persona que se está iniciando en la adicción al tabaco o que no lo ha consumido nunca.



En general, el adicto no mira la cajetilla. Este tipo de medidas es muy importante para frenar el inicio del consumo de tabaco, particularmente en menores. 



En todo caso, se propone un empaquetado diferente del que lleva cien por ciento de advertencia. Acá se acepta que se incorpore la marca, la cual deberá contar con una tipografía estándar. Este aspecto es relevante, porque ella constituye un elemento de fidelización del consumidor. Los mismos representantes de las tabacaleras sostuvieron que la marca lo era todo, por cuanto refleja una señal de estatus, junto con el logotipo o el color. 



En definitiva, dado que este empaquetado permite incluir la marca, la persona puede ejercer su derecho a optar entre las distintas alternativas que ofrece el mercado. No obstante -reitero-, aquella tendrá una tipografía común, y el resto de la cajetilla mostrará la advertencia.



Como digo, esta norma ha tenido un efecto interesante en otros lugares. 



Cabe mencionar otro estudio, uno que se hizo a jóvenes fumadores de entre 18 y 30 años en Nueva Zelandia. Sus resultados mostraron que, mientras más grande la advertencia sanitaria y más pequeña la marca del cigarrillo, aumenta la predisposición a dejar de fumar. 



Hay varios trabajos que evidencian que esta medida es positiva para disminuir el consumo de tabaco, tanto en su fase de inicio como en personas que ya son fumadoras. 



En consecuencia, llamo a mis colegas a aprobar la nueva letra B) del Nº 6), que pasó a ser 7), del artículo 1º del proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, tal como se planteó desde el comienzo de la discusión de esta iniciativa, hay consenso en que el tabaquismo puede producir patologías graves en las personas. Pero también es cierto -y se ha dicho en el debate- que la venta de tabaco en nuestro país es legal y que se les impone una serie de exigencias tanto a los proveedores como a los fabricantes de tabaco. 



Por lo mismo, creo que cualquier propuesta legislativa en esta materia debe estar orientada a restringir el daño que el cigarro puede provocar en la salud de terceros. En esos términos debiera votarse. Así lo haré yo, y espero que varios más se pronuncien en esa lógica. 



Sin embargo, si en el legítimo uso de mi libertad yo decido consumir una sustancia que es lícita en el país, no veo ninguna razón para que el Estado prohíba o limite mis ámbitos de libertad, escondiéndome la marca porque la homogeniza con otras; generando disminución de espacios en puntos de venta, etcétera, etcétera, como vamos a ver a lo largo del debate de este proyecto de ley.



En lo que respecta a la cajetilla genérica, el Senador Rossi se refirió al caso de Australia, donde esa medida está operando. Sobre el particular, indicó un dato que es cierto: el consumo de tabaco en ese país cayó en 4,9 por ciento. El colega sostiene que ello es fruto de dicha norma.



Ese antecedente fue obtenido de un informe técnico de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile. Sin embargo, en las conclusiones de ese mismo trabajo dicha entidad afirma lo siguiente: “A poco más de un año de implementarse por primera vez en el mundo el empaquetado genérico, aún no hay evidencia sólida sobre sus efectos en los fumadores y no fumadores, pese a los estudios previos y los indicadores que el gobierno australiano ha mostrado”.



En consecuencia, si no existe evidencia clara acerca del impacto que dicha medida produce, homogeneizar las cajetillas solo permitirá aumentar la venta de cigarros de contrabando. 



En la feria de enfrente del edificio del Congreso se venden cajetillas falsificadas de cigarrillos de todas las marcas. Me habría encantado mostrarles esos ejemplos, como lo hice la vez anterior, pero olvidé traer la evidencia. 



En definitiva, darles una fisonomía común a los paquetes de cigarros hará mucho más fácil el comercio del tabaco de contrabando. 



A mi juicio, establecer el uso del empaquetado genérico no tiene ningún sentido. 



El impacto emocional de una cajetilla genérica para desincentivar el consumo del tabaco se dio al inicio de las campañas. Hoy no causa ningún efecto, y así lo demuestran algunos estudios, en comparación con otros realizados en distintos lugares. 



A mi juicio, no corresponde imponer esta restricción adicional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, quiero partir recordando algunos datos -¡tristes datos!- de nuestro país que refuerzan la necesidad de adecuar nuestra legislación a las recomendaciones de la OMS en materia de control del tabaco, especialmente en lo relativo a publicidad.



El 17 por ciento de las muertes en Chile al año son atribuibles al uso del tabaco. 



El promedio anual de consumo -estoy hablando del promedio, o sea, considerando a fumadores y no fumadores- es de 860 cigarrillos. Es como si cada chileno fumara 43 cajetillas al año.



Los antecedentes disponibles nos dicen que debemos hacer algo más, a pesar de que hemos avanzado sustantivamente en mejorar la legislación. 



Algunos preguntan por qué es urgente aprobar este proyecto, o por qué planteamos la necesidad de implementar un empaquetado genérico o una advertencia que cubra toda la cajetilla. Y la respuesta es porque buscamos evitar que los más jóvenes, los adolescentes, se inicien en el hábito de fumar. 



Los datos en esta materia son bastante alarmantes: según estudios del CONACE, un 55,4 por ciento de los jóvenes sale fumando del colegio, mientras que un 32 por ciento de los escolares ya lo ha hecho alguna vez en octavo básico.



Sabemos que cuando se prueba el tabaco siendo muy niño se termina siendo un fumador adulto. Por eso todas las estrategias de publicidad, que apuntan especialmente a los jóvenes, intentan representar como algo deseable el hábito de fumar.



¿Cuál es la gracia de una cajetilla genérica? 



Aquí tengo una para ejemplificar de qué estamos hablando: el envase muestra en ambas caras la advertencia. Se trata de imágenes feas, que impactan y que reflejan lo que puede generar el consumo de cigarrillos. 



Eso es lo que recoge el proyecto. 



En el caso australiano efectivamente ha disminuido la cantidad de fumadores, pero no solo por la aplicación de esta medida, sino por el empleo de buenas prácticas, aquellas que han dado mejores resultados. 



¡Y, claramente, las advertencias gráficas en las cajetillas perturban!



Sus Señorías recordarán que al principio, cuando partimos con las advertencias en los envases, las propias tabacaleras regalaban unas cajitas para tapar tales imágenes. ¡Esa es la mejor muestra!



Hay que precisar que se cubrirán ambas caras con advertencias, pero se permitirá poner la marca del cigarrillo. Lo aclaro para quienes han manifestado algún temor respecto del tráfico ilegal o de que no se podrá distinguir la marca del producto. 



Al respecto, me gustaría saber qué va a pasar con cada cigarrillo -este tema ha sido parte del debate con algunos colegas-: tal vez se debiera permitir que tenga impresa la marca. Hoy el texto legal no lo autoriza, pero ello sí podría favorecer el contrabando, lo que no sucede con la cajetilla genérica o con cubrir completamente ambas caras con advertencias.



De otra parte, aquí no se trata de considerar solo el caso australiano. Porque aquí se ha discutido sobre estudios que dicen que el empaquetado genérico funciona y estudios que plantean que no. También Canadá, Francia, Finlandia, Irlanda, Nueva Zelanda, Reino Unido, Turquía y Uruguay están implementando esta medida.



Y nos queremos sumar a esa lista.



No es casual, pues, que cada vez sean más los países que están incorporando en su legislación la cajetilla genérica como una herramienta que busca desincentivar el consumo de tabaco, sobre todo -insisto- de los más jóvenes.



Aquí no se trata solo de cuidar al otro, es decir, que quien no fuma no se vea obligado a respirar el humo del tabaco. También hay que proteger a nuestros jóvenes, a nuestros adolescentes, por cuanto los datos indican que igual están adquiriendo este hábito, y sabemos que ello finalmente causará enfermedades y cobrará vidas.



Por todo lo expuesto, quiero manifestar mi respaldo al establecimiento de la cajetilla genérica, medida que viene planteada en la proposición que ahora nos ocupa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, hoy en la mañana el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA) dio a conocer los resultados del Décimo Primer Estudio Nacional de Drogas en Población General, que muestra la tendencia del uso de drogas ilícitas y lícitas (entre estas, el tabaco).



En el caso del tabaco, durante la última década se venía registrando un descenso permanente tanto en el consumo diario como en el mensual.



El estudio de 2014, que se presentó hoy, da cuenta de que esa tendencia se revirtió.



El consumo por mes llegó a 34,7 por ciento y el consumo diario a 22,7 por ciento. Se observa, además, un aumento significativo especialmente en el caso de las mujeres.



Lo que quiero connotar al entregar esos datos, señor Presidente, es que después de prácticamente una década en que venía mostrándose un descenso permanente en el consumo por mes, de 40,7 a 34,7 por ciento, esta tendencia se revirtió durante el 2014 tanto en el consumo diario como en el mensual.



La prevalencia diaria de tabaco partió en 30,6 por ciento en 2002 y alcanzó a 21,9 en 2012. Ese descenso se detiene en 2014, en que el consumo llega a 22,7 por ciento.



Desde mi punto de vista, a pesar del descenso evidenciado, aún estamos hablando de índices altos. Estos índices tienden a revertirse. Y cuando eso sucede a mi juicio hay que adoptar medidas adicionales. 



Estoy de acuerdo con lo que se plantea en el inciso que ahora nos ocupa, en el sentido de establecer una cajetilla genérica, porque se halla vinculado con la propaganda. Al haber cajetillas diferenciadas, la publicidad pasa a ser algo bastante determinante a la hora de decidir sobre un tipo de cigarrillo u otro.



Por eso me inclino, fundamentalmente por las cifras entregadas esta mañana, que muestran que se ha revertido la tendencia al descenso en el consumo de tabaco, a tratar de evitar que a través de la propaganda se incentive la venta de determinadas marcas. Y para ello resulta indispensable tener un envase de carácter genérico.



Por todo lo anterior, voto a favor del inciso segundo propuesto por la Comisión de Salud.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, pienso que este proyecto abarca diversas materias.



Hemos avanzado con mucha dificultad en la regulación de una política eficaz sobre tabaco.



De hecho, no pudimos establecer totalmente en la primera legislación la prohibición de fumar en lugares públicos cerrados. Solo lo hicimos en un segundo proceso, con el entonces Ministro Mañalich. Ello, porque actuamos frente a instituciones muy poderosas en el mundo entero, no solo en Chile.



Muchas de las cuestiones que planteamos ahí se perdieron. Pero vamos a seguir insistiendo en ellas por razones de dignidad de las personas, quienes tienen derecho a la vida y a la protección de la salud. Porque no hay ninguna causa que mate a tantas personas en Chile como el tabaco.



En nuestro país 16 mil personas mueren al año por esa causa; cada día fallecen 46 chilenos debido a esa adicción.



Sé que es difícil cuantificar muertes. Tal vez no sea bueno hacerlo. Pero muchas veces nuestra sociedad se conmociona, por ejemplo, ante casos de virus hanta, por el cual fallece una cantidad muy importante de personas, pero que no supera las 50 al año; o cuando hay una epidemia de meningitis W-135, en que mueren cerca de 15 personas anuales. ¡Y resulta que en un día mueren 46 personas por consumo de tabaco!



Entonces uno se pregunta por qué en Chile el 50 por ciento de los alumnos de cuarto medio menores de 18 años fuma a pesar de que por ley está prohibido venderles cigarrillos de tabaco ¿Cuál es la poderosa razón por la que en nuestro país el 38,5 por ciento de niños entre primero y cuarto medio fuma no obstante esa prohibición?



Ayer salió publicado en el diario La Tercera -lo menciono para quienes no lo leyeron- un artículo en el cual se señala que el 66 por ciento de los menores de 18 años fuma cigarrillos mentolados. Porque el mentol es un aditivo que anestesia las vías aéreas. Y eso lo saben las tabacaleras.



Los niños de 12 años los prefieren, pues tiene un sabor parecido a los dulces. De modo que los consumen como golosinas.



Eso se ha demostrado internacionalmente.



Yo me preocupé de que viniera la representante de la Organización Panamericana de la Salud (OPS) en Chile, quien intentó conversar con varios Senadores (no todos la recibieron). Y entregó la evidencia científica. Porque algunos dicen que esto no tiene evidencia científica, ni ningún fundamento. 



Ella ha concurrido en dos oportunidades con toda la información científica. Lo señalo para aquellos que se interesan en votar sobre la base de evidencia científica y no por otros argumentos, que no son los estudios internacionales que hay en esta materia.



Acá tengo el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, en el cual se reconoce claramente que el elemento más importante hoy para la promoción del tabaco son las marcas.



Las marcas son los elementos de identidad; las que proponen la visión de un contexto y un mundo.



Hoy nuestros niños fuman en función de las marcas; consumen en función de las marcas; usan ropa en función de las marcas. Porque estas son las que comunican determinado estatus de sociedad.



Uno es lo que tiene y la marca de aquello que posee.



Entonces, no se trata solo de tener un auto, sino de que el auto pertenezca a determinada marca; no es únicamente tener un jeans o una polera, sino de que el jeans y la polera sean de cierta marca. Porque hoy las marcas son las grandes catedrales de los sentidos de pertenencia de las personas.



Hay, pues, una proposición que se está desarrollando a nivel internacional: el empaquetado genérico.



Irlanda, Reino Unido, Francia ya cuentan con legislaciones aprobadas. Australia ya lo tiene implementado. Hay documentos de la Organización Panamericana de la Salud y de la Organización Mundial de la Salud. Singapur y Nueva Zelanda están en la misma situación que nosotros.



Este será un proceso universal, señor Presidente.



Porque los niños persiguen las marcas. Y no queremos que el 50 por ciento de nuestros jóvenes fumen a pesar de que la ley prohíbe venderles cigarrillos.



Los niños corren un riesgo inmenso. Porque el tabaco no tiene dosis umbral. Es lo mismo fumar 10 cigarros que 15. Un evento no se halla relacionado con la dosis. 



¿Qué estamos proponiendo? No que la cajetilla entera se destine a la advertencia, como lo hicieron los países que mencioné. Nosotros planteamos que el 70 por ciento del empaquetado sea destinado a la advertencia y el 30 por ciento restante a la marca, en ambos costados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por favor termine, señor Senador.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, sé que muchos Senadores fueron visitados por trabajadores de las tabacaleras.



Creo que eso es conmovedor. Pero al mismo tiempo me parece indignante que estas empresas mafiosas hayan amenazado a sus empleados diciéndoles que si se aprobaba este proyecto quedarían sin trabajo. ¡Como si fuera distinto hacer una cajetilla con el 70 dedicado a la advertencia que elaborar una con el 30 por ciento para esos mismos efectos…!



Considero lamentable que se acepte que las tabacaleras amedrenten a sus trabajadores con el fin de que vengan a implorarles a los Senadores que no se introduzcan modificaciones a la ley. Les dicen que quedarán cesantes con argumentos falsos, falaces.



¡Esas empresas les venden cigarrillos a los niños y son las responsables de que mueran a diario 46 personas en nuestro país!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario de Salud Pública.

El señor COLOMA.- Estamos en votación, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, pero el Reglamento le permite intervenir para rectificar conceptos de algún señor Senador.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, estamos felices porque somos campeones de América en fútbol. Sin embargo, también estamos tristes, porque además somos campeones de América en consumo de tabaco. 
El señor PROKURICA.- ¡Y de marihuana...!

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Así es: Chile es el país de las américas con la mayor prevalencia de consumo de tabaco tanto en jóvenes como en adultos, el que llega a 40,6 por ciento de la población mayor de 15 años. Esta situación genera importantes costos para nuestra sociedad. Desde el punto de vista económico, el tabaquismo produce un costo directo anual en el sistema de salud de más de un billón de pesos (1.700 millones de dólares), lo que equivale al 0,8 por ciento de todo el producto interno bruto y al 11 por ciento del monto que nuestro país gasta en salud cada año.



Pero más importante aún es el costo en términos de personas enfermas o fallecidas a causa de la exposición al humo del tabaco. Aproximadamente 16 mil individuos mueren al año a consecuencia del consumo de cigarrillos. Ello representa el 17 por ciento de las muertes a nivel nacional.



Si lográsemos disminuir en 10 puntos la prevalencia de consumo de tabaco, evitaríamos más de 2 mil muertes anuales. No podemos, pues, eludir la responsabilidad de hacernos cargo de este grave problema.



Hoy se dieron a conocer los resultados del Décimo Primer Estudio Nacional de Drogas realizado por el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA) en 2014.



Con relación al tabaco, llama la atención que la disminución progresiva que mostraban los estudios anteriores, desde 1994 hasta 2012, se detiene o incluso se revierte en algunos grupos poblacionales. Ello, especialmente en un grupo vulnerable, el de los y las adolescentes de 12 a 18 años, quienes aumentan la prevalencia de consumo diario de 6,4 a 8,4 por ciento.



Reconocemos que en años recientes se ha hecho un importante avance en el ámbito legislativo en esta materia. Sin embargo, aún queda mucho por realizar. Avanzar en adecuar nuestra legislación al Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco es un imperativo ético-social.



Por esta razón, el Gobierno de la Presidenta Bachelet ha apoyado el proyecto de ley en discusión, especialmente aquellas medidas que la evidencia científica disponible ha demostrado que son efectivas para desincentivar el inicio en el hábito de fumar en niños, niñas y adolescentes.


Específicamente en lo relativo al uso de aditivos tales como sabores dulces, frutales, cacao y mentol, que son sabores distintivos de reconocida preferencia para niños y niñas, la prohibición de su uso va orientada a desincentivar el inicio en el hábito del consumo de productos del tabaco en la referida población. Asimismo, prohibir que en el nombre y en envases asociados a la marca de productos de tabaco se utilicen términos tales como “light”, “suave”, “ligero” o “bajo en” persigue como objetivo principal justamente evitar que niños, niñas y adolescentes tengan la impresión de que determinado producto de tabaco es menos nocivo que otros, o que su consumo incluso podría acarrear consecuencias positivas. 



Del mismo modo, siguiendo el ejemplo de Australia, Canadá, Francia, Finlandia, Irlanda, Nueva Zelanda, Reino Unido, Turquía y Uruguay apoyamos la implementación de un empaquetado genérico, medida de salud pública que ha demostrado generar un alto impacto sanitario, concretamente en desincentivar el inicio en el consumo de tabaco.



Señor presidente, el consumo de tabaco produce adictos. Y tal como señala su etimología ad dictus, adicto es aquel que siendo libre se convierte en esclavo. La adicción al tabaco significa falta de libertad para elegir y tomar decisiones respecto de la propia salud.



El consumo de tabaco produce cáncer de pulmón, de esófago, de tráquea, de vejiga; se halla vinculado a las enfermedades al corazón y vasculares de tipo isquémicas, como infartos al miocardio. La mayoría de los adultos fumadores lo sabe, pero no tienen la capacidad para dejar de fumar. Nuestro llamado es a tomar este desafío con un sentido de país, y a que nos convirtamos, ¿por qué no?, en campeones en prevención en consumo de tabaco.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en primer lugar, me alegro de que el Subsecretario de Salud Pública esté en la Sala para debatir sobre el consumo del tabaco y sus efectos en los niños y en la salud de las personas. Pero también me sorprende que ayer él no hubiera concurrido a la Cámara de Diputados para discutir el proyecto que busca legalizar el consumo de marihuana.



Quiero decirle que entre los jóvenes y los niños (ya se entregaron las cifras) hay más consumo de marihuana que de tabaco. 



Entonces, el Subsecretario está presente cuando se debate lo relativo al tabaco, pero no al momento de discutir acerca de la marihuana.



¡Para ser coherentes, hay que serlo en su integridad y no por partes...!



En segundo término, yo creo que se está cometiendo un error muy severo en esta materia. Aquí se trata de eliminar el concepto de “marca”. Y ello trae consigo dos efectos centrales. 


Primero, una norma de este tipo genera desigualdad ante la ley, que reclamo en virtud del artículo 19, números 2° (porque obviamente se está actuando en forma desigual con un producto; y lo mismo ocurriría si se tratara de cualquier otro) y 25°, de la Constitución Política de la República, pues impide la capacidad de distinguir.



La ley en proyecto nos está diciendo que es malo diferenciar. Yo no entiendo por qué va a ser malo hacerlo aquí y bueno en el caso del alcohol, de las zapatillas, de la ropa, de los remedios.



¿No será que la distinción permite tomar una mejor decisión?



¿No será que si no hay marca en la práctica la preferencia se adopta por el precio del producto?



¿Y no será que la fijación del precio al final tiene que ver con la calidad? 



O sea, ¿no estamos generando con la norma que nos ocupa exactamente el peor de los mundos? Porque, además, al quitar los atributos y violentar los derechos -por eso hago reserva de constitucionalidad en virtud de lo establecido en el artículo 19, números 2° y 25°, de la Carta Fundamental- se está provocando el peor de los efectos, es decir, que las decisiones se toman sobre la base de un solo argumento: los recursos, la plata.



Por cierto, eso se ha comprobado. 



Señor Presidente, yo no fumo, ni he fumado nunca. Pero hace algunos años en la Comisión de Agricultura me tocó participar en la discusión de la iniciativa que establecía nuevos mecanismos contra la exposición a humo de tabaco. Y no todos los tabacos -les guste o no a Sus Señorías- son iguales. Hay un tipo, de más bajo precio, que produce mayor daño.



Entonces, aquí estamos dando un paso para ocasionar más daño.



Yo entiendo que alguien diga que se debe prohibir el consumo de cigarro legalmente. Es una opción legítima. Pero no puede cambiarse toda la legislación y romper el esquema jurídico para tratar de adecuarlo a la necesidad del minuto.



El segundo efecto que produce la eliminación de la marca es el clandestinaje. 



Cuando no hay marcas, ¿qué se venderá más? No habrá capacidad de control, pues las cajetillas serán todas iguales. ¡Imagino que estarán medio escondidas, o habrá que sacarlas de debajo de la mesa…!



Eso posibilitará el clandestinaje, que es el gran problema de los cigarrillos y de los impuestos asociados a su venta. Recordemos que hablamos de un bien que paga un tributo alto. Por lo mismo, aquí se produce el mejor de los mundos para los contrabandistas. ¡Es el sueño! Porque al no existir marca podrán defender su producto más barato y no pagarán absolutamente ningún impuesto por él.



Señor Presidente, eso se ha hecho en Australia. Yo tengo el informe de la Organización Mundial de la Salud, en que se señala que no existe ninguna evidencia de que la categoría genérica haya disminuido el consumo de tabaco. ¡Ninguna! Y numerosa literatura precisa algunos de los temores que yo planteo, en particular con relación al clandestinaje. El aumento del consumo por la baja en el precio (porque se va a consumir el cigarrillo más barato) genera un problema mucho mayor que el que estamos tratando de evitar.



Sinceremos la discusión, señor Presidente.



Si nos preocupamos por los niños, veamos primero lo relativo a la marihuana. ¿Estamos de acuerdo o no? Si nos preocupamos por la licitud de un derecho, que sea en términos generales. 



No hagamos lo que aquí se plantea respecto de un producto lícito que a mí no me gusta (hay muchas cosas que no me gustan pero que son lícitas). Sin embargo, tengo el deber de defenderlo a lo menos protegiendo a los afectados, que serán los consumidores, quienes al final van a recibir un producto de peor calidad y, adicionalmente, tendrán incorporado como país el concepto del contrabando.



Así que, honestamente, creo que esta es una muy mala idea. Hay en la ley en proyecto ideas mucho mejores. Esta es la peor. Contraría normas y sus efectos son exactamente al revés de lo que algunos pretenden.



Por eso, señor Presidente, voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les advierto a los presentes en las tribunas que intentan aplaudir que no pueden hacerlo. Nuestro  Reglamento es clarísimo al respecto.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, yo soy uno de los Senadores que han propiciado la legislación antitabaco.



Hemos sido autores de varias mociones. Hemos estado trabajando para los efectos de que Chile pueda combatir en forma radical el tabaquismo, sobre todo a temprana edad, más aún cuando exhibimos el triste récord de ser uno de los países con más consumo de tabaco, particularmente en la edad juvenil.



Tal como señalé en mi anterior intervención sobre este proyecto, durante el debate sostenido en la Comisión concordamos en el establecimiento de penas privativas de libertad a quienes comercialicen, ofrezcan, distribuyan o entreguen a título gratuito un producto de tabaco a menores de 18 años de edad, además del comiso de los bienes materia de la infracción y clausura temporal, por hasta tres meses, del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió el ilícito.



Norma radical.



Sin embargo, creo que para la consecución del noble objetivo de disminuir el consumo de tabaco, dados sus efectos perniciosos, debemos consignar normas absolutamente objetivas que, teniendo por finalidad alcanzar la meta perseguida, no afecten otros derechos, especialmente si se trata de garantías fundamentales.



Por dicha razón, no me convence lo que se plantea establecer en el artículo 6° de la ley N° 19.419, que contempla el envase de cigarrillos en las denominadas “cajetillas genéricas”, vale decir, aquellas que deberán tener toda su estructura -o sea, 100 por ciento del envase- cubierta con la advertencia de que fumar es peligroso para la salud.



A ese respecto, cabe señalar que cinco Senadores presentamos indicaciones similares en el sentido de que dicha advertencia cubriera solo 50 por cierto del envase, tal como se contempla en países miembros de la OCDE.



El propio Gobierno había concordado con tales indicaciones. Empero, posteriormente, y sin mayor fundamento, introduce de nuevo la norma en virtud de la cual el envase debe ser cubierto en 100 por ciento.



Rechazo esa disposición, porque atenta contra la libertad de elegir determinado producto y porque no tenemos certeza -y hay análisis contradictorios- de que en los países donde se ha implementado ha provocado el efecto deseado, cual es desincentivar el consumo de tabaco.



Además, implica una discriminación arbitraria, lo que nuestra Carta Fundamental prohíbe en su artículo 19, número 2°, y, por otra parte, atenta contra la propiedad industrial de las marcas, garantía consagrada en ese mismo artículo, número 25°.



En tal virtud, solicité votación separada, atendidas las razones expuestas.



Señor Presidente, quienes hemos estado en la lucha frontal contra el consumo de tabaco pedimos dos cosas. 



Primero, que exista racionalidad en las normas y que, finalmente, se acredite la existencia de un efecto positivo en términos de desincentivar el consumo de tabaco, lo que no ha ocurrido.



En cuanto a la normativa, vamos a tener diferencias solo en tres disposiciones que en nuestro concepto, a lo menos, son debatibles.



Y segundo, pido coherencia.



Algunos Senadores han promovido la legalización del autocultivo y, de cierta manera, del consumo recreativo de marihuana.



Eso va a provocar un efecto mucho más pernicioso que el consumo de tabaco, que ya es desastroso.



Por lo mismo, pido que al discutirse en segundo trámite constitucional el proyecto sobre legalización del autocultivo y consumo recreativo de marihuana los Senadores de enfrente guarden la debida coherencia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, quiero reiterar algo que dije en la discusión general de este proyecto.



Fui fumador. No soy fumador. Y, entre las cosas que me habría gustado lograr en mi vida como padre, figuraba el hecho de que ninguno de mis hijos fumara: por desgracia, mis tres hijos fuman, lo que me parece dramático.



Entonces, quiero hacer mía la definición que dice que la adicción es la renuncia a la libertad para estar esclavizado.



A mi juicio, la adicción es una patología.



Me gustaría que no se pudiera fumar antes de los 18 años; no solo que no se vendiera tabaco a los menores de esa edad.



Pero no quiero ser hipócrita y dejar de reconocer que comencé a fumar antes de cumplir 18 años.



Creo -lo he sostenido aquí muchas veces- en la libertad de los mayores de edad para hacer con su vida lo que deseen, siempre que no afecten los derechos de terceros.



Por ende, si una persona mayor de edad quiere fumar, debe tener todas las garantías constitucionales necesarias para hacerlo, en la medida que no afecte los derechos de otros.



Yo soy contrario a la publicidad del tabaco, tal como soy contrario a la del alcohol. Y hemos tenido una discusión con el colega Moreira, quien ha pedido que debatamos el proyecto sobre publicidad y etiquetado de bebidas alcohólicas, materia en la que me gustaría que existiera la misma norma que se aplica en el caso del tabaco. Es una discusión que todavía no logramos homologar.



Ahora bien, respecto a ciertos temas que están sobre la mesa, entre ellos el concerniente a las cajetillas, no se encuentra en debate si estas se harán o no.



La discusión tampoco gira en torno a si las cajetillas serán de un tipo u otro, con fotos más bonitas o más horribles. Uno podrá debatir sobre el efecto de las fotos en el consumo real o si con ellas solo se procura recordarles a los fumadores lo que puede pasarles de seguir con su hábito. Sin embargo, no sé si eso altera la adicción existente. Tengo serias dudas al respecto.



Me parece bueno todo aquello que limite la publicidad y no afecte a la producción de cajetillas en sí.



Sobre este punto, desde la votación general hasta ahora, yo he tenido un proceso de reflexión en cuanto a buscar el equilibrio con respecto a aquel que vende un producto que es lícito. Porque el tabaco es lícito.



Lo otro que podríamos hacer sería declarar ilegal el tabaco y prohibirlo, que no es lo que estamos haciendo con la marihuana.



Por consiguiente, quien trate de empatar las dos cosas también se equivoca: es distinto despenalizar que legalizar; la despenalización tiene otro alcance.



Pero en el caso del tabaco, en tanto tenemos en Chile la definición de que es legal, uno debe generar el equilibrio entre las empresas que quieren impulsar un producto y el derecho de la sociedad a regular su publicidad cuando cree que la promoción no es adecuada -ello, si bien no se va a limitar la libertad de consumir-, por las externalidades asociadas. Porque es la plata de la mayoría de los ciudadanos la que se usa en las políticas de salud pública.



El encuentro de ese equilibrio, señor Presidente, para mí no ha sido fácil.



La circunstancia de que sea una empresa la que comercializa la mayor parte del tabaco en nuestro país es algo que me ha hecho bastante peso. Y, por ello, voy a votar a favor de la propuesta que nos ocupa.



Hay un artículo en que tengo una discusión que quiero plantear después. Se relaciona con los equilibrios de la libertad de las personas en los espacios públicos.



Creo que ahí se ha ido más allá de lo que es el proceso de construcción de acuerdos y equilibrios entre nosotros.



Yo esperaría -lo planteo al Ejecutivo por intermedio de la Mesa- que, si no se ha promovido la ilegalidad del tabaco -hacerlo sería un camino-, buscáramos los equilibrios más adecuados.



En el tema de la publicidad, acepto todos los argumentos relacionados con la salud pública. Pero creo que se requiere equilibrio en la libertad de las personas cuando están en espacios públicos. No nos extralimitemos. Porque creo que a ese respecto se ha llegado a un extremo innecesario.



Señor Presidente, tocante a la publicidad en las cajetillas, voto a favor de lo que se nos propone.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra a la Honorable señora Lily Pérez.



Pero antes de que intervenga, a petición de Su Señoría, saludo a los alumnos del 6° básico del Colegio Universitario Inglés de Providencia que nos acompañan hoy.



¡Muchas gracias por estar con nosotros!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, señora Senadora.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Muchas gracias, Su Señoría, por el saludo a los niños y las niñas de 6° básico del Colegio Universitario Inglés que nos visitan esta tarde.



Señor Presidente, yo voy a votar en contra del inciso propuesto, pues siempre he apoyado toda restricción al consumo de tabaco.



A mí no me gusta el cigarrillo; tampoco, estar en ambientes donde se fuma y se fomenta el consumo de tabaco. Pero creo que exigir que todas las cajetillas tengan 70 por ciento de homogeneidad va absolutamente contra uno de los pilares de la libertad económica.



Homogeneizar, eliminar la propaganda, a mi entender, no cambiará nada en el consumo de cigarrillos.



Tampoco me agrada algo que, en el fondo, busca uniformar el consumo de tabaco. Aunque este no me gusta, quiero respetar la libertad de aquellos que trabajan en el mercado del cigarrillo, porque, como aquí se ha dicho hasta al cansancio, en nuestro país son del todo legales la venta, la distribución, la comercialización, la publicidad y el consumo.



Asimismo, considero sumamente importante -y, en este sentido, algo dijo en la Sala el Senador Letelier- todo lo que signifique abordar la perspectiva de la libertad individual.



Al respecto, yo también le voy a pedir coherencia al resto. Porque no solo debemos hablar de libertad económica, sino además de libertad individual.



Si una persona quiere fumar en el patio de su casa, que lo haga; eso a mí no me provoca problema. Lo que normamos en su oportunidad fue el consumo de cigarrillos en espacios cerrados, en restoranes, en cines, en medios de transporte colectivo. Pero una cosa muy distinta es entrar en la esfera de la decisión individual, ya que eso va absolutamente en contra de la libertad personal.



El mismo pensamiento tendré cuando se discuta el autocultivo de cannabis. Porque muchas veces esta es muy necesaria desde el punto de vista medicinal. Además, se trata de regular su consumo por personas mayores de edad que sobre el particular toman una decisión del todo individual.



En consecuencia, estimo que la coherencia que se reclama para una cosa debe pedirse en todas las áreas.



Por lo expuesto, voto que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el texto que se está votando me genera bastante contradicción.



Yo no fumo; no me gusta que la gente fume, e incluso, no me parece mal que la advertencia cubra el 100 por ciento de las dos caras principales de la cajetilla.



En general, las imágenes son tan fuertes que debieran traducirse en una inhibición a la compra de cigarrillos. Desgraciadamente, no ocurre así. No sucede con nuestros jóvenes ni con nuestros niños: a pesar de que actualmente el 50 por ciento de las dos caras principales de las cajetillas llevan una advertencia, siguen adquiriéndolos.



Eso quiere decir que, probablemente, la solución no va por ahí.



Pero, si se desea hacer aquello, no me importa. Lo que no entiendo es que se pretenda eliminar las marcas. O sea, una marca de cigarrillos que tiene sus formas, sus colores, en fin, no podrá quedar impresa así en la cajetilla.



No me gusta que la gente fume. Pero imagino que quien lo hace querrá saber qué está consumiendo, qué cigarrillos está comprando, y asimismo, que sobre el particular no exista confusión.



Un derecho básico del consumidor es su conocimiento sobre lo que está comprando.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Y su decisión libre.

El señor GARCÍA.- ¡Por supuesto!



En consecuencia, que la marca vaya impresa, con forma y colores claramente identificables, es algo necesario, e incluso, positivo.



Pienso que negarse a que la marca aparezca en la cajetilla en todas sus formas, además de atentar contra los consumidores (repito: no me gusta que haya fumadores; pero los hay; y ello se enmarca en el derecho de los adultos a la libre elección), vulnera toda nuestra legislación en materia de marcas -patentamiento, forma de inscripción-, a cuyo respecto se ha creado un registro especial.



Entonces, por un lado estamos incentivando a todas las personas que quieren realizar un emprendimiento, que pretenden patentar un producto, que tratan de identificar una marca específica para que lo hagan, pero por otro, en el caso de los cigarrillos, decimos: “Olvídense de las marcas, pues todas las cajetillas serán más o menos genéricas, iguales, del mismo color”.



Eso, desde mi punto de vista, carece de sentido práctico; pero también, de todo sentido de respeto al derecho a la propiedad intelectual.



Por ello, esta norma me produce confusión. Y creo que las soluciones propuestas no son finalmente las correctas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en primer término, quiero hacer una reflexión sobre el sentido de las políticas públicas vinculadas con las adicciones.



Yo siento que lo que hemos estado haciendo como país durante los últimos años en el caso de las dos principales adicciones a drogas lícitas (o como se quiera llamarlas), tabaco y alcohol, ha sido sujetarlas a un proceso de restricción de la manera más clara y fuerte posible, procurando evitar que los consumos se extiendan, pues se estima que son dañinas para la salud y que, en la medida que se integren en los hábitos de la gente joven -e incluso de los adolescentes, como está ocurriendo-, el perjuicio puede ser mucho mayor.



Sin embargo, mientras nosotros discutimos las restricciones que se intenta establecer al tabaco -otra iniciativa hace lo propio con las bebidas alcohólicas-, paralelamente en la Cámara de Diputados se debate un proyecto que aumenta las posibilidades de consumo en otra adicción, la cual, según estudios conocidos en estos días, tiene graves consecuencias para la salud de las personas.



Entonces, yo quisiera saber qué camino está siguiendo nuestro país: si se busca restringir tales adicciones o aumentarlas. Porque no podemos hacer dos cosas simultáneamente: incrementar el consumo tratándose de una adicción que, por los antecedentes conocidos, genera consecuencias no iguales sino peores que las que se observan hoy, y limitarlo en el caso de otra. Simplemente, hay que aplicar un mismo criterio para ambas.



Deseo enfatizar al respecto. Porque las personas bipolares necesitan tratamiento; pero ¡los países bipolares no tienen mucha solución...!



Ahora voy a la materia que nos ocupa, señor Presidente.



No siendo fumador, respeto el derecho de las personas que consumen tabaco. Ello, mientras lo consideremos una droga lícita. Porque si los antecedentes nos permitieran acreditar que no es una droga lícita, no tendríamos por qué permitir ni su consumo, ni su venta, ni su comercialización, o por lo menos esta última; a su respecto, podríamos tener un régimen como el que existe hoy para la marihuana.



Si creemos que el tabaco es un droga lícita, debemos permitir que los consumidores compren lo que estimen adecuado para sus intereses.



Me da la sensación de que con la cajetilla genérica se va a pasar gato por liebre: no se sabrá qué se está adquiriendo para consumir. Juzgo que, además, se contribuirá al contrabando, porque la posibilidad de mimetizar el producto será muchísimo más fácil con ese empaquetado. Por lo tanto, se pueden hallar escondidos dentro cigarrillos de menor calidad. Obviamente, dicha actividad permite precisamente eso: pasar gato por liebre.



Pienso que es absurdo llegar a este nivel de restricción. Se puede aumentar el porcentaje de señales que eduquen sobre los efectos nocivos del cigarrillo. Se pueden tal vez difundir, aparte fotografías muy brutales, algunas enseñanzas -a lo mejor, resultados, estadísticas, antecedentes- para que a la gente le sea posible medirse e interiorizarse de las consecuencias de lo que está haciendo. Pero si se va a permitir el consumo, es preciso dejar que la persona sepa elegir.



Si no se puede elegir, creo que estamos cometiendo un error, porque no todos los cigarrillos son iguales ni tienen el mismo sabor. No soy fumador, pero el producto es variado y se encuentra del tipo A, B, C, D o E. Si existe un comercio en la materia, reitero que es preciso dejar que los consumidores elijan.



Me parece que las cajetillas genéricas van en contra de ello, aparte, como digo, del efecto del contrabando y de que se podrá pasar gato por liebre.



He dicho.

)----------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, le solicito a la Mesa recabar la autorización de la Sala para abrir un plazo breve de indicaciones, hasta hoy día a las 20, con relación al proyecto que Establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



Tenemos convenidas las indicaciones y, por lo tanto, no queremos provocar un retraso. El texto se encuentra acordado, sin perjuicio de modificaciones que se le puedan hacer posteriormente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá.



Acordado.

)---------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, el Senador que habla apoyó el proyecto anterior sobre el tabaco, porque sin duda teníamos que dar señales en el sentido de que a las personas que no fuman, fundamentalmente, les asiste el derecho a no estar recibiendo el humo de quienes fuman. Y eso es parte del respeto que nos debemos todos.



Por lo tanto, valoro lo que hizo el Congreso Nacional -y, en especial, esta Corporación- en cuanto a proteger al fumador pasivo, quien se puede enfermar de la misma forma que un fumador activo. Ello dice relación, sobre todo, con niños, embarazadas y ancianos o adultos mayores, muchos de ellos enfermos crónicos. Fue una demostración de respeto y de valoración del derecho a la vida de los más débiles.



En este sentido, respaldé dicha iniciativa por juzgar bastante importante una advertencia como corresponde, pero también el legítimo ejercicio de la libertad personal para decidir.



Sus Señorías pueden leer en la sección de crónica del diario La Segunda de hoy la variación, de 2012 a 2014, en la prevalencia de varios productos adictivos: el consumo de marihuana aumentó de 7,1 por ciento a 11,3; el de cocaína, de 0,9 por ciento a 1,4; el de pasta base, de 0,4 por ciento a 0,5; el de alcohol, de 40,8 por ciento a 48,9, y el de tabaco prácticamente se mantuvo.



Estas son cifras entregadas por el señor Mariano Montenegro, Director del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas (SENDA), justamente quien me habría gustado que estuviera presente para poder conversar sobre el asunto, porque considero que está siendo muy explícito respecto de la situación en que se encuentran actualmente nuestros jóvenes.



Por otro lado, quisiera advertir que si se va a obligar a que el cien por ciento de las dos caras principales de una cajetilla no lleve la marca -es decir, no informe al respecto-, solo va a quedar un espacio muy pequeño. No sé cómo el consumidor podrá elegir.



Cabe recordar que “hecha la ley, hecha la trampa”. Les aseguro a mis Honorables colegas que cambiará la estructura del envase, el que será casi cuadrado. Entonces, prácticamente el 51 por ciento corresponderá a las caras principales y el 49 por ciento a las caras secundarias. Esa va a ser, entonces, la manera de informar la marca.



Deseo consignar que voy a apoyar una parte del proyecto, en cuanto a las playas, a la consideración por los niños y las mujeres, por ejemplo. Dondequiera que haya una aglomeración tenemos que respetar a los no fumadores.



Mas estimo que la norma no aportará absolutamente nada y favorecerá el contrabando, como bien dijo el Senador señor Coloma. ¿Cuánto va a costar una cajetilla contrabandeada de marca?


Y cualquier persona tendrá la libertad de poner algo distinto en la superficie. Se venderá justamente el tipo de paquetes que mimetizan el anuncio de la cajetilla.


Comprendo la buena intención de la medida, pero esta última a la larga atenta contra la elección del consumidor.



Lamento que en nuestras escuelas todavía exista poca educación respecto del daño.


El Ejecutivo debiera empezar, además, una campaña acerca de lo que significa comunicacionalmente el mal uso del tabaco.



El inciso siguiente expresa que “Las disposiciones de este artículo serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados”. En el caso del fumador de pipa, la advertencia que cubra el ciento por ciento de las dos caras principales del envase le impedirán hasta conocer la marca…


En consecuencia, quiero llamar a tener en cuenta lo que significa enfrentar la situación.


La verdad es que prácticamente se ha registrado un fracaso. Por mucho que se exhiban calaveras o la imagen de enfermos, el efecto no ha sido positivo. El consumo ha aumentado en los jóvenes.



A mi juicio, las medidas que se contemplan no van a resolver el problema, que nos preocupa a todos.



En virtud de las consideraciones anteriores, voy a votar en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 18 votos contra 12 y 4 abstenciones, se aprueba, con relación al artículo 6°, el inciso segundo propuesto por la Comisión de Salud.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma e Ignacio Walker.



Votaron por la negativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvieron los señores Lagos, Moreira, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Honorable señor Pizarro deja constancia de su intención de abstenerse.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En cuanto al mismo artículo 6°, el Senador señor Orpis ha pedido votar separadamente el inciso tercero que recomienda la Comisión de Salud, pero, además, la Honorable señora Goic ha solicitado hacer otro tanto respecto de las palabras “la colocación de la marca”.



De consiguiente, corresponde pronunciarse en primer término sobre el inciso propiamente tal, sin dichos vocablos, por cuanto estos carecerían de razón de ser si fuera rechazado.



En el caso de una aprobación, será preciso votarlos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, para el Senador que habla, lo relevante…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Su Señoría desea fundar el voto?

El señor ORPIS.- Voy a dar una explicación, porque estoy en la línea…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo que pasa, si se va a entrar al fondo, es que estaba inscrita primero la Honorable señora Goic.

El señor ORPIS.- No tengo problema en que intervenga antes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La señora Senadora puede hacerlo, entonces.

La señora GOIC.- Señor Presidente, algo expresé sobre la materia al usar de la palabra respecto del inciso anterior.



El texto responde a la preocupación de que la no aparición de la marca en el cigarrillo podría prestarse para el contrabando. Dejaríamos una puerta abierta, lo que no es el objetivo del proyecto. A mí me parece razonable la inquietud expuesta por distintos colegas en el sentido de que ella se pueda identificar. Así ocurre hoy día.



Lo que se busca es no tener un producto con un diseño en toda su superficie que pueda hacerlo más atractivo. Es algo que pasa. A veces se recurre a colores encendidos, a monitos o a texturas distintas.



No sé si existirá unanimidad en la Sala para lo que sugeriré.



Al eliminarse los vocablos “la colocación de la marca”, la segunda parte del inciso expresaría: “No se permite el uso de otros colores u otras características de diseño directamente en los productos de tabaco”.



Experimentamos el temor, entonces, de que no se cumpla el objetivo perseguido y de si la frase igualmente permitiría la interpretación de que es posible incluir la marca.



Resulta deseable una redacción mejor, que apunte a la misma finalidad, de modo que el texto puede ser el siguiente:



“Cada cigarrillo unitario deberá ser envuelto únicamente en papel blanco liso con un filtro que imite el color corcho”. Y en vez de empezar la frase siguiente con el adverbio “No”, se diría: “Se permite la colocación de la marca, no así el uso de otros colores u otras características de diseño directamente en los productos de tabaco.”. 



Me parece que ello salvaguarda de mejor manera el objetivo de que se pueda distinguir la marca.



Entiendo que para dejar la disposición en esos términos se requiere la unanimidad de la Sala. 



Formulo el planteamiento como una forma de considerar la preocupación manifestada por varios colegas. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Me parece que varios señores Senadores manifiestan su apoyo a la proposición, pero se requiere unanimidad.



¿La hay para pronunciarse sobre el inciso en esos términos?

El señor ORPIS.- Para discutirlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No, para votarlo con la redacción dada a conocer por la Honorable señora Goic.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, entendí que el inciso se iba a aprobar unánimemente con la modificación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para fundamentar el voto y acogerlo en esa forma?

El señor ROSSI.- No tengo nada que decir al respecto, entonces.

El señor MOREIRA.- Que se vote.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación el inciso en los términos planteados por la señora Senadora.



Le pido a Su Señoría hacer llegar la redacción a la Mesa.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El texto expresaría lo siguiente:



“Cada cigarrillo unitario deberá ser envuelto únicamente en papel blanco liso con un filtro que imite el color corcho. Se permite la colocación de la marca, pero no el uso de otros colores u otras características de diseño directamente en los productos de tabaco.”.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Orpis. 

El señor ORPIS.- No lo haré, señor Presidente. Ya está despejado el asunto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Estoy convencido de que es una buena sugerencia, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, comparto la opinión que se acaba de manifestar, pero era preciso votar.

El señor CHAHUÁN.- Lo estamos haciendo.

El señor GARCÍA.- Así es. Pero entendí que el Honorable señor Rossi daba la unanimidad siempre que se registrara una aprobación por consenso.



Me parece positivo dar la unanimidad para que se vote,…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- De eso se trata.

El señor GARCÍA.-… porque estimo conveniente lo que se plantea, pero no necesariamente todos tenemos que acogerlo.

El señor ROSSI.- Ojalá fuera así.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición respecto del inciso tercero del artículo 6° (25 votos a favor y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron la señora Lily Pérez y los señores Espina y García.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Moción



De los Honorables señores Girardi, Matta y Ossandón, con la que dan inicio a un proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (boletín N° 10.184-15) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

)-----------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde efectuar una sola votación acerca de los tres incisos siguientes propuestos por la Comisión de Salud en la letra B), por cuanto no se ha pedido que sean objeto de un pronunciamiento separado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, pido que se vote en forma separada el último de ellos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es preciso pronunciarse antes, en consecuencia, respecto de los dos primeros.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, solicito que cada uno se vote por separado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está en su derecho, Su Señoría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El inciso cuarto propuesto por la Comisión de Salud en la letra B), con relación al artículo 6°, expresa lo siguiente:



“Además, los envases llevarán una advertencia que cubra el 100% de las dos caras principales. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la norma dice relación con que, en la práctica, existen cajetillas de cigarrillos que contienen un adhesivo de igual dimensión que la advertencia. Las compañías lo utilizan de manera muy inteligente, porque no son ellas las que lo aplican, sino el fumador que no quiere verla.



Esa es una forma muy burda en que las empresas bloquean la advertencia. La calcomanía no se ve por fuera: es preciso abrir el envase para acceder a ella. Muchos fumadores, y particularmente los jóvenes, la adosan para tapar el aviso.



Ello se encuentra totalmente fuera de lugar. Pero demuestra la voracidad, la voluntad, la intención de las empresas tabacaleras, que, si bien dicen que han aceptado las regulaciones, buscan esta suerte de trampas, de triquiñuelas para que, finalmente, exista advertencia pero sin advertencia, porque se la cubre.



El adicto, evidentemente, siempre tiene una relación de conflicto con el hecho de fumar, un remordimiento de conciencia. Toda persona adicta quiere dejar de fumar, incluso los niños. Pero, en esa situación angustiosa que le genera la abstinencia, finalmente bloquea también la advertencia para facilitar el elemento de adicción. 



Señor Presidente, no tiene sentido permitir que las empresas hagan estas trampas, por la vía de adosar un elemento que pueda tapar la advertencia.



Por eso se señala en el inciso en comento: “Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia.”. Porque hemos visto en la práctica que algunas empresas -no son todas, para ser justo-, violando toda norma y el sentido más profundo de lo que se quiso hacer cuando se estableció la advertencia, la han intentado impedir precisamente a través de ese tipo de acciones. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, me siguen llamando la atención las contradicciones que se dan en este Parlamento. La verdad es que me cuesta entender que se legisle para prohibir lo que está prohibido.



Se supone que en nuestro país no se puede vender tabaco a los niños. Por lo tanto, lo que debiéramos hacer es endurecer las sanciones a aquellos que les venden, infringiendo la ley. Pero generar toda una legislación para evitar la venta de tabaco a los menores me parece que parte de una premisa absolutamente errada.



Y lo mismo ocurre cuando se asume que, como persona adulta, no soy consciente del ejercicio de mi libertad. 



Porque las cajetillas van a ser casi idénticas unas a otras -de hecho, tendrán la misma tipografía, los mismos colores, etcétera-, ¡y, además, ahora se propone esconder la marca…! ¡Por Dios, dejemos que los fumadores decidan!



Yo no fumo, mis hijos y mi marido tampoco, y espero que ese hábito sea cada vez menos frecuente. Pero, si fumar es una actividad lícita en Chile, no veo por qué tenemos que transformarla casi en algo proscrito.



Por consiguiente, pienso que poner la marca solamente en los bordes laterales de las cajetillas, que por lo demás van a ser genéricas, francamente es una exageración.



En seguida, se prohíbe toda “acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia”. Bueno, ¿prohibiremos que se vendan cigarreras, por ejemplo? Conozco mucha gente que fuma y que pone sus cigarrillos, sus cajetillas dentro de cigarreras. ¿También lo vamos a prohibir? Insisto: me parece una exageración.



Lo lógico es que la ley obligue a generar las advertencias necesarias.



Lo lógico es que la ley impida que mi accionar dañe a terceros.



Pero no me parece razonable que se empiecen a restringir, cada vez más, los espacios de libertad de las personas.



Voy a votar en contra de esta norma, ya que -reitero- la considero una exageración.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, entiendo que estamos votando el inciso que comienza con la frase “Además, los envases llevarán una advertencia”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es.

El señor ESPINA.- Perfecto. 



Pues bien, yo quiero contar por qué soy partidario de esta norma.



Por lo siguiente: si hay algo en que existe unanimidad es en que el cigarrillo no hace mal, ¡hace muy mal!



Yo soy una persona que fuma, pero cada vez menos, entre otras cosas porque han disminuido los lugares donde hacerlo. Además, practico mucho deporte. 



Y, efectivamente, cuando los lugares donde se permite fumar se restringen, las personas van teniendo menos espacios para encender un cigarrillo.



Yo recuerdo que cuando entramos al Senado o a la Cámara de Diputados se fumaba en el Hemiciclo; luego se permitía en los pasillos; después, en las Comisiones. Y se fue restringiendo, restringiendo. Hoy día, los que fuman tienen que salir al patio o fuera del Congreso. 



A mi juicio, todo eso ayuda a que las personas fumen menos. Y eso es bueno.



Tendremos que ser coherentes, entre paréntesis, cuando se voten iniciativas sobre la marihuana y otras drogas o sustancias que todo indica que hacen mal. Pero a lo menos hay una cosa respecto al cigarrillo: no conozco a nadie que diga que lo consume por tratamiento médico. Y los exámenes y todos los estudios -yo estuve en la Comisión de Salud años atrás- indican que es dañino.



Por lo tanto, creo que contar con la advertencia en toda la cara de la cajetilla, por ambos lados, ayuda.



 El Senador Girardi tiene razón: yo no entiendo cómo la industria tabacalera no se da cuenta de que si sigue poniéndole papelitos y cosas a la cajetilla, lo que hará será ir restringiendo más el consumo, ya que la gente se da cuenta. Porque, es efectivo: está la cajetilla de cigarrillos y le ponen un sticker para cubrir el aviso.



Nosotros tenemos que crear conciencia de que el cigarrillo hace mal. Todo lo que signifique advertirle a la persona del daño que se está haciendo es positivo.



En consecuencia, esta es una norma bien orientada y que ayudará a que las personas vayan fumando menos.



Por esa razón, señor Presidente, voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el inciso contiene dos ideas.



Una es la que ha preocupado a algunos parlamentarios: la prohibición de “cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia”, cuestión que me parece razonable.



Pero la otra idea, que es muy poco razonable, es que “los envases llevarán una advertencia que cubra el 100% de las dos caras principales”. Este es el punto más importante del inciso, no el que plantea el Senador Girardi. Porque hoy día la norma es de 50 por ciento y aquí se sube al 100 por ciento.



¿Cuáles son los efectos prácticos?



Primero, se violenta -reitero la reserva de constitucionalidad- el artículo 19, números 2° y 25° (es decir, la igualdad ante la ley y el derecho de propiedad intelectual sobre las marcas, respectivamente).



Pero, fíjense en lo ridículo que va a ser esto. Habrá dos opciones: o existirá un nuevo mercado en que se venderán las cajetillas de canto (porque técnicamente esa es la única forma en que se podrá hacer), o en blanco.



Entonces, yo pregunto a la inteligencia de este Senado, sin ningún tipo de otra consideración: si está todo en blanco, usted cuál elige, ¿la blanca cara o la blanca barata? ¡No sé! Ustedes digan. ¿Y si queda comprobado que la blanca barata tiene un tabaco de peor calidad?

El señor GIRARDI.- ¡Eso es mentira! ¡No existe!

El señor COLOMA.- Usted, señor Senador, es bueno para decir mentiras a todo el mundo; acuérdese de que no es el dueño de la verdad, afortunadamente. Si no, este país estaría harto más complicado.



Cuando dice eso, Senador Girardi, está cometiendo un error. ¡Un error!



 ¿Y cuál es el premio? El sueño, una vez más, de los contrabandistas. Y, ahora ya sí que se abre un flanco. Además, podrán vender cigarrillos en blanco y no habrá posibilidad alguna de diferenciar. 



Porque ¿cuál es la forma de distinguir hoy día? Obviamente, por el idioma, por los avisos, por cómo está escrita la cajetilla o de dónde proviene. Ahora, no se podrá saber eso, porque estará todo en blanco.



Entonces, señor Presidente, pido racionalidad. No es que uno vaya a disminuir o no el uso de tabaco. Entiendo a los que defienden esta medida, pero ¿alguien cree que ella generará un efecto de esa naturaleza? No va a ser así. Solamente habrá advertencia y todas las cajetillas serán iguales. Habrá un igualitarismo. Y eso me parece que no tiene ningún sentido.



Alguien me podría hacer presente lo relativo a la advertencia. Puede ser en blanco o tener una cara, cualquiera, ¡pero son todas iguales! Entonces, al final, ¿cómo se opta? ¿Cuál es el sentido de lo que hemos planteado respecto de la diferenciación? ¿Por qué esta última va a ser mala? No entiendo por qué hay un ánimo de no diferenciar. 


Distinto es prohibir “cualquier acción o elemento destinado a ocultar”. Comparto esta última propuesta. Pero no la otra parte, la obsesión por evitar las diferenciaciones. A mi juicio, con ello se premia el clandestinaje, el menor precio, la peor calidad, la falta de control respecto de lo que es posible utilizar.



Un Senador que me antecedió en el uso de la palabra señaló algo que siempre he manifestado que es razonable. Alguien puede postular que se debe prohibir el tabaco. Pero eso es bien raro, porque se está despenalizando la marihuana y aparentemente se intenta prohibir el cigarrillo. Son cosas extrañas que ocurren solo en nuestro Congreso. No hay ningún parlamento en el mundo que plantee de manera simultánea dos cosas que parecen tan contradictorias. Pero si alguien quisiera hacerlo, es un debate que me parece legítimo. Lo que no considero legítimo es decir que hay plena libertad en esta materia para luego generar todo tipo de vulneraciones de derechos que en la práctica hagan imposible ejercer esa libertad.



Aquí está el énfasis de lo equivocado. No, como alguien planteó -imagino que con buenas intenciones-, en el ocultamiento o no de la advertencia. Ese no es el tema que estamos discutiendo; esa es la segunda parte. Estamos debatiendo la primera parte, si tiene que haber una uniformidad total o no...

El señor GIRARDI.- Eso ya se votó.

El señor COLOMA.- A mi juicio, eso es lo que violenta todas las normas acerca de las cuales he hecho reserva de constitucionalidad, ya que por esa vía se genera al final un engendro a partir de una iniciativa que debería ser clara en aspectos que no están presentes, como la educación, la formación, que al parecer no importan nada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, estamos pronunciándonos acerca de una norma que tiene dos temas completamente distintos.



La primera parte dice relación con el etiquetado genérico, al disponer que los envases tendrán que llevar “una advertencia que cubra el 100% de las dos caras principales”. Eso es el etiquetado genérico. Por tanto, estamos repitiendo la norma.



Yo estoy absolutamente de acuerdo con la segunda parte, que señala: “Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia”. Se trata de una materia que además nosotros hemos denunciado públicamente, porque algunas compañías incluso en la propia fabricación incorporan un etiquetado para evitar que la advertencia se vea.



Por tanto, hago presente a la Mesa, para los efectos de aclarar la votación, que la primera parte ya está aprobada al establecerse el etiquetado genérico…

El señor COLOMA.- No es lo mismo.

El señor CHAHUÁN.-… De modo que debiéramos pronunciarnos acerca de la segunda parte del inciso, para votarlo favorablemente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, no es posible dividir el inciso, pues eso se tendría que haber pedido antes de que se iniciara la votación.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en forma reiterada se sostiene que no existe evidencia; que la restricción en la publicidad, el tamaño de la advertencia, la prohibición de la diferenciación de acuerdo a las marcas y tener una tipografía estándar son cosas que no darían resultado, que no tendrían efecto sobre el consumo.



Solo pido que no argumentemos por lo que nos contaron. La situación no es así. Yo respeto las opiniones de los demás. Si alguien quiere votar en contra del proyecto, que lo haga. Pero no argumentemos con falacias. Porque las medidas que se están planteando han demostrado ser eficaces en cuanto al consumo. La restricción de la publicidad ha probado ser muy eficaz. Tanto es así que nosotros estamos planteando la prohibición absoluta en los puntos de venta porque estos se están utilizando para hacer publicidad, y la exposición semanal, diaria, particularmente a niños, que son más vulnerables, hace que aumente el consumo.



Adelantándome a una norma que veremos después, alguien puede señalar con el mismo razonamiento: “¿Qué importa que un niño esté con un dulce o un chocolate con forma de cigarrillo? Da lo mismo. Es una choreza”. Pero resulta que los estudios demuestran que un niño que tuvo en sus manos y consumió un dulce o un chocolate con forma de cigarrillo tiene 98 por ciento más de posibilidades de iniciarse en el consumo en la vida adulta.



Entonces, cortémosla con esta historia de que no hay argumentos. ¡Hay argumentos! Uno puede no compartirlos o decir “No me importan estos argumentos”, pero eso no autoriza para desvirtuar evidencia reconocida en el mundo entero.



No había querido mencionar el tema, pero lo haré, pues ya han sido muchas las intervenciones que piden coherencia. Lo hicieron el Senador Chahuán, el Senador Coloma, el Senador Espina.



A raíz de lo que ocurrió ayer en la Cámara de Diputados, se dice que aquí estamos liberalizando el consumo de cannabis y restringiendo y prohibiendo el tabaco.



Veamos cuál es el estatus legal de las dos sustancias.



Ambas son drogas, producen alteraciones fisiológicas en el organismo. Ninguna droga es inocua, ni la aspirina ni el paracetamol lo son. El tema de fondo es que la cannabis es una droga ilícita hoy día, se permite el consumo individual solo en el domicilio, de manera no concertada, y el tabaco es una droga lícita y uno puede fumar en la vía pública y en todos los lugares, salvo en aquellos en donde está expresamente prohibido.



Entonces, ¡cómo alguien puede manifestar que aquí se está tratando de liberalizar el consumo de la cannabis y de prohibir totalmente el tabaco! Yo no quiero prohibir totalmente ni el tabaco ni la cannabis, sino que ambos sean legales. ¿Qué significa eso? Regular, establecer restricciones, porque legalizar no es laissez faire. Es regular, incorporar ciertas disposiciones, para respetar los derechos de terceros, de los demás.



Yo no estoy planteando que hagamos una apología de la cannabis, que los niños la consuman en las escuelas. No estamos proponiendo que se haga publicidad de ella o que se fume delante de un menor en un lugar cerrado, como tampoco esperamos que ello ocurra con el tabaco.



Por lo tanto, cortémosla con esta historia de que aquí hay una incoherencia. Por el contrario, incluso yo digo: que tengan el mismo estatus. ¿Por qué? Porque debiésemos evaluar cuáles son los riesgos y daños que provoca cada droga, para legislar de acuerdo a la evidencia científica y no a los prejuicios. La actual legislación relativa a la cannabis se funda en prejuicios, en mitos, muchas veces en ignorancia o en una manera de ver la vida que no es compartida por toda la sociedad. Respecto al tabaco, lo mismo. Insisto en que no tengo ningún problema en que una persona consuma tabaco al aire libre, en un lugar donde no haya menores. Y lo mismo debiese suceder en cuanto a la cannabis. 


Fíjense que el proyecto en tramitación no permite la comercialización libre de la cannabis, a diferencia de lo que ocurre con el tabaco. Alguien puede plantear hoy día: “Estamos equiparando la legislación; entonces tendríamos que liberalizar la comercialización de la cannabis para que se venda como el tabaco”. Porque uno puede ir a comprar cigarrillos a cualquier quiosco. ¿Acaso con el proyecto que se aprobó se puede comprar cannabis en un quiosco? Debes tener seis plantas en tu casa, dedicarte a la agricultura. Pero no puedes ejercer libremente tu derecho a consumir.



Cuando hablamos de consumo de tabaco, de alcohol o de cannabis no nos referimos a un tema de niños. Ninguna droga es buena para ellos. Pero a los adultos les asiste el derecho a tomar sus decisiones, a decidir si van a fumar tabaco, con ciertas restricciones, en el marco que exige la ley, que hoy día estamos modificando. Lo mismo sostengo acerca de la cannabis. 


Entonces, no existe ninguna incoherencia en los planteamientos de quienes defendemos y hemos promovido esta legislación y también la otra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, voy a votar a favor, porque es claro que la inducción a que las personas no consuman está probada.



Esta norma “prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente la advertencia” contra el consumo. Entonces, obviamente, me pronunciaré a favor.



Ya tenemos advertencia respecto al consumo del tabaco. Ya lo legislamos en el pasado. Yo me manifesté en contra de que ocupara toda la cajetilla, porque al final no permite la diversidad y constituye un atentado a las libertades individual y económica. Sin embargo, creo que la advertencia debe quedar totalmente visible y no ha de existir ningún tipo de trampa para que ella no se vea.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, creo que sí existe una contradicción en este debate sobre la cannabis y el tabaco.



Al respecto, son impactantes los resultados entregados el día de hoy por el SENDA, que es un organismo oficial: en la población de entre 12 y 18 años el consumo de marihuana es de 13,5 por ciento versus el 8,4 del tabaco. Es decir, es mayor el de cannabis. Por otro lado, en población adulta -ni siquiera hablamos de menores- el consumo de marihuana es de 24 por ciento, mientras que el de tabaco llega a 18,9.



Si estamos restringiendo drásticamente la publicidad al tabaco y al alcohol, ¡qué sentido tendría agregar otro mal a la sociedad!



Discutiremos a fondo el tema cuando corresponda debatir el proyecto respectivo, aunque claramente en materia parlamentaria hay una contradicción.



Quiero ir directamente a la norma en cuestión.



Rechazar este inciso -me pronuncié a favor de que haya una cajetilla genérica- provocará en la práctica -lo señaló el Senador Coloma- que se perderá el efecto de la advertencia, por lo siguiente:



Obviamente, las cajetillas se venderán de costado porque ahí estará la marca, y en consecuencia, la advertencia, que es lo principal, se perderá. Y un elemento fundamental para el consumo es la venta.



El problema está bien resuelto, a mi parecer, en el inciso primero de la letra B) del numeral 7) del proyecto, que ya votamos, pues en él se establece que en caso alguno la marca podrá sobrepasar el 30 por ciento del empaquetado. Por lo tanto, en el 70 por ciento restante irá la advertencia. 



Me parece más real -reitero- que el 70 por ciento se destine a la advertencia y el 30 por ciento a la marca genérica.



Lo que sucederá al ocupar la advertencia el 100 por ciento de las dos caras principales es que, en la práctica, como la gente compra marcas, se venderán las cajetillas de costado.



De manera que, a mi juicio, el inciso primero resuelve bien el asunto al reservar el 70 por ciento para la advertencia y el 30 por ciento para la marca genérica.



Por esa razón, señor Presidente, votaré en contra de este inciso, pues considero que resuelve mal el problema de la advertencia, que podría terminar perdiéndose. Y recordemos que ella es el objetivo de la prevención.



Reitero que se resuelve mejor la cuestión mediante el inciso primero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Subsecretario de Salud Pública.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Muchas gracias, señor Presidente.



Para clarificar, me referiré a esta diferencia de 70 y 30 por ciento.



Lo que señala el inciso segundo de la letra B) del numeral 7) del proyecto es que la cajetilla completa -como esta que tengo en la mano- debe tener un empaquetado genérico, y se guarda el 30 por ciento para la marca.



Lo que se hace en el inciso cuarto es que, al ocupar la advertencia el 100 por ciento de las caras principales, la marca quedará en uno de los costados. Pero la diferencia -por eso quiero clarificar lo que dijo el Senador Orpis- radica en que, al ser genérica la cajetilla, las letras y el nombre de la variable solo pueden tener diferencias en el texto. O sea, dirá: marca “tanto”, variante “tanto”, pero dentro de un mismo formato.



En consecuencia, el efecto de “publicidad” -por así decirlo-, que pudiera darse en esta cara, no se producirá.



Eso sí, quiero enfatizar una cosa: tal como expresó el Senador Rossi, está demostrado que el tamaño de la advertencia es directamente proporcional al efecto. Es decir, mientras más grande sea el porcentaje que ocupe, el efecto de recordación será mucho mayor.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, a raíz de la intervención del Senador Orpis, deseo manifestar que en el numeral 5 del proyecto, que ya aprobamos, se establece que la venta de productos de tabaco “no podrá efectuarse mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar de acceso directo al público”.



Esa norma es muy importante porque, cuando vamos a un negocio de barrio, ¿qué nos pasa? Al momento de pagar uno se encuentra con una estantería que casi se le cae encima y en la que están las cajetillas de cigarrillos. Es más: en donde a uno habitualmente le pasan el vuelto es en una especie de platito de plástico con publicidad de determinada marca de tabaco. 



Esa es una de las prohibiciones que se establecen. Y estuvimos de acuerdo con esa norma porque entendimos que es lo primero que ve un chico cuando va a comprar un Super 8, una golosina o pan a un local o a un supermercado.



Entonces, en virtud de esa norma la cajetilla no se verá. Así es que el punto no está en si la cara lateral o el frente estarán a la vista, pues las cajetillas deberán ubicarse en lugares donde no se vean. Tampoco las máquinas expendedoras seguirán utilizándose.



Por tanto, hay que entender bien que se pretende que ojalá en el máximo de la cara -el 100 por ciento, como el Subsecretario clarificó, porque esta medida también tiene un impacto en el efecto que se busca: rechazar o evitar el consumo de tabaco- esté la advertencia y que se halle a la vista, como señalaron varios Senadores y Senadoras que han votado a favor de que tampoco se pueda tapar.



Lo manifesté en una intervención anterior: muchas veces se utiliza una cajita u otra fórmula para eludir lo que esta norma prescribe: que la advertencia esté a la vista.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso cuarto de la letra B) del numeral 7) del proyecto (21 votos a favor, 9 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.


Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, García-Huidobro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.


Se abstuvieron los señores Chahuán y Moreira.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En conformidad a lo que se solicitó, corresponde ir al inciso quinto de la letra B) del numeral 7) de la iniciativa, que dice: “Las disposiciones de este artículo serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados”.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, lo pondremos en votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Reitero: se está votando el inciso quinto o penúltimo de la letra B) del numeral 7), que prescribe: “Las disposiciones de este artículo serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados”.

El señor ORPIS.- ¡Está de más la norma!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estamos en votación, señor Senador.

El señor ORPIS.- ¡Qué sentido tiene!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Estamos en votación…

El señor COLOMA.- Sí, pero la norma carece de sentido.



¡Esto lo complica todo!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quienes señalan que la norma está de más pueden votar en contra y fundamentar su postura.

El señor COLOMA.- ¿Me permite una sugerencia, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me parece que este inciso no solo está de más, sino que podría ser extremadamente enredado aprobar una norma de este tipo, ya que cada vez que se vote una disposición tendrá que aclararse si rige para productos importados o nacionales. Y la legislación es una sola.



Considero que toda esta normativa está mal hecha. Es pésima. ¡Qué quiere que le diga! Pero con lo que ahora se propone se agravaría, porque significaría que, si a futuro no hay una disposición que diga que ello se aplicará a los productos importados, estos podrán ser distintos de lo que se acuerde acerca de los nacionales.



¡A mí me parece absurdo!



Quiero sugerir que se revise el criterio de votar el inciso, pues creo que será un error para la legislación del país, no respecto de esto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, usted sabe que, reglamentariamente, cuando se abre la votación no puede suspenderse.



Por lo tanto, si el Senado acoge el criterio de Su Señoría, se podrá votar en contra. Pero ya estamos en votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la misma línea del Senador Coloma, lo que hemos legislado acerca de este ámbito es que toda la comercialización que se efectúe en Chile en materia de tabacos tiene que cumplir este conjunto de normativas. Y, por consiguiente, quien importe deberá hacerlo bajo dichas condiciones.



En consecuencia, creo que lo único que hace esta disposición es meter un ruido innecesario y a lo único que puede llevar es a una confusión, pues queda claro que no se va a poder comercializar bajo otras condiciones que las que hemos establecido y hemos ido aprobando a través de la discusión de este proyecto.



Por lo tanto, solicito a los señores parlamentarios que rechacen esta norma para evitar todo tipo de confusiones en la materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quisiera plantear lo siguiente. Es bueno incorporar esta disposición, porque -digamos las cosas como son- alguien podría decir: “Mire, ¿sabe?, las normas que rigen dicen relación con los productos que se fabrican en Chile. Y, por lo tanto, lo que voy a hacer es importar desde el extranjero y diré que lo que traiga no debe venir así”.



¿Sabe por qué pasa esto, señor Presidente? Blanqueémoslo. ¿Por qué hubo que señalar que en toda la cajetilla debería decirse que “Los cigarrillos hacen mal”? ¡Porque se hacía trampa!



Entonces, cuando el legislador se da cuenta de que le empiezan a hacer trampa, tiene que tomar los recaudos para que eso no se haga.


Ahora, lo que sí puedo compartir es que quizás esta disposición está mal ubicada y debiera decir, en un artículo final o no sé dónde: “Las normas relativas a las características de la cajetilla (tales y cuales) y las dos o tres contempladas en este artículo regirán, ya sea que el producto haya sido fabricado en Chile o importado”. De modo que sea de carácter general.



La Secretaría podría ayudar haciéndolo aplicable a aquellas disposiciones que correspondan.



Sin embargo, en principio, se trata de si estamos convencidos de que cuando las personas fumen deben tener presente el daño que les produce el cigarrillo, sea importado o no.



Yo tengo la convicción formada de que esa medida ayudará a que las personas fumen menos.


Ahora, si alguien cree que con estas normas se va a dejar de fumar, está mintiendo. ¡Anótenlo en la cacha de la huasca por mentiroso...!


No obstante, si estas disposiciones favorecen que existan menos espacios donde se pueda fumar, el que la cajetilla contenga señales claras en que se observe el daño que se genera significa una colaboración, una ayuda. Y no se trata de decirle a quien fuma que está prohibido hacerlo, sino que se le entregue toda la información para que sepa el daño que se produce.



Lo planteo nuevamente. Me parece que la norma pudiera estar mal ubicada. No lo sé, porque no estuve en la Comisión. Pero podría facultarse a la Secretaría, como se ha hecho muchas veces en Comisiones, para que vea si la ubicación es esa o debiera ser una más genérica.



Ese es mi planteamiento, y es lo que pido, señor Presidente.


La Secretaría sabrá, con la sabiduría que tiene, si corresponde ubicar aquello en esa disposición o en otro lugar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Me dice el Secretario que piensa que está bien ubicada. Ustedes pueden fundamentar su voto y, obviamente, plantear su punto de vista.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, con respecto a esta norma, quiero decirle que -como también señalaba el Senador Espina- quizás ella no está bien ubicada. Pero el Secretario dice que sí.



Nosotros tendremos muy pronto, cuando discutamos el proyecto sobre el etiquetado de las bebidas alcohólicas, una situación similar. Entonces, me gustaría, entendiendo que hay una cuestión reglamentaria, escuchar al Ejecutivo porque las bebidas alcohólicas importadas también deberán tener un tipo de etiquetado especial.



Por eso, dependiendo de cómo votemos y enredemos esto, vamos a enredar también la otra iniciativa que luego veremos, pues son situaciones similares. No es el mismo producto, pero son parecidos en cuanto al etiquetado, aunque no sean iguales.


Quisiera que el Ejecutivo aclarara el punto, señor Presidente. Si no, tendremos este mismo enredo en el próximo proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, comparto lo que señala el Senador Espina en ambos sentidos. Creo que un proyecto es un instrumento de política más y no resuelve por sí solo ningún problema. No obstante, Chile debe plantearse un desafío que no tienen muchos países en el planeta, pues nosotros estamos entre aquellos con la más alta prevalencia de consumo de tabaco en adultos y, probablemente, también en niños.



Cuando uno habla de que Francia avanza en el uso de la cajetilla genérica, se refiere a una realidad totalmente distinta, ya que tienen la mitad de la prevalencia en adultos y la mitad de la prevalencia en niños. Por tanto, nuestras medidas debieran ser todavía más duras en comparación con los franceses y los australianos, que presentan muchos menos problemas.



Me parece que lo que se hace acá es tratar de generar un conjunto de instrumentos más inclusivos y, tal vez, más claros.



Lamento mucho que algunos Senadores insistan en que se trata de una mala iniciativa, porque esto es muy complejo. El Ministerio de Salud, la Organización Mundial de la Salud y la Organización Panamericana de la Salud se tomaron su tiempo para elaborar un material y demostraron que cada uno de los artículos planteados acá no solamente se fundan en el Convenio Marco, sino que presentan evidencia científica sólida, y se la entregaron a todos los Senadores y las Senadoras presentes.



Siempre me pregunto en función de qué se legisla en temas como estos, cuando la evidencia científica, como ha dicho el propio Senador Espina, es tan clara.


¿En función de qué se legisla? ¿Qué bien estamos protegiendo?



Hay incluso algunos que relativizan el rol de la publicidad. Si fuera así, entonces ninguna empresa de publicidad tendría interés en hacer campañas publicitarias. Si fuera así, las marcas no serían tan importantes como lo son hoy.


¡Las marcas dan sentido de estatus!


Algunos dicen acá: “Las marcas no son tan importantes”. “No se podrá saber qué cigarrillo se está fumando”. Pero sucede que los jóvenes y las personas hoy consumen en función de la marca. Esta da estatus.



Le señalaba a un colega que, al mirar a otro Senador, en función de quién es, le puedo decir las marcas que usa, ya que las personas se homologan a las marcas. Encuentran, finalmente, aquella que los representa y les otorga un elemento identitario.



Hoy, las marcas son elementos fundamentales de la publicidad.



Entonces, no es banal que uno quiera achicar la marca cuando se trata de cigarrillos o de cualquier otro producto en que se quiera regular la publicidad engañosa, ya que no estamos hablando de un bien. Estamos hablando de empresas que generan muerte.



Las tabacaleras son fábricas de muerte, a vista y paciencia de todos nosotros, no porque la gente consuma lo que producen, sino porque han hecho una publicidad engañosa durante años, pues les han agregado aditivos al tabaco para que enganchen los niños. Por eso son empresas de muerte, no porque existan, sino porque han usado prácticas totalmente inadecuadas que hacen que en Chile la mitad de los niños fume.



Eso no es casual, ya que en otros países no ocurre. No es casual que la mitad de los jóvenes de cuarto medio fumen, a pesar de que está prohibido.



En lo que respecta a este proyecto, señor Presidente -excúseme la insistencia-, cuesta entender en función de qué uno legisla y por qué legisla, cuando la evidencia aquí es irrefutable.



Si existen temas que hemos discutido en que hay una evidencia irrefutable es en este. En muy pocos ámbitos se registra un consenso mundial (en el mundo de la Medicina, en el mundo de las Ciencias Sociales) tan claro como en el referido al tabaco. Pero parece que esos fundamentos todavía no son suficientes para todos.



Lamento bastante que digan que esta es una mala normativa, poco rigurosa, cuando creo que son pocas las leyes aprobadas por este Congreso que tienen un fundamento científico, validado por todos los documentos que se les entregó a cada uno de los Senadores y las Senadoras de este Hemiciclo, como el de esta iniciativa.


Por lo tanto, señor Presidente, respecto al inciso en discusión, podríamos darle una mejor ubicación. Porque no hace más que colaborar con el objetivo de fondo de esta iniciativa.



Además, la indicación para introducir este inciso fue propuesta por el Ejecutivo, no por los parlamentarios. Nosotros la acogimos porque creemos que contribuye a mejorar y a hacer más clara la ley. 



Muchas veces, en esos resquicios, en esas interfaces que evidencian falta de claridad, las tabacaleras encuentran las triquiñuelas, como ha sucedido de forma sistemática, para seguir enganchando a los niños y hacer de Chile uno de los países con mayor prevalencia de tabaco en el planeta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Reitero: los Senadores que estiman que este inciso es innecesario pueden rechazarlo. 



No se puede anular una votación, una vez iniciada.



Para hacer una precisión, tiene la palabra el señor Subsecretario de Salud Pública.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, deseo clarificar lo que señaló el Senador señor Moreira.



La idea de incluir este inciso quinto obedece al hecho de que en otros ámbitos se contemplan diferencias en la legislación para una importante cantidad de productos importados con el fin de que no pese tanto el argumento de que podría haber obstáculos al comercio.



En el caso del etiquetado de las bebidas alcohólicas, se fijó una disposición distinta de la planteada para el tabaco: las advertencias deben ser mediante autoadhesivos. Ahí se introdujo una diferenciación entre la fabricación original del producto y lo relativo al etiquetado.



Como bien han sostenido los Senadores Girardi y Espina, en la iniciativa que nos ocupa se ha querido reafirmar una política única, determinando que lo propuesto será igualmente aplicable a ambas circunstancias, tanto al cigarro producido en nuestro país, como al importado. En este ámbito no se hace la diferenciación normativa entre productos importados y nacionales, como sí ocurre en otras legislaciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, señor Subsecretario.



Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en primer lugar, hago presente que este es el tercer proyecto de ley que discutimos en el último tiempo relativo al control del tabaco. A mi juicio, en algo ayuda este tipo de disposiciones. 



Sin embargo, no me parece que esta sea la manera de afrontar el problema de fondo. Creo que la solución, más que otra alternativa, radica en la educación. Una formación preventiva desde el colegio y la familia puede evitar el mayor consumo de cigarrillos y de alcohol.



Con todo, ya se han introducido normas para lograr ese propósito. 



Lo primero que se hizo fue eliminar la publicidad casi en su totalidad. Quedan muy pocos márgenes para ese fin.



Luego, se plantearon disposiciones para evitar el consumo de tabaco casi en todas partes del territorio nacional, salvo al interior de las casas y en algunos lugares específicos. En este proyecto se sugiere regular dicho consumo incluso en las áreas silvestres protegidas, en las playas, etcétera. Habrá que pronunciarse al respecto. 



Pero está muy bien: ¡restrinjamos los espacios para fumar!



También se incorporaron enmiendas con relación a cómo se venden los paquetes de cigarros. Hemos estimado que la cantidad mínima de una cajetilla sea no diez, sino veinte unidades. ¡Está bien!



Asimismo, se propone no expender productos de tabaco mediante su disposición en estanterías. Tendrán que colocarse en un lugar donde no haya mucha exposición, etcétera. 



Todo ello está bien, sin perjuicio de que considero que el efecto será bastante relativo.



A mí no me gusta que la gente fume. Yo fui fumador, pero dejé el cigarro. Cuando veo a gente cercana a mí consumiendo tabaco, causándose daño, me molesta. Y trato de convencerla para que no lo haga.



Respecto al inciso quinto en votación, no sé para qué se establece. Dice: “Las disposiciones de este artículo serán igualmente aplicables a los productos del tabaco importados”. Esto es innecesario.



Basta con el inciso segundo, que señala: “Todos los paquetes de cigarrillos” -sin importar de donde vengan- “que se comercialicen en el territorio nacional tendrán un empaquetado genérico”. Y se determina cuáles serán las características de esa famosa cajetilla plana.



Luego, en el inciso tercero, que guarda relación con el anterior, se indica que los cigarrillos deberán tener ciertas características: “papel blanco liso con un filtro que imite el color corcho”. Y ahora se incorpora una modificación para que sí pueda colocarse la marca. 



Asimismo, el inciso cuarto consigna: “Además, los envases llevarán una advertencia que cubra el 100% de las dos caras principales.”. Y esto también tiene que ver con el inciso segundo.



Entonces, el inciso quinto que se propone carece de sentido. Hay que eliminarlo, pues se entiende que toda cajetilla, cualquiera que sea, nacional o importada, deberá cumplir todas las disposiciones mencionadas.



Por último, lo anterior se refuerza con la facultad que se le da al Ministerio de Salud para dictar un reglamento en esta materia.



En mi opinión, no se logrará eficiencia en la ley con las disposiciones de este proyecto. Pienso que estas no conseguirán los resultados que se pretenden. ¡Ojalá que los alcanzaran!



Hay que rechazar ese famoso inciso quinto, porque no tiene sentido.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el nuevo inciso quinto del artículo 6º de la ley, contenido en la letra B) del número 7) del artículo 1º del proyecto (21 votos a favor y 6 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Orpis, Pizarro y Prokurica.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde votar el nuevo inciso sexto del artículo 6º de la ley, contenido en la letra B) del número 7) del artículo 1º del proyecto (página 8 del boletín comparado), que dice: “Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo.”.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, como en la ley siempre debe haber coherencia y considerando lo que varios colegas plantearon recién, deseo preguntarle -no se me ocurre a quién más consultárselo-: ¿cómo una persona normal va a leer lo que acabamos de aprobar?



No había reparado en un antecedente adicional.



¿Sabe cómo parte el artículo 6º que estamos modificando? De la siguiente manera: “Todo envase de los productos de tabaco, sean nacionales o importados…”. ¡Así comienza!



Entonces, ¿para qué un inciso posterior establece: “Las disposiciones de este artículo serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados”?



Seamos coherentes: o cambiamos lo primero o sacamos lo segundo. 



Y mi reclamo no obedece a un tema ideológico. Estoy simplemente haciendo un punto sobre coordinación de normas.

El señor PROKURICA.- ¡Un mínimo de coherencia!

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Que lo vea la Secretaría!

El señor COLOMA.- ¡Por último!



No me gustaría que después todo el mundo manifestara que somos desprolijos, porque en un inciso dijimos una cosa y en otro posterior, algo similar. ¿Para qué pusimos lo primero? No tiene absolutamente ningún sentido.



Hago un llamado a la reflexión en esta materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, quiero repetir lo que hemos sostenido en varias ocasiones.



En diversos proyectos que discutimos en el pasado, algunos colegas reclamaron -y con razón- que la Sala no puede estar haciendo el trabajo de Comisión. ¡Y lo que usted plantea es una labor de Comisión!



Durante la votación anterior señalé en varias oportunidades que quienes estaban en desacuerdo con el inciso, por las razones que cada uno esgrimió, deberían pronunciarse en contra.



Pero la Sala no puede realizar trabajo de Comisión. 



Igual vamos a revisar con la Secretaría la redacción de dicha norma para ver si es factible proponer una solución.



Estimo importante reiterar que el órgano técnico debe hacer su trabajo de manera adecuada, para evitar que la Sala tenga estos inconvenientes. De hecho, cuando hemos intentado resolver en el Hemiciclo situaciones de similar índole -en varias iniciativas de motu proprio hemos propuesto alguna idea-, los señores Senadores suelen reclamar argumentando que no podemos realizar las funciones de Comisión.



Materias de ese tipo deben tratarse en esa instancia.

El señor MOREIRA.- Votemos, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué estamos votando, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación el nuevo inciso sexto del artículo 6º de la ley, contenido en la letra B) del número 7) del artículo 1º del proyecto.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso sexto recién individualizado (25 votos). 


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pasar a la página 12 del texto comparado. 



El número 8), que pasó a ser 9), del artículo 1º de la iniciativa busca agregar un inciso al artículo 9º de la ley.



En la tercera columna se propone insertar una letra C), nueva, del siguiente tenor, pasando la actual letra C) a ser D):



“C) Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:



“Asimismo, se prohíbe la comercialización en el territorio nacional de cigarrillos con sabores distintivos de reconocido consumo habitual entre niños, tales como sabores dulces, frutales, cacao y mentol.”. Esta modificación fue aprobada por mayoría (4x1) en la Comisión de Salud.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación)

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quisiera hacer una recomendación de procedimiento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Permitiría, Senador señor Rossi, una interrupción?

El señor ROSSI.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.
El señor ESPINA.- Señor Presidente, para quienes no estuvimos en la Comisión, sugiero que el señor Subsecretario de Salud Pública nos dé una breve explicación acerca de esta norma con el fin de agilizar su tramitación. 



Quizás él nos convence, y así evitamos un debate sobre materias que pueden ser de sentido común.



Yo tiendo a creer que la discusión en este punto es lógica, pero me gustaría que el Subsecretario, quien ha fundamentado otras disposiciones, nos diera a conocer la razón de ser de esta propuesta. Y, luego, cada cual entregará su opinión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Honorable señor Rossi me indica que explicará el inciso en cuestión como Presidente de la Comisión. 



Luego podría intervenir el señor Subsecretario.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, esta iniciativa nació de una moción. 



En estricto rigor, como usted dijo, así como la Sala no debe hacer el trabajo de Comisión, pienso que tampoco corresponde la solicitud planteada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene usted la palabra, señor Senador.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, espero que con mi intervención quede medianamente clara la norma en análisis.



En primer lugar, cabe señalar que el Convenio Marco de la OMS para el Control de Tabaco, ratificado por Chile el año 2005, recomienda “la necesidad de adoptar medidas para prevenir el inicio, promover y apoyar el abandono y lograr una reducción del consumo de productos de tabaco en cualquiera de sus formas”.



La última modificación a la ley Nº 19.419, de febrero de 2013, consigna: “El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley”.



Si la facultad ya fue otorgada a la Cartera del ramo, ¿por qué se está incorporando este inciso? 



Después podemos revisar la evidencia científica para entender por qué ciertos saborizantes con propiedades organolépticas -o sea, olfatorias o de sabor- inducen a mayores niveles de consumo. El mentol es uno de los más comunes.



Pero volvamos a la pregunta: ¿por qué se hace necesaria la disposición en estudio si el MINSAL ya cuenta con la facultad respectiva? Porque la Contraloría interpretó la norma legal que permitía al Ministerio -en ese momento el Ministro era Mañalich, si no me equivoco- prohibir el uso de aditivos, como el mentol, en productos de tabaco. En efecto, el órgano contralor señaló, expresamente, que no era posible aplicar ampliamente dicha potestad entregada por ley.



Al respecto, el hecho de cuestionar en qué medida el mentol aumenta el consumo de tabaco puede abrir un debate importante. 



Ahora entro al fondo del asunto.



La verdad es que sustancias como el mentol, la vainilla, el chocolate y el licor han sido ocupadas por la industria tabacalera como aditivos en productos de tabaco. Es una práctica bastante extendida en el mundo entero, cuyo objetivo es captar consumidores entre las personas más jóvenes y de minorías étnicas. Se intenta enmascarar las propiedades tóxicas y la percepción organoléptica e incrementar los niveles de acetaldehído, lo que aumenta la dependencia y la toxicidad del tabaco. 



Tal práctica se ha traducido en un problema de salud pública. 



Ahora, ustedes se preguntarán: ¿por qué destaco el empleo del mentol? Porque dicha sustancia da una sensación de anestesia; enfría las vías respiratorias; genera una especie de desensibilización, y provoca relajación de la musculatura de la tráquea, broncodilatación y supresión de la tos. 



¡Hay como quince estudios que demuestran ese efecto del mentol!



En consecuencia, dicha sustancia le da la sensación al consumidor de que ese producto de tabaco es menos dañino. 



El mentol no provoca dependencia en sí mismo. Eso lo hace, fundamentalmente, la nicotina. Pero, al sentir que el cigarro es más inocuo y no raspa -porque, como dije, causa insensibilidad-, la persona consume más. 



El mayor consumo de tabaco mentolado se da en ciertos grupos vulnerables: jóvenes, mujeres, personas con menor nivel socioeconómico y bajo grado de educación. Esto también está respaldado en varias investigaciones.



En la población escolar, cerca del 48 por ciento consume cigarrillos con mentol. Algo similar sucede con otros aditivos, como la vainilla y el chocolate. 



Esas son las razones por las cuales se plantea este inciso.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario Burrows. 

EL señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, quiero reafirmar la explicación que ha dado el Senador señor Rossi.



Efectivamente la ley faculta al Ministerio de Salud para prohibir el uso de aditivos y sustancias que “aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos”.



Lamentablemente, la interpretación de la Contraloría limitó la atribución que nos había entregado el legislador para determinar -contando con la evidencia científica- qué elementos producían o no un incremento del consumo de cigarrillos.



Si no hubiera existido tal definición por parte de la Contraloría, quizás no sería necesaria esta discusión. 



Actualmente, como el mentol es muy poderoso como aditivo, pues logra incentivar el inicio del consumo de tabaco, especialmente en niños y adolescentes, nosotros creemos que es absolutamente esencial hacer una enumeración de las sustancias empleadas, para que no haya ninguna duda en la interpretación de la ley.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente deseo ratificar lo que ha informado el Senador Rossi. 



Hago presente que tratamos de impulsar esta medida cuando se analizó la última modificación a la ley. 



Nosotros hemos estado dando la pelea para combatir el tabaquismo en nuestro país, particularmente a temprana edad. 



La disposición legal que entregó la facultad al Ministerio para prohibir los aditivos fue observada por la Contraloría, con lo cual al final no fue posible aplicarla.



Espero que en esta ocasión, además de contar con el apoyo suficiente para respaldar la norma, la Contraloría adopte un criterio distinto, con el propósito de avanzar en la dirección correcta. 



Claramente, el uso de aditivos en productos de tabaco genera mayor adicción. 



Por lo tanto, voto a favor del inciso propuesto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, lo planteado habla muy bien de lo que estamos discutiendo. 



Estas grandes empresas lícitas pueden implementar sus políticas de mercadeo, promoción y publicidad en nuestro país.  Sin embargo, una de las prácticas que utilizan está dirigida de manera malintencionada a enganchar a niños. Porque el uso de aditivos está exclusivamente destinado a ellos. Las tabacaleras agregan a sus productos sustancias que saben que los menores van a consumir. Estas son anzuelos.



Tales sustancias son la vainilla, el chocolate, el licor y el mentol. Este último es el aditivo más poderoso de todos. 



Hay evidencia científica en todo el planeta al respecto. De hecho, el Ministerio de Salud hizo un informe específico sobre los efectos que causan los cigarrillos mentolados, que es una recopilación de todos los trabajos en la materia que se han realizado en Estados Unidos y Europa.



Dicho estudio señala justamente lo que ha explicado el Senador Rossi: que el mentol es un anestésico; que evita que los niños tosan y sientan el malestar de las primeras fumadas; que aumenta el volumen o la dilatación de los bronquios para que la inhalación sea mayor, con el propósito de evitar la tos en los niños que empiezan a fumar a edades muy tempranas -estamos hablando de 10, 11, 12 años- dada la fragilidad de sus vías aéreas.



Y para enganchar a esos menores, las empresas que desarrollan este comercio lícito, cuya existencia en Chile algunos defienden con mucha fuerza acá (nosotros queremos regular, no prohibir), incurren en este tipo de prácticas.



Pero es más.



No solamente persisten en estas acciones, sino que han desarrollado, a través de la genética, tipos de nicotina mucho más potentes en su capacidad adictiva. O agregan elementos, como el amoníaco, que intensifican la acción de la nicotina para que, con menos fumadas, los niños se hagan adictos.



Eso le añaden al tabaco para que los niños de 11, 12, 13 años (no los adultos) que empiezan a fumar se vuelvan adictos en forma más rápida en comparación a lo que sería el proceso natural de adicción con cigarrillos normales.



Las tabacaleras, además, han elaborado sustancias químicas que mantienen la circulación de la nicotina en el organismo por más tiempo. Es decir, se trata de agentes que compiten con los mecanismos que metabolizan la nicotina con el fin de que se elimine rápido, provocando que esta circule en la sangre por más tiempo. ¿Para qué? Para que los más pequeños se tornen adictos.



¡Este es el comercio lícito que tenemos en Chile!



Esas prácticas se encuentran prohibidas en todas partes del mundo. El Ministro Mañalich no era de mi color político, pero le reconozco la fuerza con que luchó en esta materia, a pesar de que no pudo vencer a las tabacaleras. Él lo señaló muchas veces.



¡Eso es lo que las empresas de tabaco han logrado hacer en nuestro país!



Entonces, uno se pregunta cuál es la extraña y poderosa razón de que Chile exhiba una de las prevalencias más altas del planeta de niños fumadores. ¡El doble de la que tiene Francia! ¡Superior a la de Estados Unidos! Porque, por acción o por omisión, hemos permitido incluso que las tabacaleras desarrollen este tipo de prácticas.



Se trató de establecer la prohibición de manera muy transversal, tal como lo indicó el Senador Chahuán. Intentamos también generar un rol fiscalizador efectivo. Sin embargo, en el Senado nos echaron abajo las indicaciones que presentamos con el objeto de entregarle a la autoridad sanitaria las herramientas necesarias para que ejerza tal función. Y ello, para que no haya fiscalización.



Espero que las podamos reponer, señor Presidente. Porque constituye todo un drama el hecho de que ninguna de las violaciones a la actual legislación haya sido objeto de proceso alguno. Eso la torna una ley sin dientes.



Tan importante como la regulación de los aditivos, es el hecho de que esta materia sea fiscalizada por la autoridad sanitaria.



Por eso es tan relevante esta iniciativa.



Se ha permitido que sigan ocurriendo las prácticas recién mencionadas -por eso debimos presentar un nuevo proyecto de ley-, que son totalmente reñidas con el sentido más básico de la Declaración de los Derechos del Niño, la cual consagra los derechos a la integridad física y psíquica y a la salud, que están siendo vulnerados.



Estamos frente a una violación de los derechos humanos que sistemáticamente realizan estas empresas, cuestión que hoy podemos resolver.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a mí me parece que estamos legislando mal cuando en un proyecto de ley empezamos a poner expresiones como “sabores dulces, frutales, cacao y mentol.”. Porque ¿qué pasa si el día de mañana se inventan otros aditivos con sabor, por ejemplo a alcohol, a marihuana, a whisky, a tragos específicos o a vino?



Pienso que estamos cerrando una puerta, pero dejando abiertas muchas otras.



Es por eso que las leyes, por técnica legislativa, no deben contener esa clase de enumeraciones.



Las atribuciones que tiene el Ministerio de Salud para prohibir ese tipo de sustancias a mi juicio son bastante amplias.



Si se ha presentado un problema con la Contraloría, entonces corrijamos eso. Pero resolver esta materia de la forma como lo estamos haciendo me parece el peor camino.



Creo que -usando la misma redacción- la norma debería decir, por ejemplo: “El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias consistan en sabores distintivos de reconocido consumo habitual entre niños y aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos”, etcétera.



Si uno quiere establecer una ley, eso es lo que hace. Pero no podemos introducir un reglamento dentro de ella.



¡Eso es lo que malamente estamos realizando! Porque mañana se van a descubrir otros sabores distintos a los que se señalan acá.



Por otra parte, debemos entender que la frase “de reconocido consumo habitual entre niños” es bastante paradójica, toda vez que el tabaco está prohibido para los menores.



Entonces, ¿cómo sabemos que esos sabores de consumo habitual entre los niños, que se le agregan al tabaco, no van a derivar en otras variedades con el objeto de atraerlos? A ellos también les gustan los sándwiches, el popcorn, en fin.



Señor Presidente, esta no es la manera correcta de regular.



Si vamos a regular, hagámoslo bien, sobre la base de cuestiones genéricas que queden abiertas al reglamento. Porque las tabacaleras van a estudiar qué otros sabores, que no están dentro del listado que se nos plantea y que son atractivos para el consumo, pueden elaborar con el fin de despertar, por otra vía, la adicción.



¡No estamos resolviendo el problema, sino vendiendo el sofá…!



¡Eso es lo que estamos haciendo!



Por lo tanto, normas así yo no las voto. Porque no quiero engañarme y que en dos años más el Ministerio de Salud nos diga: “Fíjense que otra vez nos hicieron lesos las tabacaleras; y sobre el reglamento la Contraloría dice tal cosa”.



¿Por qué no mejoramos las atribuciones de dicha Cartera para dictar un reglamento? Así dejamos de dar ejemplos de esta índole que me parecen muy limitados y no resuelven el problema de fondo, pues solo tapan el hoyo que existe hoy.



Por las razones expuestas, voto en contra de la norma que nos propone la Comisión. Pero yo estoy muy disponible para una redacción que mejore y amplíe las atribuciones del Ministerio de Salud para reglamentar esta materia, sin entrar en la casuística propia de un reglamento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario de Salud.

El señor COLOMA.- ¿Es para rectificar algún concepto, señor Presidente?

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, me voy a referir a lo que acaba de señalar el Senador Larraín.



Nosotros concordamos en que esta materia debiera ser objeto de una atribución reglamentaria.



El Senador, como profesor de Derecho, puede decir si esta es o no una buena técnica legislativa.



Sin embargo, estamos ante un problema práctico, que va más allá de lo que queremos.



Cuando nos enfrentamos con el listado y no podemos -porque la Contraloría interpreta de una forma y ello nos impide colocar lo que queremos poner en ejercicio de nuestras atribuciones- incorporar el mentol dentro de él, se nos presenta un problema, el que de alguna manera hay que resolver.



No es la primera vez que aquello sucede. Tampoco será la última. Probablemente nos seguiremos encontrando con este tipo de situaciones. Y a lo mejor se requiere una discusión más amplia.



Pongo otro ejemplo, señor Presidente.



Con relación al Reglamento de la Ley de Etiquetado de Alimentos, que ha generado tanta controversia, la observación que nos hizo la Contraloría consistió en que, en vez de usar la expresión “alto en”, habíamos puesto “exceso de”, por lo que la debimos cambiar. Y la explicación de dicho organismo fue que, según el Diccionario de la Real Academia Española, el término “exceso de” no es sinónimo de “alto en”.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Eso es una interpretación.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Por supuesto.



Hay un límite de interpretación en cuanto al significado de cada palabra.



Yo no tengo todos los argumentos -no soy abogado- para sostener si aquello es adecuado o no desde el punto de vista legislativo. Pero sí les puedo decir que, en el marco de esta discusión, un efecto práctico que ha tenido es que nosotros, como Ministerio de Salud, no podemos excluir un elemento que, a nuestro juicio -estamos convencidos, y las evidencias así lo demuestran-, debe prohibirse. Y ello, porque existen estas diferencias de interpretación respecto de lo que nuestra Cartera puede hacer en los reglamentos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero recordarle, señor Subsecretario, que durante la votación usted solo puede intervenir para rectificar lo dicho por algún Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo quiero hacer una reflexión y una afirmación.



La reflexión tiene que ver con lo que se ha planteado respecto de las estadísticas en materia de niños, particularmente en cuanto a las complejidades de las políticas públicas que generan enfermedades, problemas y dramas en el mundo juvenil.



Alguien señaló que Chile es uno de los países con más altos índices de consumo de tabaco. Pero quiero decirle a esa persona que en Latinoamérica estamos en el primer lugar del consumo de marihuana.


Entonces, a quienes les importa lo primero les planteo que también tiene que importarles lo segundo. Porque los niveles de THC de la marihuana son mucho más complejos que los de otros productos por los cuales se reclama. Pero parece que eso no genera la misma sensibilidad en aquellos que postulan un cambio de las reglas del juego en la materia que ahora nos ocupa.



Lo segundo, señor Presidente -como señalé-, es una afirmación.



Yo comparto plenamente lo que planteó un Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Aquí no estamos legislando mal, sino muy mal. Y en ello el Ministerio de Salud tiene -y quiero plantearlo en estos términos para no centrarlo en la Cartera de turno- una responsabilidad histórica.


¿Por qué digo aquello? Porque esta materia la vimos -y el señor Presidente, quien entonces era Senador, estaba presente-, y acordamos una línea de solución que diera respuesta al problema que se nos planteaba. 


Pues bien, en esa oportunidad el Senador Girardi, con su pasión, nos señaló lo mismo que ahora. Y, como yo no soy médico, pensé: “Bueno. Debe ser verdad lo que nos dice”.


Así las cosas, redactamos esto: “El Ministerio de Salud” -voy a leer lo relevante- “podrá prohibir el uso de aditivos y sustancias” cuando “aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos”.


Eso fue lo que acordamos todos. Y era la fórmula para entender que si existía un aditivo que hacía mal, que provocaba daño, que generaba riesgo, que causaba adicción, había que prohibirlo.



Pero ¿qué sucedió? El Ministerio de Salud recurrió al órgano que estaba facultado para el efecto, o sea la Contraloría, para decirle: “Este conjunto de cosas resulta malo”.


En su momento tuve acceso al informe, pues todos lo pedimos. Y el Ministerio de Salud no pudo comprobar nada de lo que sostuvo el Senador Girardi. Al final, la conclusión de la Contraloría fue: “No tengo ningún problema en prohibirlo. Pero díganme dónde están la adicción, el daño o el riesgo”.


Eso fue lo que ocurrió.



Entonces, ahora nos dicen: “Como nos fue mal en la Contraloría,” -me parece que son las palabras textuales que usó el Senador; no estoy seguro- “vamos a agregar lo mismo que se rechazó a nivel reglamentario”. Ello -como manifestó el Senador Larraín-, para establecer determinadas cosas sin saber si generan adicción, daño o riesgo.



Señor Presidente, yo no tengo la suma de las bondades. Incurro en errores (nadie está exento de cometerlos). Pero, sí, reflexiono en el sentido de que vimos la situación y buscamos una fórmula precisa para resolver el problema -todos convenimos al respecto- por la vía de prohibir los aditivos o sustancias que se pueden incorporar al tabaco y que aumentan la adicción, el daño o el riesgo.


Eso fue lo que acordamos. Y es la norma vigente.


Entonces, tocante a la disposición actual, que me parece bien, yo concurrí al acuerdo que le dio origen.



Ahora, al no haber los problemas cuya existencia se suponía, se genera esta lógica de colocar luego de la palabra “Asimismo” una serie de resguardos para proteger a los niños.



El Senador Girardi planteó -y tiene razón- que no se puede vender cigarrillos a los niños. Pero, sin perjuicio de esto, se usan en el inciso tercero los términos con que se hace referencia a determinados aditivos.



Insisto: yo no fumo; pero entiendo que el mentol es mucho más propio de las mujeres que de los niños. Pero esa es una cuestión que tendrán que explicar otros.



Por eso la equivocación, señor Presidente. 


Reitero que esto lo resolvimos hace un par de años. Pero ahora se está haciendo algo distinto: se está rompiendo la regla general, que es la exigencia de probar el daño -todos estábamos de acuerdo- e ir a la casuística reglamentariamente, y se remplaza a la Contraloría, baipaseándola, porque a algunos no les gustó lo que hizo.



¡Esta es una gran patada a la Contraloría General de la República!


Yo no estoy de acuerdo, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, quiero dejar constancia de la significación de este proyecto de ley -y, por cierto, de la discusión habida en torno de él-, cuyo despacho ha demorado tanto.



Al escuchar las diversas exposiciones, entiendo la línea argumental. Para algunos, es mejor que una materia quede en el reglamento; para otros, que quede en la ley. Se pregunta para qué les vamos a dar atribuciones a los ministerios para que a través de los reglamentos puedan hacer cambios. Y, con muchos planteamientos en favor y en contra, todos muy razonables, nos vamos demorando en el objetivo que persigue esta iniciativa, cual es resguardar la salud del daño que provoca el consumo de tabaco.



Yo quiero señalar que aquí lo importante es que la ley en proyecto se vote. Y cada uno expresará sus distintas sensibilidades. 



Con respecto al inciso que se nos propone, debo decir que ¡hay sabores que matan...!

El señor COLOMA.- ¡Y también amores que matan...!

El señor MOREIRA.- Así es, señor Senador. Pero aquí se trata de los sabores. Y estamos hablando de los cigarrillos. 


En efecto, se procura prohibir “la comercialización en el territorio nacional de cigarrillos con sabores distintivos de reconocido consumo habitual entre niños, tales como sabores dulces, frutales, cacao y mentol”.



Considero que hoy existe expresión científica que habla claramente de los efectos dañinos que puede tener el consumo de tabaco.



Pero, más allá de la cuestión técnica, me parece que, en el año y tanto que llevo como Senador, el debate de esta materia se ha ideologizado mucho. Hay descalificaciones, acusaciones, en fin. Y cuando se habla de las empresas, ellas son las malas, las malintencionadas. Varios hablan, no de prejuicios, sino de la necesidad de evidencia científica. Pero cuando esta se entrega, no se escucha.


Al parecer, para algunas personas el tema del tabaco es ideológico. Porque cuando se trata de las empresas se sostiene que son lo perverso, lo malo: el tabaco es lo malo, la perversidad. Pero cuando se trata de la marihuana -y no quiero hacer comparaciones- se habla de la democracia, de la libertad; todo es lindo, maravilloso. Y sucede que la evidencia científica indica claramente que el tabaco y la marihuana son dañinos para la salud: uno más y la otra menos.


Pues bien: hoy estamos legislando con respecto al tabaco. Ya llegará lo de la legalización o despenalización -como se quiera decir- de la marihuana; y ahí cada cual entregará sus argumentos.



En todo caso, cuando se legisla es importante la señal pública que le damos al país, a la ciudadanía.


Hace algún tiempo un señor se retiró del Congreso y dijo: “Yo no vengo más”. No. Aquí se trata de que se queden todos y se escuchen las distintas opiniones, por diferentes que sean. Eso se llama “tolerancia”, y también, “democracia”. 



Aquí lo más importante es que nadie pretende demonizar ni la industria del vino ni la del tabaco: la idea es que tratemos de que el impacto que ambas provocan en la salud sea menor.



Yo no tengo ningún complejo en votar algunas normas en contra y otras a favor.


En la que nos ocupa en este momento, voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, en realidad, uno legisla según las culturas.



En los países anglosajones basta establecer el principio; por lo tanto, cuando ocurren ciertos acontecimientos simplemente se reinterpreta a la luz de ellos y se establece la norma.


Pero como en Chile somos un tanto bizantinos -tradición española, mediterránea; no sé qué será-, nosotros vivimos en los códigos de justicia con los matices, con las veinte mil explicaciones, y cada norma tiene a su vez los artículos que regulan. Entonces, si las cosas no son muy detalladas, pierden vigencia y la generalidad se tiende a perder.



Entonces, vamos a los principios.



¿Por qué razón debemos regular más el consumo de tabaco, en circunstancias de que esta materia se ha discutido antes y se han dictado diversas normas legales? Porque el problema que queremos resolver se mantiene: el tabaquismo sigue aumentando, y golpea no solo a los adultos, sino también a los jóvenes, con un enorme daño tanto al erario, por los efectos económicos asociados, cuanto a la salud de la población.



Por consiguiente, hemos de seguir perfeccionando nuestra legislación.



Así las cosas, uno puede formularse preguntas prácticas.



¿Qué motivo puede tener una tabacalera para introducirle a su producto, el cigarrillo, sabores distintos del generado por la nicotina, que es lo que busca quien consume tabaco?



¿Por qué el cigarrillo debe saber a chocolate o tener sabores dulces sino porque se pretende conquistar otros mercados, donde los efectos que generan esos endulzantes se hallan más asociados a consumidores diferentes? El mentol, en el caso de las mujeres (se mencionó acá); el chocolate y diversos dulces, sabores principalmente de los niños.



Es obvio, pues, que las tabacaleras están introduciendo tales aderezos al objeto de conquistar mercados nuevos extremadamente vulnerables.



¿Y cuáles son los efectos?



La mayoría de dichos aditivos reducen la visibilidad del tabaco, la sensibilidad, el olor, e incluso las irritaciones que provoca el fumar. Ocultan el efecto del cigarrillo, enmascaran los síntomas. Así, van escondiendo las consecuencias del consumo de un producto que en sí no sabe más que a nicotina. A un niño -quizá también a un adolescente- no tiene por qué gustarle el sabor a nicotina. Entonces, se encubre el verdadero producto con elementos que provocan sensaciones falsas pero que, desgraciadamente, tienen graves consecuencias para la salud.



Según investigaciones realizadas en nuestro Ministerio de Salud y en centros académicos, la adición de dichas sustancias al tabaco genera fenómenos. Por ejemplo, el mentol usado en los cigarrillos aumenta el número de partículas finas en el humo en 10 a 20 por ciento. Dichas partículas tienen un efecto adverso directo en la morbilidad y la mortalidad cardiovasculares y, por consiguiente, pueden desencadenar eventos cardíacos agudos en mayor proporción que el tabaco carente de dichos aditivos.



Por lo tanto, el consumo de tabaco ocasiona un problema adicional tal vez no considerado en las discusiones anteriores.



Finalmente, se ha hablado mucho de la libertad.



Es cierto que toda persona puede elegir tomar alcohol, consumir tabaco o fumar marihuana. Pero ese derecho supone información y libertad para realizar la acción.



Por lo tanto, la adicción es un bloqueo a la libertad y genera dependencia.



No estamos hablando del ejercicio de la libertad tratándose del consumo de productos altamente adictivos.



A pesar de aquello -parece que aquí se pasó por alto-, a nadie meten preso por consumir tabaco; tampoco, por tomar bebidas alcohólicas.



Entonces, si estamos abordando la cuestión de la marihuana no es para promoverla, sino simplemente para despenalizarla, lo que es muy distinto.



Sería casi un equivalente a suponer que vamos a encarcelar a una persona por beber alcohol o a condenarla porque tiene determinado número de botellas en su casa; o, tratándose del tabaco, por guardar en su hogar cierta cantidad de paquetes de cigarrillos.



En el caso de la marihuana pasa exactamente lo mismo: no estamos promoviéndola, sino despenalizándola.



Así que no confundamos los debates.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, yo quiero precisar que este no es el momento para debatir lo relativo a la legalización del consumo de marihuana.



Por supuesto, la discusión sobre la materia será muy interesante, muy atractiva y muy útil para nuestro país.



Solo quiero señalar una cosa: cuando se habla de que aquí se penaliza el consumo de marihuana se miente.


En el caso de la marihuana, en Chile, si se consume en un lugar público, para bien o para mal, entre otras cosas, se paga una multa. Pero el consumo en un espacio privado está permitido. Se puede poner en el diario un aviso en que se diga “Consumo marihuana los jueves, a las 12 del día, en el comedor de mi casa”. Aquello no es delito. Y si se hace, nadie puede intervenir.



Es un debate en el que hay distintas posiciones. No estoy afirmando que existe una sola. Ya evaluaremos.



No se diga, pues, que en nuestro país está penalizado el consumo de marihuana. Porque si tiene lugar en espacios públicos, hay multa, o trabajos en beneficio de la comunidad, o asistencia a cursos sobre prevención del consumo, durante 60 días como máximo, o rehabilitación por hasta 180 días.


Si no se paga la multa por carencia de recursos, el juez, obligatoriamente, debe sustituirla por trabajos en beneficio de la comunidad. Pero como esos trabajos son de común acuerdo con el infractor, la sanción siempre consiste en la concurrencia a un curso en el que le hablan del daño que provoca el consumo de marihuana.


Esa es la verdad.



Esta tarde -reitero- no corresponde aquel debate, que es mucho más profundo. No quiero que se aproveche esta oportunidad para llevarlo a cabo. Espero que lo hagamos sin pasiones exacerbadas y a la altura del Senado.



Yo solo deseo decir que voy a votar a favor del precepto que nos ocupa. Y ello, por una razón muy simple.


La norma a que hacía alusión mi distinguido colega y amigo Juan Antonio Coloma -es la vigente, y está en la página 12 del comparado, primera columna- dice que “El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos”. O sea, hoy se pueden prohibir tales aditivos si se prueba objetivamente que incrementan la adicción.



La norma que se nos propone esta tarde señala una cosa distinta: que aumenten la adicción o la promuevan. Es un precepto que pretende que no se induzca a fumar. Y ello, sobre la base de prohibir que los cigarrillos tengan “sabores distintivos de reconocido consumo habitual entre niños, tales como sabores dulces, frutales, cacao y mentol”.



La nueva disposición tiene otra finalidad. Lo que busca es decir: “No le ponga sabores que, aunque no aumenten la adicción, aunque no lleven a esta, colaboren, ayuden a que un niño empiece a fumar más”.


Es factible que el niño nunca sea adicto.



La marihuana produce mucha adicción. Pero hay gente que no es adicta.


Entonces, el propósito de esta norma -y por eso la apoyo- es decir “No hagamos aquí una cuestión que está mal hecha: poner un sabor que quizá no es más adictivo pero que puede atraer más al niño, resultarle más grato”.



Ahora, como en Chile, al parecer sin que nos demos cuenta, el consumo de cigarrillo y marihuana se inicia muy temprano -de la cocaína y la pasta base, ¡ni hablar!-, atengámonos al debate.



Yo tengo la convicción de que hacemos un favor a los niños mientras más dificultades les ponemos para su inicio en el consumo de tabaco.


Ni siquiera aludo a la salud pública, ni a que el problema les cuesta plata a los chilenos: estoy hablando de los niños.


Entonces, coloquemos dificultades a ese respecto.


Hoy el consumo de tabaco se está transformando en un hábito, en una costumbre.



Antes se fumaba dentro de la casa en presencia de los niños. Ahora es común que, en los hogares donde hay menores, a los adultos se les diga: “Por favor, vayan a fumar al patio, porque tenemos chiquillos”.


Por cierto, eso va ayudando.



Yo creo que esta norma también contribuye.


Está terminando mi tiempo, señor Presidente. Le ruego que me dé treinta segundos adicionales.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Los tiene, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Muchas gracias.



Señor Presidente, el Senador Coloma sostiene que con esta disposición estamos pasando por arriba de un dictamen de la Contraloría.


¡Así es, pues!



¿Cuál es el pecado?


¡Si aquí es donde se legisla, no en la Contraloría! 



A dicho órgano le preguntaron si el mentol -creo que ese era el producto objeto de la consulta- provocaba más adicción. Y dijo que no.


Empero, nosotros no estamos discutiendo si queremos que el mentol cause más adicción o no: lo que deseamos es que no se utilicen sabores que provoquen en los niños una mayor tentación a fumar.



Todos tenemos la convicción -si alguien me dice lo contrario, yo cambio de parecer- de que el cigarrillo no hace bien.



Al respecto hay una sola cuestión clara: no existe demostración de que el cigarrillo hace bien para algo.



Y vuelvo a decirles que yo fumo. He ido dejando el cigarrillo paulatinamente. Ya casi no lo hago. Y ello, no solo porque practico deportes (eso ayuda mucho), sino además porque se han puesto obstáculos para fumar (eso también contribuye).



Entonces, yo pido colaborar con los niños. Los adultos, por último, somos responsables de nuestros actos. Pero quien suponga que el no tener estas normas ayudará a los niños está equivocado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.
La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, yo también voto a favor de esta norma, porque una cosa es garantizar que quienes quieran fumar tengan la posibilidad de hacerlo y que existan reglamentos al efecto, pero otra muy distinta el engaño. Y, claramente, ponerle aditivos saborizantes a la nicotina constituye un engaño para enganchar a los niños de modo que le encuentren un sabor diferente y fumen.



Por esa razón, en forma muy simple -porque el Senador Espina explicó muy bien la situación-, digo que aquello corresponde a las típicas cosas que desvirtúan el accionar de una industria tan legítima como muchas otras. Pero cuando las industrias legítimas -no todas, sino algunas- utilizan subterfugios, disfraces, ¡trampas!, en el fondo, para atraer a nuevos consumidores, eso finalmente atenta contra la libertad de las personas.



Así que, de todas maneras, voto a favor de la disposición que se nos propone, pues, a mi entender, va en la línea absolutamente correcta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Sala, creo que el inciso que nos ocupa, de acuerdo a lo surgido en el debate, resuelve la cuestión a medias: solo respecto a los niños, pero no al resto de las personas.



A mi entender, si están existiendo problemas con la Contraloría en el caso de los aditivos, esa norma debería haber regulado todos los aspectos y no únicamente el vinculado con los menores.



Por las mismas razones que señaló el Senador Espina, relacionadas con el inciso segundo del artículo 9° de la ley vigente, se debieron considerar también las discrepancias surgidas del dictamen de la Contraloría a propósito del modo de demostrar los efectos de determinados aditivos. 



En la norma propuesta solo estamos señalando que no se pueden usar aditivos con sabores especiales de consumo habitual entre los niños. Pero el problema de los aderezos se seguirá presentando en el caso de los adultos. Y yo imagino que se persigue el propósito de no aumentar los niveles de adicción o dependencia en ambos grupos etarios.



No sé si estamos a tiempo, señor Presidente. Pero la verdad es que, en el curso del debate, yo quería formular una proposición en el sentido de que el nuevo inciso tercero quedara solo hasta la palabra “habitual”. Eso soluciona la cuestión con la Contraloría, tanto en el caso de los adultos como en el de los niños, en cuanto a la no incorporación de aditivos con sabores distintivos de reconocido consumo habitual. 



No obstante, la norma quedará con la redacción actual, señor Presidente, y se establecerá la diferencia mencionada. 



No sé si eso se halla resuelto en otra parte del proyecto. Pero, tal como se plantea la norma, la divergencia con la Contraloría se va a mantener respecto de los adultos.



Insisto: lo de los aditivos tiene que ver no solo con los niños, sino también con los adultos; y el problema no está bien resuelto en la norma propuesta, que es incompleta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta a la Secretaría.



No sé si en la etapa en que estamos, ya abierta la votación, se puede acceder a lo que planteó el Senador Orpis.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No es posible, Su Señoría. 



Por eso, cuando pregunto si abrimos la votación, lo hago por si los señores Senadores quisieran formular planteamientos antes del pronunciamiento sobre la materia respectiva.



Repito: iniciada la votación, ya no es factible introducir modificaciones.

La señora GOIC.- Siendo así, señor Presidente, solo reafirmo mi votación a favor del inciso que nos ocupa. Ya se han entregado acá los argumentos.



Este proyecto busca resguardar no solo al tercero que muchas veces debe aspirar el humo expelido por un fumador -y al respecto hemos ido avanzando en la legislación-, sino también a los niños, a los jóvenes, evitando que unos y otros adquieran el hábito.



Yo entregaba datos en el sentido de que los niños prueban el primer cigarrillo, en promedio, a los trece años, y asimismo, sobre el mantenimiento del hábito en la vida adulta.



Por eso, aquí de alguna manera los protegemos de la publicidad que los hace verse bonitos con un cigarrillo o que disfraza los efectos que puede haber la primera vez que se fuma: picazón de garganta a causa del mentol -ya se explicó-, etcétera.



Me parece que la norma de resguardo sugerida va absolutamente en el sentido de lo que persigue la  ley en proyecto.



También están la eliminación de vitrinas a la vista de los niños en los locales de expendio de tabaco; la prohibición -lo vamos a discutir más adelante- de fabricar juguetes similares al cigarro (probablemente muchos de nosotros los tuvimos: eran chicles con los que se jugaba a fumar). Ello, porque por esas vías de alguna manera se induce a los más pequeños a adquirir el hábito de fumar, que sin duda es indeseable.



Así que con los argumentos aducidos justifico mi voto favorable.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra C), que intercala un inciso tercero, nuevo, en el artículo 9° (23 votos a favor, 5 en contra, una abstención y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Hernán Larraín y Pérez Varela.


Se abstuvo el señor Pizarro.


No votó, por estar pareado, el señor Montes.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, proseguiremos la votación de esta iniciativa en una próxima sesión, pues concluyó el Orden del Día.



--Queda pendiente la votación particular del proyecto.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)---------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor OSSANDÓN:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, a los efectos de que informe sobre MEDIDAS CONTRA DELITOS EN VIVIENDAS DEL SECTOR SAN MARCOS DOS MIL (comuna de Talcahuano).


A los señores Ministro del Interior y Seguridad Pública y General Director de Carabineros, solicitándoles remitir antecedentes relativos a TAMAÑO DE CONTINGENTE DE CARABINEROS EN CAÑETE Y EVENTUAL AUMENTO DE DOTACIÓN PARA RESGUARDO EN ZONA URBANA.



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social y a los señores Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo y Subsecretario del Trabajo, requiriéndoles MEDIDAS ANTE DESEMPLEO EN COMUNAS DE CORONEL Y LOTA.


A los señores Ministro de Obras Públicas y Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Biobío, para que remitan información en torno a ESTUDIOS DE VIABILIDAD PARA CONSTRUCCIÓN DE PASARELA EN RUTA 160, SECTOR VILLA CENTENARIO, DE CORONEL; a PAVIMENTACIÓN EN RUTA Q-22, ENTRE AERÓDROMO MARÍA DOLORES Y LAJA; a EJECUCIÓN DE PROYECTOS DE AGUA POTABLE RURAL EN OCTAVA REGIÓN, y a PAVIMENTACIÓN DE CAMINO A PASO INTERNACIONAL PICHACHÉN.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo del Biobío, consultándoles en cuanto a DEMORA EN CONSTRUCCIÓN DE PASO SOBRENIVEL CAMINO A ANTUCO Y DE GIMNASIO MUNICIPAL DE COMUNA DE ANTUCO, Y FECHA DE CONCLUSIÓN DE AMBAS OBRAS.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo; al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo del Biobío; a la señora Directora (P y T) del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Octava Región, y a la señora Delegada Provincial del Servicio de Vivienda y Urbanización del Biobío, a fin de consultar por SOLUCIÓN DE PROBLEMA SANITARIO EN VILLA LOS CIPRESES (comuna de Quilaco) y FECHA DE RELOCALIZACIÓN DE AFECTADOS POR CONTAMINACIÓN A CAUSA DE REFINERÍA EN HUALPÉN.


A los señores Ministro de Agricultura y Secretario Regional Ministerial de Agricultura del Biobío, a fin de que informen sobre EJECUCIÓN DE PLANES Y OBRAS CONTRA EFECTOS DE SEQUÍA EN OCTAVA REGIÓN.



Al señor Ministro del Medio Ambiente, pidiéndole dar a conocer POLÍTICAS PÚBLICAS DESARROLLADAS EN CHILLÁN Y CHILLÁN VIEJO PARA PREVENCIÓN DE EPISODIOS CRÍTICOS DE SATURACIÓN EN 2015.



Al señor Director del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, solicitándole información referida a CONTROLES CON CARABINEROS PARA DETECCIÓN DE MANEJO BAJO EFECTOS DEL ALCOHOL EN REGIÓN DEL BIOBÍO DURANTE 2015.



A la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Biobío, pidiéndole antecedentes sobre MEDIDAS PARA CONTINUIDAD DE ESCUELA DE REFORZAMIENTO DE POBLACIÓN PORVENIR, DE CHIGUAYANTE.

)----------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Renovación Nacional; Partido Socialista; Partido MAS e Independiente; Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Por la Democracia; Independientes, y Partido Demócrata Cristiano e Independiente, ningún señor Senador interviene.
)---------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:17.





Manuel Ocaña Vergara,





Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 30ª, ORDINARIA, EN MARTES 30 DE JUNIO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker, don Ignacio, y Zaldívar.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS



Las actas de las sesiones 28ª y 29ª, ordinarias, de 16 y 17 de junio de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. la Presidenta de la República:


Con el primero, inicia un proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, a la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (Boletín N° 9.514-07).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los tres primeros, informa que dio su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea que Crea un Marco para la Participación de la República de Chile en las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión Europea, suscrito en Bruselas, Bélgica, el 30 de enero de 2014 (Boletín N°9.967-10).


-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín N° 9.835-13) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.


3.- Proyecto de ley que concede beneficios al personal de la atención primaria de salud (Boletín N° 9.973-11) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda, en su caso.


Con el cuarto, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (Boletín Nº 8.265-07).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el quinto, informa que dio su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de reforma constitucional que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una cuenta pública anual (Boletín N° 8.624-07).


-- Queda para Tabla.


Con el último, señala que rechazó las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06), y comunica la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “suma”).


-- Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización como integrantes de la referida Comisión Mixta.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, acerca del proyecto de ley que modifica definiciones y el procedimiento de la ley que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 10.035-17).


-- Se manda agregar a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control preventivo de constitucionalidad respecto del proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la Reforma Tributaria (Boletín N° 9.898-05).


Envía copias autorizadas de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad en lo relativo a las siguientes disposiciones:


1) Al inciso tercero del artículo 225 del Código Civil.


2) A los artículos 7° de la ley N° 18.097, orgánica constitucional sobre concesiones mineras, y 15, inciso cuarto, del Código de Minería.


-- Se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.

De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional


Rinden informe correspondiente al segundo semestre del año 2014 sobre operaciones de paz en las cuales participan tropas nacionales, con arreglo al artículo 13 de la ley N° 20.297.


-- Se toma conocimiento y se remiten copias del documento a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.

De la señora Contralora General de la República (S)


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, en relación con la licitación privada para la provisión del servicio de helicópteros para ENAP-Magallanes.
Del señor Presidente (S) de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Antofagasta


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, por la situación de los Tribunales de Familia de la Región de Antofagasta.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, documento relativo a las políticas y planes de seguridad pública que articulan a las policías con organizaciones ciudadanas.

Del señor ex Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Espina, en orden a adoptar las medidas necesarias para proteger la vida e integridad física de los voluntarios del Cuerpo de Bomberos de la comuna de Ercilla.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Remite, a petición del Honorable Senador señor De Urresti, copia del acuerdo suscrito entre los Gobiernos de Chile y Japón, para la transferencia de tecnología con baja emisión de carbono.

Del señor Ministro de Hacienda


Responde inquietud, planteada en nombre de los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, acerca de la adopción de medidas conducentes a la creación de un plan de contingencia nacional de incendios forestales.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la reapertura y funcionamiento de la central termoeléctrica Bocamina II.

Del señor ex Ministro de Educación


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de profesores que se acogieron a retiro voluntario.

De la señora Ministra de Justicia


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, acerca de la situación de los Tribunales de Familia de la Región de Antofagasta.

Del señor Ministro (S) del Trabajo y Previsión Social


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con situación de los trabajadores que retiran asbesto desde la planta Bocamina I, en la comuna de Coronel.

Del señor Ministro de Agricultura


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, en orden a considerar un aumento de los recursos destinados al Programa de Recuperación de Suelos Degradados.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de la fiscalización del estero Aguas Negras del río Llollelhue, comuna de Paillaco.


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de la contaminación producida en las aguas del estero Tijeral, en la comuna de Renaico.


Absuelve consulta, planteada por el Honorable Senador señor Navarro, en lo relativo al proyecto metro de Concepción.

De la señora Ministra de Salud


Remite antecedentes, en respuesta a tres solicitudes de información enviadas en nombre de la Honorable Senadora señora van Rysselberghe, sobre las siguientes materias:


a) Proceso de ejecución de los deberes asociados a las becas “Periodo de Atención Obligatorio” (PAO).


b) Uso y destino de los recursos traspasados al Ministerio de Salud en virtud del decreto supremo N° 763, del Ministerio de Hacienda, año 2014.


c) Programa de becas de formación de especialistas “Médicos Generales Urbanos”, en los años 2014 y 2015.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, acerca del avance de varias obras de infraestructura sanitaria en la Región de Antofagasta.


Responde inquietud, planteada en nombre de los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier, Horvath y Lagos, en orden a considerar la creación de una comisión interministerial que elabore un proyecto de ley de salud mental.


Atiende cuatro solicitudes de información, efectuadas en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de los siguientes asuntos:


a) Casos de hanta virus detectados y tratados en la Región de Los Ríos entre diciembre de 2014 y febrero de 2015.


b) Antecedentes, copia del estudio y nómina de los 278 municipios comprendidos en la investigación realizada por la Central Nacional de Abastecimiento (CENABAST), respecto de las compras de fármacos durante el año 2014.


c) Fiscalización y mediaciones efectuadas en el cuerpo de agua del río Bueno.


d) Falencias que se observan en la atención de salud mental en el país.


Responde inquietud, planteada en nombre de los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, en orden a promover una política nacional de prevención del cáncer de mamas.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora van Rysselberghe y señores Bianchi, Coloma, García, Horvath, Orpis y Pérez Varela, respecto de la elaboración y ejecución de una campaña informativa sobre los efectos nocivos de las drogas.


Remite información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, sobre el número de licencias médicas modificadas o rechazadas en las COMPIN del país durante los años 2013 y 2014.


Remite información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referida a distintos aspectos relacionados con los médicos especialistas, en la Región del Biobío.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador Navarro, acerca de los efectos de la reforma tributaria en los precios de las viviendas.


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del llamado a postulación del “Subsidio de Mejoramiento de Viviendas del Programa de Protección al Patrimonio Familiar”, en la Región de Los Ríos.

Del señor Ministro de Agricultura


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la formación de una mesa técnica que considere la situación de los trabajadores de CONAF.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador Matta, acerca de situaciones que afectan a asociaciones gremiales de agricultores y a diversas Juntas de Vecinos de la comuna de Cauquenes.

Del señor Ministro de Energía


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la equidad tarifaria eléctrica.

Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca de la operatividad de los servicios de telecomunicaciones después del aluvión ocurrido en el mes de marzo pasado en la Región de Atacama.

Del señor Director General del Consejo para la Transparencia


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, en lo relativo a los niveles de cumplimiento de transparencia activa de los municipios de la Región de Los Ríos.

Del señor Director Nacional

de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena


Remite información -en soporte digital-, requerida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al 15º Concurso de Subsidio de Adquisición de Tierras Indígenas en la Región de Los Ríos.

Del señor Vicepresidente Ejecutivo

de la Corporación de Fomento de la Producción


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la iniciativa denominada “Sistema Integrado de Vigilancia para Áreas de Manejo” a cargo de la empresa Axys S.A., con el apoyo de esa Corporación.

Del señor Presidente (S) del Banco del Estado de Chile


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Espina, en lo relativo a la instalación de un acceso para discapacitados en la sucursal ubicada en la comuna de Lautaro.


Atiende inquietud, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, en orden a considerar el déficit de cajas de atención de público en la oficina situada en la comuna de Parral.

Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de convenio entre ese Instituto y la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (ANAMURI).

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en lo relativo al balance de los incendios forestales del último año.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Remite, en soporte digital, información solicitada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referida al “Proyecto Hidroeléctrico Aysén”.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Tuma, García, Harboe, Matta y Moreira, con la que inician un proyecto de ley que establece regulación de la actividad apícola (Boletín N° 10.144-01).


-- Pasa a la Comisión de Agricultura.


De los Honorables Senadores señores Ossandón y García-Huidobro, con la que inician un proyecto de ley que establece el envío de mensajería telefónica en casos de pre-emergencia o emergencia ambiental (Boletín N° 10.156-15).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


Durante el curso de la sesión, han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Informe


De la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a Probidad y Transparencia, recaído en el proyecto de reforma constitucional para sancionar la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral (Boletines N°s 9.860-07 y 10.000-07, refundidos).


-- Queda para Tabla.

Censura


Comunicación de los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Girardi, en representación de los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Socialista y Partido por la Democracia, respectivamente, mediante la cual presentan, en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento del Senado, un voto de censura al Vicepresidente de la Corporación, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain.


-- Se toma conocimiento y queda para ser votada inmediatamente después de la Cuenta de la sesión ordinaria siguiente.
_________


A continuación, el señor Secretario informa que la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, a propósito del análisis conjunto de la reforma constitucional, en primer trámite, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que sanciona la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral y de la moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Harboe, Montes y Quinteros, que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral (Boletines N°s 9.860-07 y 10.000-07, respectivamente), acordó proponer a la Sala que dichas iniciativas sean refundidas, dado que se encuentran en primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales guardan una relación directa, todo ello de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Así se acuerda.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Colocar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, los proyectos de reforma constitucional relativos a la pérdida de cargos parlamentarios y otros por infracción a normas de transparencia, límites y control del gasto electoral (Boletines N°s 9.860-07 y 10.000-07) y, en segundo lugar, el proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11).


2.- Colocar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria del próximo martes 7 de julio, el proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23), que se encuentra signado con el número 4.- en la Tabla de la sesión ordinaria de hoy.


3.- Rendir un homenaje, al inicio de la sesión ordinaria que se comunicará oportunamente, al ex Senador señor Sergio Díez Urzúa.


4.- Fijar una Sesión Especial de la Corporación, para el día 1 de septiembre del presente año, desde las 10:30 hasta las 13:00 horas, a fin de que el Consejo del Banco Central de Chile presente al Senado la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, así como el informe de las proposiciones para el año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile.


5.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07), hasta el día 13 de julio de 2015 a las 12 horas, en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

6.- Celebrar una Sesión Extraordinaria el día miércoles 15 de julio en la mañana, entre las 10:30 y las 14 horas, quedando, por ello, sin efecto la sesión ordinaria de la tarde.
- - -

A continuación, a solicitud del Comité Partido Renovación Nacional -a la que se adhirieron los demás Comités-, el señor Presidente pide a la Sala y al público en las tribunas, guardar un minuto de silencio en memoria del destacado hombre público, expresidente del Partido Renovación Nacional y expresidente del Senado, señor Sergio Díez Urzúa.


La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -

Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath indica que la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso entregó su informe acerca del trabajo realizado en cumplimiento del cometido que se le encargara. Asimismo, señala que, en relación con lo anterior, se ha inaugurado una exposición en el tercer piso del edifico de la Corporación.

Por último, pide que se autorice a la referida Comisión para sesionar paralelamente con la Sala, a partir de las 18 horas de hoy. Se accede.

- - -

Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic solicita autorización para discutir en general y en particular a la vez el proyecto de ley que concede beneficios al personal de atención primaria de salud (Boletín N° 9.973-11) y, además, que dicha iniciativa sea estudiada por las Comisiones de Salud y de Hacienda, unidas.


Así se acuerda.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite constitucional, que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional a rendir una cuenta pública anual.


La Mesa anuncia que corresponde abordar el proyecto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional que tiene el Boletín N° 8.624-07.


Recuerda que este proyecto inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas:
“ARTÍCULO ÚNICO


- Ha sustituido su encabezado por el siguiente:


“Artículo único.- Agrégase a la Constitución Política de la República el siguiente artículo 56 bis:”.
Número 1


- Ha eliminado su encabezamiento.


- Ha modificado el artículo 56 bis propuesto de la siguiente forma:  


- Ha reemplazado, en su inciso primero, la expresión “El 4 de julio” por “Durante el mes de julio”. 


- Ha sustituido, en su inciso segundo, la frase “del Congreso Nacional” por “de cada Cámara”.

Número 2


- Lo ha suprimido.”.
- - -

El oficio correspondiente de la Honorable Cámara de Diputados informa que “este proyecto de reforma constitucional fue aprobado en general, con el voto favorable de 110 diputados, de un total de 117 en ejercicio. En particular, el artículo único fue aprobado con el voto afirmativo de 90 diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.”-

- - -


Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República, el artículo único, contenido en esta reforma constitucional, requiere para su aprobación del voto conforme de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio.

Luego, el señor Presidente pone en discusión las referidas enmiendas y ofrece la palabra a los Senadores señores Larraín, Harboe, Zaldívar, Lagos, Prokurica, Walker, don Patricio, señora van Rysselberghe y señores Allamad y De Urresti.


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.


El señor Presidente propone votar simultáneamente, en una sola votación, el conjunto de enmiendas propuestas por la Cámara Revisora.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Harboe, Larraín, Orpis, Zaldívar y Espina.


Cerrado el debate y puestas en votación las modificaciones, estas son aprobadas por 26 votos a favor y una abstención, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras señoras Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Matta.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de reforma constitucional aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Agrégase, en la Constitución Política de la República, el siguiente artículo 56 bis:


“Artículo 56 bis.- Durante el mes de julio de cada año, el Presidente del Senado y el Presidente de la Cámara de Diputados darán cuenta pública al país, en sesión del Congreso Pleno, de las actividades realizadas por las Corporaciones que presiden. 


El Reglamento de cada Cámara determinará el contenido de dicha cuenta y regulará la forma de cumplir esta obligación.”.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI.


El señor Presidente expresa que corresponde abordar el proyecto de la referencia.


El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de ley correspondiente al Boletín N° 8.353-19, al cual el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “simple”.

Resalta que el objetivo de la iniciativa es establecer la obligación para los concesionarios y permisionarios de televisión, de transmitir toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública, mediante sistemas audiovisuales que hagan comprensible su contenido a las personas con discapacidad auditiva.

Advierte que la Comisión de Salud discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora van Rysselberghe y señores Prokurica y Rossi, con las modificaciones que consigna en su informe.

Hace presente que el inciso segundo del artículo 25 contenido en el artículo único del proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional.

- - -

Luego, el señor Secretario General señala que las enmiendas al texto aprobado en general y en particular son las siguientes:


- Sustituir su denominación por la que sigue:


“PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS PARA EL ACCESO DE LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD AUDITIVA A LA INFORMACIÓN QUE INDICA, PROPORCIONADA A TRAVÉS DE  CONCESIONARIAS DE RADIODIFUSIÓN TELEVISIVA DE LIBRE RECEPCIÓN  Y PERMISIONARIAS DE SERVICIOS LIMITADOS DE TELEVISIÓN:”.


- Reemplazar el artículo único, por el que se señala a continuación:


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 25 de la ley N° 20.422 por el que sigue:


“Artículo 25.- Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a las personas en situación de discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto se dictará a través de los Ministerios de Desarrollo Social, de Transportes y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.


Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos, la propaganda electoral, los debates presidenciales, las cadenas nacionales, los informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública y los bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidos o emitidos con subtitulado y lengua de señas, en las formas, modalidades y condiciones que establezca el reglamento indicado en el inciso precedente.”.”.

- - -

Puesta en votación en general, la iniciativa es aprobada por 26 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.


Fundan su voto los Honorables Senadores señoras van Rysselberghe y von Baer y los señores Moreira, Prokurica, Rossi, Orpis y Guillier.
- - -

Al fundar su voto, la Honorable Senadora señora von Baer propuso que se encomiende a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones la elaboración del segundo informe de este proyecto.

- - -

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Salud, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas.


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene los Boletines Nºs 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11y 4.379-11, refundidos.


Recuerda que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1 de abril de 2014, y cuenta con un segundo informe de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.

Agrega que en sesión del día martes 9 del mes en curso se dio inicio a la discusión en particular. Asimismo, advierte que, en su oportunidad, el Honorable Senador señor Letelier pidió votación separada de todas las normas del proyecto.


Pone de relieve que la letra a) del número 5, que pasó a ser número 6, del artículo 3° del proyecto, no fue enmendado en el segundo informe, pero sí fue objeto de indicaciones, y requiere para su aprobación en particular del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, pues es de rango orgánico constitucional.

Además, subraya que entre las enmiendas acordadas por mayoría se encuentran las recaídas en un nuevo número 4, que se incorpora al artículo 3°, que debe ser aprobado, también, como norma orgánica constitucional.

Por último, recuerrda que ya están aprobados, por no haber sido objeto de indicaciones ni modificaciones, los artículos 4° y 5° permanentes del proyecto y el artículo transitorio.

- - -

Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en particular el inciso quinto del artículo 1° de esta iniciativa.


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Moreira, Orpis, Prokurica, Girardi, señora Goic y señores Guillier y Quinteros.

- - -

Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobre y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 31ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker, don Ignacio, y Zaldívar.

Concurre, asimismo, el Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier.


Actúan de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el subrogante, señor Julio Cámara Oyarzo.
_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 28ª y 29ª, ordinarias, de 16 y 17 de junio de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Treinta y cuatro de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, inicia un proyecto de ley que modifica las leyes N°s 18.045 y 18.046, para establecer nuevas exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes de los mercados (Boletín N°10.162-05).


-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Con el segundo, da inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (Boletín N° 10.161-08).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.


Con los dos siguientes, retira la urgencia que hiciera presente a los siguientes proyectos de ley:


1) El que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (Boletín N° 4.162-07). 


2) El que modifica la ley N° 19.995 y el Código Civil, en orden a establecer medidas de restricción en los casinos de juegos para las personas que padecen ludopatía (Boletín Nº 9.507-06).

-- Se tiene presente el retiro de las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Con los dos siguientes, hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:

1) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).

2) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (Boletín N° 9.179-07).

Con los nueve que siguen, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:

1) Proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia, suscrito en Bangkok, el 4 de octubre de 2013 (Boletín N° 9.472-10).


2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).

3) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).

4) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).

5) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).

6) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015 (Boletín N° 10.024-10).

7) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.025-10).


8) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.026-10).

9) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


Con los diecinueve siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:

1) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).

2) Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).

3) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (Boletín N° 6.556-10).

4) Proyecto de ley que aplica Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (Boletín N° 6.829-01).


5) Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32).

6) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín N° 9.835-13).

7) Proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11).

8) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).

9) Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).

10) Proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (Boletín N° 7.908-15).

11) Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (Boletín N° 8.263-13).

12) Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14).

13) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.046, para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (Boletín N° 8.480-03).

14) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (Boletín Nº 9.455-06).

15) Proyecto de ley que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (Boletín Nº 9.057-04).

16) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (Boletín Nº 9.603-13).

17) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (Boletín N° 6.110-24).

18) Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (Boletín Nº 9.629-19).

19) Proyecto de ley que modifica las leyes N° 20.422 y N° 19.928, para incorporar el lenguaje de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo (Boletín Nº 9.819-24).

-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto del pago de los bonos institucionales establecidos en la ley N° 20.240 a las funcionarias y funcionarios que hagan ejercicio de su permiso post natal parental.
De la señora Ministra de Salud 


Responde inquietud, planteada en nombre de los Honorables Senadores señores Navarro, Araya y Bianchi, en orden a considerar el establecimiento de una política de salud integral para los hombres.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Atiende proposición, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, para considerar la exclusión del Presidente de la República, Ministros de Estado, Subsecretarios, Senadores y Diputados de los próximos cinco reajustes de remuneraciones que se aprueben para los trabajadores del sector público.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador García, acerca de la situación de personas que prestan servicios al Estado mediante contratos a honorarios.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo

Región de la Araucanía


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del estado en que se encuentra el proyecto “Apertura pasaje Línea”, de la ciudad de Villarrica.
Agente Zonal de la Superintendencia de Salud-Región de Los Lagos


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, referida al número y porcentaje de licencias médicas rechazadas por las instituciones de salud previsional durante el año 2014, en esa Región.

De la señora Directora (S) del Fondo Nacional de Salud


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del cambio en la gestión del registro de inscritos en consultorios, que pasará de ser administrado por los municipios a estar a cargo del FONASA.
Del señor Gerente General de la Empresa de Correos de Chile


Remite diversa información, requerida en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, relativa al funcionamiento de la empresa.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes

De la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso.


-- Queda a disposición de las señoras y señores Senadores.

Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14) (con urgencia calificada de “simple”).

-- Queda para Tabla.
Moción

Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que da inicio a una reforma constitucional, que modifica el artículo 61 de la Carta Fundamental en materia de fuero parlamentario (Boletín N° 10.166-07).

-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -
Durante el curso de la sesión, han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios

De S. E. la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional los días 2 y 3 del mes en curso en visita oficial a la ciudad de Paracas, República del Perú, para participar en la X Cumbre de la Alianza del Pacífico. 


Informa, además, de su subrogación, durante su ausencia, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.

Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que dio su aprobación al proyecto de reforma constitucional, que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral, (Boletines N°s 9.480-07 y 10.055-07, refundidos).


-- Pasa a la Comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Con el segundo, informa que aprobó el proyecto de ley que modifica la ley N°18.833, Estatuto General de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (Boletines N°s 7.069-13; 7.580-03; 8.090-13, y 8.950-13, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo

De los Honorables Senadores señor García-Huidobro, señoras Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que considere adoptar las medidas necesarias para eximir de impuestos a las actividades destinadas a recaudar fondos con fines sociales (Boletín N° S 1.816-12).

-- Queda para ser votado en su oportunidad.

_________


En relación con la Cuenta, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece normas de acceso a la población con discapacidad auditiva a información proporcionada por la ONEMI y otros entes públicos, Boletín Nº 8.353-19, hasta el día lunes 13 de julio, a las 12:00 horas.


Asimismo, atendiendo al planteamiento de diversos señores Senadores, propone que la referida iniciativa sea conocida, en trámite de segundo informe, por la Comisión de Salud y, luego, por la de Transportes y Telecomunicaciones.


Así se acuerda.
- - -


Enseguida, el señor Presidente comunica la solicitud del Honorable Senador señor Espina para requerir la autorización de la Corporación para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización sesione paralelamente con la Sala, a fin de tratar el proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


Se accede a lo solicitado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

VOTO DE CENSURA AL SEÑOR VICEPRESIDENTE

DEL SENADO


El señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento de la Corporación, señala que corresponde ocuparse de la proposición de censura, presentada respecto del señor Vicepresidente de la Corporación.


El señor Secretario General manifiesta que los Senadores señora Goic, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, señor Girardi, en representación del Comité Partido por la Democracia, y señor Montes, en representación del Comité Partido Socialista, han propuesto un voto de censura al Vicepresidente del Senado, por los fundamentos que exponen y que se resumen, en lo sustancial, en que, en un comunicado de prensa fechado el día dos de junio del año en curso, el señor Vicepresidente interpeló a los integrantes de la Corporación en orden a aclarar “si es que fueron las pesqueras quienes financiaron sus campañas”, fundamentando sus dichos en la certeza de que “las donaciones secretas realizadas por las pesqueras de las siete familias dejan a los pescadores artesanales en una posición asimétrica en medio de la discusión sobre la derogación de la Ley de Pesca, ya que cuando los directorios de las pesqueras decidieron hacer un aporte ‘secreto’ a un candidato al Parlamento, lo que buscaban precisamente es que los Senadores y Diputados defiendan sus intereses corporativos a la hora de legislar.”.

Los firmantes del voto de censura manifiestan que esos dichos constituyen una conducta irresponsable al no especificar los antecedentes concretos que fundan las acusaciones, dirigidas a un extenso grupo de Senadores y Senadoras.

Agregan que la imprecisión y generalidad de esos dichos constituye una denostación de la labor que desempeña el Senado y sus integrantes, al acusar falsamente a los miembros del Congreso de haber sido cooptados por intereses corporativos, en un contexto en que la ciudadanía enjuicia duramente al Congreso y a las principales instituciones públicas de la Nación, conducta que constituye una imprudencia que daña la imagen y el prestigio de la Corporación.

El señor Presidente pone en votación la censura, la que se aprueba por 30 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Guillier, Lagos, Chahuán y Montes.


Votan en contra, los Honorables Senadores señores Bianchi y Navarro, quienes fundamentan su voto.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Horvath.

- - -


El señor Presidente declara que la censura ha sido aprobada y, de acuerdo a lo dispuesto en el Reglamento de la Corporación, en la próxima sesión ordinaria deberá procederse a la elección del Vicepresidente del Senado, después de la Cuenta.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que sanciona la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral, y en moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Harboe, Montes y Quinteros, que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral Boletines N°s 10.000-07 y 9.860-07, refundidos).

Añade que los principales objetivos de la iniciativa son establecer el cese de los cargos de Diputado, Senador, alcalde, consejero regional y concejal por infracción grave de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, y radicar el conocimiento de dichas infracciones en el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

Pone de relieve que la Comisión Especial encargada de conocer los proyectos relativos a probidad y transparencia discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Lo aprobó en particular por la misma unanimidad, con el texto que se consigna en su informe.


Resalta que el artículo único del proyecto requiere para ser aprobado las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.


Hace presente, asimismo, que la Comisión Especial, atendida la fusión de las dos iniciativas precedentemente mencionadas, acordó proponer a la Sala que se sustituya la denominación original dada al proyecto por la siguiente: “Proyecto de reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral”.
- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto, y otorga la palabra al Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.


Terminada la discusión y puesta en votación en general la iniciativa, es aprobada por 35 votos a favor, dándose cumplimiento, así, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental.

Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Moreira, señora Allende, señores Quinteros, Ossandón, Harboe, Prokurica, Coloma, Larraín, Montes, Navarro, De Urresti, Guillier y Bianchi.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión Especial encargada de conocer los proyectos relativos a probidad y transparencia, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Montes ha requerido que se dirija oficio, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Prokurica (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional), Bianchi y Navarro (en el tiempo de los Comités Independientes y Partido MAS e Independiente), y De Urresti (en el tiempo del Comité Partido Socialista), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido por la Democracia y Partido Unión Demócrata Independiente).

- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA JUZGADOS QUE INDICA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA ALTERAR LA COMPOSICIÓN DE DIVERSOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

(9.896-07)


Oficio Nº 11.991 


VALPARAÍSO, 8 de julio de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia, correspondiente al boletín N°9896-07, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Créase un juzgado de letras de familia, garantía y del trabajo, con asiento en la comuna de Alto Hospicio, con competencia sobre la misma comuna.

Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: tres jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, tres administrativos 2°, dos administrativos 3° y cuatro auxiliares.

Dicho tribunal contará con un comité de jueces y su respectivo juez presidente, y le serán aplicables, en tanto fueren compatibles, las disposiciones contenidas en los artículos 22, 23 y 24 del Código Orgánico de Tribunales. En cuanto a su estructura administrativa, se estará a lo dispuesto en el artículo 27 quáter del mismo Código.

Artículo 2°.- Créase un juzgado de letras con  competencia común, con asiento en la comuna de Mejillones y con competencia sobre la misma comuna.

Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: dos jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, dos administrativos 2°, un administrativo 3° y cuatro auxiliares.

Artículo 3°.- Créase un juzgado de letras con  competencia común, con asiento en la comuna de Cabo de Hornos y con competencia sobre las comunas de la provincia de la Antártica Chilena.

Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un consejero técnico, un oficial 1°, dos oficiales 2°, tres oficiales 3° y un oficial de sala.

Artículo 4°.- En los casos que se indican en los artículos 2° y 3°, el juez de letras de la jurisdicción respectiva cumplirá, además de sus funciones propias, las de juez de garantía.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:

1.- Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la expresión “Iquique, con cinco jueces,” por la frase “Iquique, con siete jueces,”.

b) Sustitúyese la frase “con competencia sobre las comunas de Iquique y Alto Hospicio.” por la expresión “con competencia sobre la misma comuna.”.

c) Reemplázase la expresión “Calama, con tres jueces,” por “Calama, con cuatro jueces,”.

d) Suprímese el término “Mejillones,”.

e) Sustitúyese la expresión “Viña del Mar, con siete jueces,” por “Viña del Mar, con ocho jueces,”.

f) Reemplázase la expresión “Quilpué, con dos jueces,” por “Quilpué, con tres jueces,”.

g) Sustitúyese la expresión “Graneros, con un juez,” por “Graneros, con dos jueces,”.

h) Reemplázase la expresión “Rancagua, con seis jueces,” por “Rancagua, con siete jueces,”.

i) Sustitúyese la expresión “San Vicente, con un juez,” por “San Vicente, con dos jueces,”.

j) Reemplázase la expresión “San Fernando, con dos jueces,” por “San Fernando, con tres jueces,”.

k) Sustitúyese la expresión “Talca, con cuatro jueces,” por “Talca, con cinco jueces,”.

l) Reemplázase la expresión “Puerto Varas, con un juez,” por “Puerto Varas, con dos jueces,”.

m) Sustitúyese la expresión “Puerto Montt, con cuatro jueces,” por “Puerto Montt, con seis jueces,”.

n) Reemplázase, en el párrafo “Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:”, la expresión “, Punta Arenas, Navarino y Antártica” por la frase “y Punta Arenas”.

ñ) Reemplázase la expresión “Talagante, con siete jueces,” por la frase “Talagante, con seis jueces,”.

o) Sustitúyese la frase “Primer Juzgado de Garantía de Santiago, con seis jueces,” por la expresión “Primer Juzgado de Garantía de Santiago, con cinco jueces,”.

p) Reemplázase la expresión “Segundo Juzgado de Garantía de Santiago, con quince jueces,” por la frase “Segundo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”.

q) Sustitúyese la frase “Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la expresión “Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, con seis jueces,”.

r) Reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,”.

s) Sustitúyese la frase “Quinto Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por la expresión “Quinto Juzgado de Garantía de Santiago, con cinco jueces,”.

t) Reemplázase la expresión “Sexto Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la frase “Sexto Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.

u) Sustitúyese la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,”.

v) Sustitúyese la frase “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.

w) Reemplázase la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.

x) Sustitúyese la frase “Decimotercer Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,” por la expresión “Decimotercer Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.

y) Reemplázase la expresión “Decimocuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con quince jueces,” por la frase “Decimocuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.

z) Sustitúyese la frase “Decimoquinto Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la expresión “Decimoquinto Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.
2.- Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la expresión “Iquique, con nueve jueces,” por “Iquique, con once jueces,”.

b) Sustitúyese la frase “Calama, con tres jueces,” por “Calama, con seis jueces,”.

c) Reemplázase la expresión “Antofagasta, con nueve jueces,” por “Antofagasta, con diez jueces,”.

d) Sustitúyese la expresión “Ovalle, con tres jueces,” por “Ovalle, con cinco jueces,”.

e) Reemplázase la expresión “San Felipe, con tres jueces,” por “San Felipe, con cuatro jueces,”.

f) Sustitúyese la expresión “Los Andes, con tres jueces,” por “Los Andes, con cuatro jueces,”.

g) Reemplázase la expresión “Viña del Mar, con doce jueces,” por “Viña del Mar, con trece jueces,”.

h) Sustitúyese la expresión “Valparaíso, con doce jueces,” por “Valparaíso, con quince jueces,”.

i) Reemplázase la expresión “San Fernando, con tres jueces,” por “San Fernando, con cuatro jueces,”.

j) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con tres jueces,” por “Santa Cruz, con cuatro jueces,”.

k) Reemplázase la expresión “Cauquenes, con tres jueces,” por “Cauquenes, con cuatro jueces,”.

l) Sustitúyese la expresión “Angol, con tres jueces,” por “Angol, con cuatro jueces,”.

m) Reemplázase la expresión “Villarrica, con tres jueces,” por “Villarrica, con cuatro jueces,”.

n) Sustitúyese la expresión “Castro, con tres jueces,” por “Castro, con cuatro jueces,”.

ñ) Reemplázase la expresión “Coihaique, con tres jueces,” por “Coihaique, con cuatro jueces,”.

o) Sustitúyese el sustantivo “Navarino” por la expresión “Cabo de Hornos”.

p) Reemplázase la expresión “Arica, con seis jueces,” por “Arica, con diez jueces,”.

q) Sustitúyese la expresión “Primer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Primer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con doce jueces,”.

r) Reemplázase la frase “Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con veinticuatro jueces,” por la frase “Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con diecinueve jueces,”.

s) Sustitúyese la expresión “Quinto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Quinto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con nueve jueces,”.

t) Reemplázase la frase “Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con veintisiete jueces,” por la frase “Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con trece jueces,”.
3.- Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

a) Elimínase, en su letra A, la palabra “Mejillones” y la coma que la antecede.

b) Incorpórase, en su letra B tras la expresión “María Elena, con competencia sobre la misma comuna;”, el siguiente párrafo nuevo, sustituyendo el punto y coma que le antecede por un punto seguido: 

“Un juzgado con asiento en la comuna de Mejillones, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna;”.

4.- Intercálase, en el artículo 32, letra B, después de la frase “comuna de Quintero,”, la expresión “con dos jueces,”.
5.- Modifícase el artículo 33, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, después de la frase “comuna de San Vicente,”, la expresión “con dos jueces,”.

b) Incorpórase, después de la expresión “comuna de Peumo,”, la frase “con dos jueces,”.

c) Intercálase, después de la frase “comuna de Peralillo,”, la expresión “con dos jueces,”.
6.- Modifícase el artículo 34, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Molina”, la frase “con dos jueces,”.

b) Intercálase, después de la frase “comuna de San Javier,”, la expresión “con dos jueces,”.

7.- Modifícase el artículo 35, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Bulnes”, la expresión “con dos jueces,”.

b) Intercálase, tras la frase “comuna de Lebu,”, la expresión “con dos jueces,”.

c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Cabrero,”, la expresión “con dos jueces,”.

8.- Modifícase el artículo 36, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, tras la frase “comuna de Nueva Imperial,”, la expresión “con dos jueces,”.

b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pucón,”, la expresión “con dos jueces,”.

9.- Modifícase el artículo 37, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, tras la expresión “la comuna de Calbuco,”, la frase “con dos jueces,”.

b) Intercálase, después de la frase “comuna de Quellón,”, la expresión “con dos jueces,”.

10.- Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:

a) Reemplazase, en su letra A, la expresión “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena” por “la provincia de Magallanes”. 

b) Sustitúyese, en el párrafo primero de su letra B, la expresión “,y” por un punto aparte.  

c) Agrégase, en su letra B, el siguiente párrafo final: 
“Un Juzgado con asiento en la comuna de Cabo de Hornos, con competencia sobre las comunas de la Provincia de la Antártica Chilena.”.
11.- Modifícase el artículo 39 bis en el siguiente sentido:

a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Panguipulli,”, la frase “con dos jueces,”.

b) Intercálase, tras la frase “Un Juzgado con asiento en la comuna de Río Bueno,”, la expresión “con dos jueces,”.
12.- Reemplázase, en la letra n) del artículo 55, la frase “las provincias de Valdivia y Osorno, de la Décima Región de Los Lagos” por “las provincias de Valdivia y Ranco, de la Décimo Cuarta Región de Los Ríos, y la provincia de Osorno, de la Décima Región de Los Lagos”.
Artículo 6°.- Modifícase el Código del Trabajo en el siguiente sentido:

1.- En el artículo 415:

a) Reemplázase, en su letra a), la frase “las comunas de Iquique y Alto Hospicio;” por la expresión “la comuna de Iquique;”.

b) Reemplázase, en su letra b), la expresión “Antofagasta, con tres jueces,” por la frase “Antofagasta, con cuatro jueces,”.

c) Elimínase, en su letra b), la expresión    “, Mejillones”.

d) Reemplázase, en su letra e), la expresión “Valparaíso, con tres jueces,” por “Valparaíso, con cinco jueces,”.

e) Reemplázase, en su letra h), la expresión “Concepción, con tres jueces,” por “Concepción, con cinco jueces,”.

f) Reemplázase, en su letra l), la expresión “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena” por “la provincia de Magallanes”.

g) Reemplázase, en su letra m), la expresión “Santiago, con veintiséis jueces, agrupados en dos juzgados, con trece jueces cada uno,” por la frase “Santiago, con treinta y dos jueces, agrupados en dos juzgados, con dieciséis jueces cada uno,”.

2.- Modifícase el artículo 416 de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en su letra a), la expresión “Valparaíso, con un juez,” por la frase “Valparaíso, con dos jueces,”.

b) Sustitúyese, en su letra b), la frase “Concepción, con un juez,” por la expresión “Concepción, con dos jueces,”.
c) Reemplázase, en su letra c), la expresión “San Miguel, con un juez,” por la frase “San Miguel, con dos jueces,”.

d) Sustitúyese, en su letra d), la frase “Santiago, con seis jueces,” por la expresión “Santiago, con ocho jueces,”.

Artículo 7°.- Modifícase el artículo 4° de la ley N°19.968, que Crea los Tribunales de Familia en el siguiente sentido:

1.- Reemplázase, en su letra a), la expresión “las comunas de Iquique y Alto Hospicio” por la frase “la comuna de Iquique”.

2.- Suprímese, en su letra b), la expresión     “, Mejillones”.

3.- Elimínase, en su letra l), la expresión “y Antártica Chilena”.

Artículo 8°.- Modifícase la ley N°19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales, de la siguiente forma:

1.- En el artículo 3°:
a) Intercálase, a continuación de la expresión “María Elena”, la palabra “, Mejillones”.

b) Reemplázase la expresión “y Porvenir” por la frase “, Porvenir y Cabo de Hornos”.
2.- Suprímese, en el número 4 ter del artículo 1° transitorio, la oración “ y hasta 30 cargos en el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2014 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año.”, reemplazando el punto y coma que le antecede por un punto final.
Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.022, que Crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica:

1.- En el artículo 1°:

a) Sustitúyese, en la letra a), la frase “las comunas de Iquique y Alto Hospicio” por “la comuna de Iquique”.
b) Elimínase, en la letra b), la expresión      “, Mejillones”. 

c) Sustitúyese, en la letra k bis), la frase “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena” por “la provincia de Magallanes”.

2.- Suprímese, en el inciso final de su artículo 3°, la oración “los juzgados de letras del trabajo de Valparaíso y Concepción contarán con: tres jueces, un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1º, tres administrativos 2º, un administrativo 3º y cuatro auxiliares; y”.

3.- Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo 9°.- Los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:

a) Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo jefe, tres administrativos 1°, dos administrativos 2° y un auxiliar.

b) Juzgados con dos jueces: un administrador, un jefe de unidad, un administrativo jefe, tres administrativos 1°, tres administrativos 2°, un administrativo 3° y un auxiliar.

c) Juzgados con ocho jueces: un administrador, tres jefes de unidad, tres administrativos jefe, seis administrativos 1°, ocho administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.”.

Artículo 10.- Los tribunales de juicio oral en lo penal, que en virtud de esta ley aumenten o disminuyan la cantidad de jueces, no verán alterada su actual planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario ni del Escalafón del Personal de Empleados, salvo en aquellos casos en que el resultado de ese aumento o disminución implique alcanzar un número de jueces suficiente para constituir una nueva sala o reducir una o más salas. En estos últimos casos, el respectivo tribunal ajustará su planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario y del Escalafón del Personal de Empleados a la que corresponda, según el artículo 7° de la ley N°19.665.

Tratándose de aquellos tribunales de juicio oral en lo penal que por aplicación de la presente ley aumenten o disminuyan sus jueces en cantidad suficiente para crear o reducir una o más salas, pero cuya cantidad total de jueces resulte en una cifra no prevista por el artículo 7° de la ley N°19.665, la planta de personal del respectivo tribunal se ajustará a la inmediatamente inferior que dicho artículo contemple. De esta forma, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Arica contará con la planta de personal de un tribunal con nueve jueces, el Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago con la prevista para un tribunal con dieciocho jueces, y el Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago con la prevista para un tribunal con doce jueces.

Artículo 11.- Los juzgados de garantía que por aplicación de esta ley aumenten su cantidad de jueces, no verán alterada su actual planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario ni del Escalafón del Personal de Empleados, con excepción de las siguientes reglas:

a) El Juzgado de Garantía de Iquique, que contará con siete jueces, tendrá cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón de Personal de Empleados del Poder Judicial.

b) El Juzgado de Garantía de Puerto Montt, que contará con seis jueces, tendrá tres funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y catorce funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

c) El Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, que contará con doce jueces, tendrá cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y un funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

Los juzgados de garantía que por aplicación de esta ley disminuyan su cantidad de jueces, ajustarán su planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario y del Escalafón del Personal de Empleados a la que corresponda, según el artículo 6° de la ley N°19.665.

Artículo 12.- Los juzgados de letras que por aplicación de esta ley pasen a contar con dos jueces, mantendrán inalterable la actual planta de personal de funcionarios y empleados, y no les serán aplicables las disposiciones del artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales. No obstante lo anterior, deberán contar con un administrador, suprimiéndose el cargo de secretario en el respectivo tribunal.

Artículo 13.- Los juzgados de letras del trabajo que en virtud de esta ley aumenten su cantidad de jueces, no verán alterada la actual planta de personal de los funcionarios y empleados que lo conforman, con excepción de las reglas siguientes:

a) Los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso y Concepción, que contarán con cinco jueces cada uno, tendrán un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1°, seis administrativos 2°, tres administrativos 3° y cinco auxiliares. 

b) Los dos Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, que contarán con 16 jueces cada uno, tendrán un administrador, tres jefes de unidad, nueve administrativos jefe, diez administrativos 1°, diez administrativos 2°, ocho administrativos 3° y ocho auxiliares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, a excepción de las disposiciones que se indican a continuación, cuya vigencia se iniciará transcurridos doce meses desde su publicación:

-
Artículo 1°.
-
Artículo 2°.
-
Artículo 3°.
-
Artículo 5°, números 1, letras b), d) y n), 3 y 10.
-
Artículo 6°, número 1, letras a), c) y f).
-
Artículo 7°.
-
Artículo 8°, número 1.

Artículo 2° transitorio.- En los juzgados a que alude el artículo 12, el funcionario que desempeñe las funciones de secretario se mantendrá en su cargo mientras cumpla con los requisitos para ello. En caso de vacancia por cualquier causa, el cargo se suprimirá  por el sólo ministerio de la ley, debiendo ser inmediatamente provisto el de administrador creado en esta ley. 

Durante el tiempo que se mantenga en funciones el secretario del tribunal, ejercerá las facultades que le asignan las letras b), c), d), e) y f) del artículo 389 B del Código Orgánico de Tribunales. Las funciones establecidas en las letras g), i) y j) del mismo artículo serán realizadas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en tanto se provea el cargo de administrador.

Artículo 3° transitorio.- Los empleados de los tribunales a los que se les reduce la planta autorizada deberán optar por desempeñarse en cargos similares vacantes en otros tribunales de la respectiva jurisdicción, de acuerdo a las reglas siguientes:

a) Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará la nómina de todos los empleados cuyos cargos son suprimidos por aplicación de los cambios de planta de personal, ordenados según su grado, las calificaciones obtenidas en el año anterior y la antigüedad en el servicio, considerando ambos factores con igual ponderación. Deberá formarse una nómina por cada tipo de tribunal a que se refiere este artículo. 

b) El personal de la nómina deberá ser notificado de los cargos vacantes disponibles en los tribunales del territorio jurisdiccional de la respectiva Corte de Apelaciones. 

c) Los funcionarios dispondrán de un plazo de cinco días hábiles, contados desde la fecha de la notificación de los cargos vacantes disponibles, para manifestar al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva su voluntad de ser traspasado a alguno de los cargos informados. 

d) El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva procederá a traspasar a los funcionarios, según las preferencias manifestadas y la ubicación en la nómina elaborada para cada grado. 

Para efectos de este proceso, los tribunales que dependan de las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel se considerarán pertenecientes a la misma jurisdicción. Los Presidentes de dichas Cortes deberán coordinar el proceso de traspaso del personal afectado, a fin de proveer los cargos disponibles. 

En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva destinación.

Artículo 4° transitorio.- Los cargos de empleado que permanezcan vacantes luego de producido el traspaso regulado en los artículos precedentes, serán provistos mediante las reglas de concurso que contempla el Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 5° transitorio.- Los empleados que no resulten traspasados de acuerdo al artículo 3° transitorio de esta ley, tendrán derecho a continuar desempeñándose en un cargo en extinción, de igual grado y remuneración, adscrito al respectivo tribunal, hasta que se produzca una vacante de igual grado en un  tribunal del mismo tipo de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones respectiva. Para este solo efecto, créanse en los referidos tribunales los cargos adscritos antes señalados. Estos cargos se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el empleado correspondiente o cuando éste sea traspasado a otro tribunal de conformidad a lo señalado precedentemente.

Artículo 6° transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo 7° transitorio.- En el plazo de tres meses contados desde la publicación de esta ley, el Ministerio de Justicia deberá informar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados la factibilidad y conveniencia de crear un juzgado con competencia común en la comuna de Teodoro Schmidt, destinando al segundo juez que mediante esta ley se le asigna al juzgado con competencia común de Nueva Imperial.”.
*****
Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y primero transitorio se aprobaron en general y en particular con el voto favorable de  106 diputadas y diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta manera a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
*****
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA DEFINICIONES Y EL PROCEDIMIENTO DE LA LEY QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

(10.035-17)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, Orpis, Ossandón y Pérez Varela.

No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión propone a la Sala discutirlo sólo en general, con el objeto de perfeccionar y enriquecerlo, con ocasión del segundo informe. 

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los siguientes invitados:

Del Ministerio de Justicia, la Ministra, señora Javiera Blanco, y el Jefe de la Unidad de Derechos Humanos, señor Jaime Madariaga.
Del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el Jefe de la Unidad Jurídica, señor Cristóbal Osorio y el Abogado, señor Gerardo Ramírez. 
Del Ministerio de Salud: los Asesores Legislativos, señora María Carolina Mora y señor Felipe Vargas. 
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores: señora Julia Urquieta y señores Octavio del Favero, Hermes Ortega y Luis Batallé.
Del Servicio Nacional del Adulto Mayor SENAMA, la Encargada del Departamento Jurídico, señora Tania Mora.
Del Instituto Nacional de Derechos Humanos INDH: la Asesora Legislativa, señora Diana Maquilón y el Abogado de la Unidad de Estudios, señor Federico Aguirre.
El Doctor en Derecho de la Universidad de Oxford y Director del Centro de Justicia Constitucional de la Facultad de Derecho de la Universidad del Desarrollo, señor José Díaz de Valdés.

Del Centro de Derechos Humanos, Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales, el Doctor en Derecho señor Tomás Vial.

De Corporación Humanas, la Abogada del Programa seguimiento Legislativo, señora Camila Maturana.
Del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual MOVILH, el Director del Área de Derechos Humanos, señor Rolando Jiménez, y el Vocero, señor Oscar Rementería. 
La señora Rocío Sánchez, Asesora del Instituto Igualdad y  del Honorable Senador Rabindranath Quinteros.
De la ONG "Chile Cristiano", el Director Ejecutivo, señor Rodolfo Torres y el Consejero, señor Joel Hernández. 
El Jefe de Gabinete de la Honorable Senadora señora Jacqueline Van Rysselberghe, señor Juan Paulo Morales y su Asesor, señor Pablo Urquízar.
El Asesor de la Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martín, señor Renato Rodríguez. 
El Asesor de la Honorable Senadora señora Adriana Muñoz, señor Leonardo Estrade-Brancoli. 
Los Asesores del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadangos, y señores José Huerta y Alberto Jara. 
El Analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Matías Meza-Lopehandía.
- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO
Modifica la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación con el fin de perfeccionar de manera sustantiva los aspectos preventivos, procesales y conceptuales de la misma.

Para estos efectos, reemplaza su objeto sancionatorio por uno preventivo y establece que tendrá por objetivo prevenir, eliminar y sancionar todas las formas de discriminación arbitraria que se ejerzan contra cualquier persona.
Asimismo, elimina la sanción adicional correspondiente al pago de una multa para el demandante vencido; incorpora el concepto de discriminación arbitraria indirecta, y faculta al demandante para solicitar una indemnización de perjuicios, si correspondiere, entre otras materias.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El numeral 2) del artículo único del proyecto de ley tiene el carácter de normas orgánico constitucional, en virtud del artículo 66 inciso segundo, en concordancia con el 38, ambos de la Constitución Política de la República, por cuanto establece un criterio diferente en cuanto a las tareas confiadas a los órganos de la Administración del Estado.

Así también, los numerales 9) y 10) del artículo único del proyecto de ley tienen el carácter de normas orgánico constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77, en concordancia con el artículo 66 inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República, por abordar materias que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia. 

Se hace presente que la Sala del Senado envió oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto de los numerales 9) y 10) del artículo único de este proyecto, en cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. La Excelentísima Corte Suprema lo informó desfavorablemente, como consta en Oficio N° 73-2015, de 17 de junio de 2015. 

- - -
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS
1.- La Constitución Política de la República artículos 1°, 5° y 19 numerales 2°, 20° y 22° y 109.

2.- La ley N° 20.609, que establece Medidas contra la Discriminación.

3.- La Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948.

4.- La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada "Pacto de San José de Costa Rica", suscrita por la República de Chile el 22 de noviembre de 1969, que fue promulgada por el decreto supremo Nº 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1991.

5.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, que fue suscrito por Chile en esa misma fecha y que fue promulgado por el decreto supremo Nº 778, de Relaciones Exteriores, de 1976, y se publicó en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989.

6.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la ONU, en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, que fue promulgado mediante el decreto supremo N° 326, de Relaciones Exteriores, de 1989, publicado en el Diario Oficial del 27 de mayo de 1989.

7.- La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, adoptada por la Asamblea General en su resolución 2106 A (XX), del 21 de diciembre de 1965, cuyo instrumento fue promulgado por el decreto supremo N° 747, de Relaciones Exteriores, de 1971, cuya publicación en el Diario Oficial se realizó el 12 de noviembre de 1971.

8.- La Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979, cuya promulgación se realizó mediante decreto supremo N° 789, de Relaciones Exteriores, de 1989, que se publicó en el Diario Oficial del 9 de diciembre del mismo año.  
9.- La Convención Sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, que fue promulgada por el decreto supremo N° 830, de Relaciones Exteriores, de 1990, que se publicó en el Diario Oficial del 27 de septiembre de ese mismo año.  

10.- La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas mediante la resolución 39/46, del 10 de diciembre de 1984, la que fue promulgada por el decreto supremo N° 808, de Relaciones Exteriores, de 1988, publicado en el Diario Oficial del 10 de diciembre del año precedentemente indicado.  
II. ANTECEDENTES DE HECHO
La Moción que da origen al proyecto de ley en estudio, recuerda que en el año 2012, luego de una discusión de más de siete años, se promulgó la ley N° 20.609 que establece medidas contra la discriminación, impulsada por la trágica muerte del joven Zamudio. Hecho absolutamente condenable y que aceleró la discusión de la referida ley.
Observa que si bien, en el año 2013, el 91% de los consultados se mostró de acuerdo con que la referida ley constituía un avance concreto para la lucha contra la discriminación arbitraria, la realidad es que existen múltiples deficiencias que deben ser corregidas para darle una aplicación real y efectiva esta ley.
En efecto, apuntó, desde la fecha de su entrada en vigencia sólo se han presentado ciento diecinueve acciones de no discriminación arbitraria en los juzgados de letras y, peor aún, no existen políticas públicas en la materia promovidas por el Estado, salvo excepciones, que tiendan a materializar y concretizar la ley desde los órganos de la Administración del Estado hacia las personas.
Indicó que un 52% de las personas encuestadas en la Primera Consulta Ciudadana por Discriminación en Chile dijo haberse sentido discriminada arbitrariamente, siendo la apariencia personal, la ideología u opinión política, la nacionalidad, la orientación sexual, y la raza o etnia los motivos por los que más se ha discriminado.
En seguida, enumera los defectos que adolece la ley N° 20.609. 
En primer lugar, se refiere a su objeto. Sobre el particular, comenta que nace como una forma de establecer medidas contra la discriminación, esperando ser un cuerpo sustantivo de derecho antidiscriminatorio. Sin embargo, esto no se condice con su objeto consagrado en su artículo 1°, cual es "instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria". Ello, permite concluir que esta ley tiene un objetivo sancionatorio y no preventivo, siendo que es sabido por todos que los cambios culturales se promueven a través de la prevención y la formación de los ciudadanos, para evitar que las personas atenten contra la dignidad de otros.
En segundo lugar, menciona el inciso segundo del artículo 1°, el que pareciera consagrar el deber de los órganos de la Administración del Estado de elaborar e implementar políticas antidiscriminatorias; sin embargo, considera que la redacción de este inciso es confusa y hace que la existencia de este deber no sea más que una posibilidad interpretativa de esta norma. 
En efecto, entiende que el citado inciso expresa que las políticas de los órganos estatales deberán enfocarse en garantizar el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales, sin discriminación arbitraria. En otras palabras, continúa, la frase "sin discriminación arbitraria" no sería más que una modalidad de la obligación y no el corazón de una política pública. En su opinión, estas políticas no parecen ser, sino el desarrollo del mandato del artículo 5° de la Constitución Política de la República, vale decir, el deber del Estado de promover los derechos fundamentales. Por lo mismo, sostiene que este inciso sería una mera repetición del precepto constitucional. 
Con todo, hizo notar que la prohibición del Estado de discriminar arbitrariamente, también, se encuentra consagrada en diversas normas constitucionales, a modo de ilustrativo citó los artículos 1°, 19 numerales 2°, 20° y 22°, y 109.

Por otro lado, indica la moción que este inciso sólo se aplica a los órganos de la Administración del Estado y deja fuera de su alcance el funcionamiento interno de los demás órganos del Estado, como son el Poder Judicial, el Congreso Nacional o el Ministerio Público. Al efecto, considera que este deber debiera ser adaptado a las particulares competencias de cada uno de ellos. Observa que tampoco, precisa cómo se construirá esa política y carece de plazos de creación, implementación y revisión. 
Asimismo, hace notar que el deber que se impone es el de asegurar el goce de los derechos, no el de eliminar las prácticas discriminatorias. También, observa que las obligaciones impuestas a la Administración carecen de un ente responsable que permita definir tareas y dar cuentas de ellas a la sociedad.
En tercer lugar, trae a colación la definición de discriminación arbitraria contenida en el artículo 2° de la ley N° 20.609, que menciona un conjunto de conductas, tales como distinciones, exclusiones y restricciones que podrían constituir discriminación. En su opinión, hubiese sido preferible mantener la simpleza que en esta materia otorgan los conceptos de "distinción arbitraria" o "diferencia", los cuales cuentan con sustento y desarrollo jurisprudencial. Más aún, da cuenta que desde la perspectiva puramente lógica, las categorías adicionales de exclusión y restricción corresponden a la intención o a las consecuencias que puede presentar una distinción. En otras palabras, consigna, el concepto de "distinción" es el género al cual se pueden subsumir las demás conductas en cuanto especies del mismo.
Asimismo, pone de relieve que la definición del artículo 2°, vincula el concepto de no discriminación arbitraria a la vulneración de otro derecho. Es decir, un acto discriminatorio sólo es impugnable como tal, si adicionalmente vulnera otro derecho fundamental, como el derecho a la propiedad o el derecho a la libertad religiosa.

Reconoce que si bien en la mayoría de los casos, es posible formular un problema de discriminación como la afectación simultánea a otro derecho, no siempre esto es así, porque existen casos en que la vinculación a otro derecho es bien indirecta. Desde otro punto de vista, apunta, al exigir a la no discriminación la vulneración de un derecho adicional, la infracción de este último se hace irrelevante, toda vez que la reclamación podría fundamentarse exclusivamente en el derecho adicional en afectado.
En cuarto lugar, señala que el inciso tercero del artículo 2°, pareciera contener una "presunción de razonabilidad", cuando la distinción se justifica en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental. En efecto, esta norma faculta para que el juez, cuando se utilice una categoría sospechosa, en lugar de realizar un examen de razonabilidad, verifique que esa conducta no se justifica por constituir el ejercicio legítimo de otro derecho o por otra causa constitucionalmente legítima. 
En la primera hipótesis, el juez ya no debe atender a la razonabilidad de la distinción en sí, sino a determinar qué es el ejercicio legítimo del otro derecho. Así, el foco ya no está en la igualdad y en la no discriminación arbitraria. Considera que lo anterior, resulta ser tautológico si por ejercicio legítimo entendemos aquel que, entre otras cosas, no produce una discriminación arbitraria. Sin embargo, de ser así, apunta, este inciso estaría demás, lo que contraviene el criterio de interpretación, según el cual las normas deben interpretarse de forma que no sean redundantes y produzcan efectos.
Acota que la alternativa es que el legislador considere que, al menos en ciertas circunstancias, el ejercicio legítimo de un derecho puede incluir la creación de diferencias arbitrarias y que, en tal caso, la ley no otorgaría protección frente a esa discriminación. En otras palabras, precisa, esta ley estaría creando una suerte de jerarquía de derechos, donde la no discriminación arbitraria sería un derecho de segundo orden, que quedaría siempre subordinado a otros derechos fundamentales. Al efecto, consigna, los derechos se agruparían en dos clases: los derechos fundamentales en general y aquellos expresamente enumerados en el inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 20.609, que justificarían una discriminación.
En quinto lugar, indica que una verdadera ley antidiscriminación debería, en concordancia con las obligaciones internacionales de Chile, autorizar expresamente a las autoridades públicas a establecer medidas especiales temporales, que aseguren un efectivo ejercicio de los derechos a los grupos que han sido históricamente más discriminados, cuestión que no hace la ley actual.
En sexto lugar, observa que esta ley no distingue entre discriminación directa e indirecta. La primera es aquella en que el trato desfavorable se fundamenta o es consecuencia de una característica personal como la orientación sexual o la identidad de género. En contraste, resalta que la discriminación indirecta es aquella contenida o producida por normas o tratos que formalmente se aplican a todos, pero que afectan desproporcionadamente a los miembros de un grupo desaventajado, salvo que pueda probarse que tales normas o tratos se justifican objetivamente. 
En otras palabras, refiere que la discriminación indirecta surge de normas que a primera vista parecieran no ser discriminatorias, ya que su texto no identifica expresamente un grupo perjudicado. Sin embargo, la aplicación práctica de la norma resulta en un claro perjuicio para un grupo, sin que ello sea razonable o justificable. 

Al respecto, complementa que los ordenamientos jurídicos tienden a diferenciar entre ambos tipos de discriminación. Agrega que la discriminación indirecta no siempre ha sido reconocida como tal, por lo que su consagración legislativa ha sido particularmente relevante en sociedades donde la jurisprudencia y, en menor medida, la doctrina han sido renuentes a sancionar este tipo de discriminación.
Advierte que la discriminación indirecta es mucho más compleja de reconocer y de sancionar, por lo que resultaría muy útil para el juez contar con ciertas premisas básicas contenidas en la ley que le sirvan de orientación. Así, indica que la prueba de la discriminación indirecta presenta una serie de dificultades que el legislador puede abordar y precisar, estableciendo el tipo de evidencia que resultaría aceptable, cómo debe configurarse la prueba estadística, cuál debe ser el grupo de referencia apropiado, o cómo medir el impacto de la discriminación.
Consigna que la discriminación indirecta normalmente acepta un régimen de excepciones más amplio que la discriminación directa, y puede ser objeto de un escrutinio judicial menos estricto. Dado que la ley guarda silencio en esta materia, la decisión acerca de si la discriminación indirecta es o no sancionable correspondería al juez, quién, a falta de norma constitucional o legal al respecto, y frente a las complejidades involucradas en la identificación y sanción de la discriminación indirecta, es muy probable que opte por la negativa. Ahora bien, la alternativa contraria tampoco resulta muy alentadora, toda vez que un reconocimiento meramente judicial de la discriminación indirecta que no vaya acompañado de reglas claras acerca de su constatación y de excepciones aceptables, podría producir una gran incertidumbre jurídica.
En séptimo lugar, estima que no es razonable que exista una sanción adicional para el demandante que resulta vencido, que debe asumir las costas reguladas en el artículo 138 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, porque ello actúa como un desincentivo para denunciar, por lo que propone derogar el inciso tercero del referido artículo.
Por último, indica que tampoco resulta justo que las personas que han sufrido un daño por la discriminación ejercida por otra, no tengan la posibilidad, si así lo estimaren, de solicitar además la indemnización de los perjuicios que se suscitaron en virtud del acto discriminatorio en el mismo proceso, y no sólo la multa a que hace referencia el inciso segundo del artículo 12 a beneficio fiscal.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
Durante la discusión en general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista diversos especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:
La Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco.
El Jefe de la Unidad Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristóbal Osorio.
La Encargada del Departamento Jurídico del Servicio Nacional del Adulto Mayor, señora Tania Mora.

El Director del Área de Derechos Humanos del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, señor Rolando Jiménez.

La Abogada del Programa de Seguimiento Legislativo de Corporación Humanas, señora Camila Maturana.
La Abogada del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Diana Maquilón.

El Doctor en Derecho de la Universidad de Oxford y Director del Centro de Justicia Constitucional de la Facultad de Derecho de la Universidad del Desarrollo, señor José Díaz de Valdés.

El Doctor en Derecho señor Tomás Vial, del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales.

Asimismo, la Comisión acordó solicitar un informe a la Biblioteca del Congreso Nacional, el cual fue recibido oportunamente, titulado, “Reforma de la Ley Zamudio: definiciones y procedimientos”.  

Asimismo, se deja constancia que todos los documentos recibidos y acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia de los cuales se encuentran publicados en la página web del Senado. 

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, en sesión de 3 de junio de 2015, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, en su calidad de coautora de la moción que dio origen al presente proyecto de ley, señaló que es reconocido por todos que la Ley de Antidiscriminación constituyó un avance sustantivo en materia de derechos humanos, no obstante, puso de relieve que no se han generado las facilidades para que las personas que se sientan discriminadas entablen la acción judicial que consagra esta ley para exigir su cumplimiento. Al efecto, informó que a la fecha sólo se han presentado 119 de acciones de antidiscriminación; no obstante que en la mayoría de las encuestas que se han realizado al respecto,  indican que un alto porcentaje de la población se siente discriminada.
Comentó en seguida, que este proyecto de ley recoge modificaciones que son necesarias de hacer a la ley N° 20.609 para superar las deficiencias de la misma y darle una aplicación real y efectiva. Advirtió que no se incluyeron aquellas que corresponden a materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, por lo que formuló un llamado al Ejecutivo para realizar un trabajo en conjunto a fin de mejorar el texto de la ley ya citada.
A continuación, enumeró los problemas que en su opinión presenta esta Ley de Antidiscriminación, a saber:

1.- El objeto de la ley es meramente sancionatorio, lo que se refleja en su artículo 1° al establecer que “Esta ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.". Así, reiteró, su finalidad es derechamente sancionatoria y no preventiva. Al respecto, hizo hincapié que es reconocido que los cambios culturales deben gestionarse a través de la prevención y de la formación de los que ejecutan estos atentados a la dignidad de las personas. En consecuencia, se está ante una falencia, acotó.

2.- Ausencia del deber de los órganos de la Administración del Estado de elaborar e implementar políticas antidiscriminatorias. Sobre el particular, si bien reconoció que ha existido una intención de voluntad en todos los Gobiernos, la realidad da cuenta que sólo existe el deber de garantizar los derechos de las personas en las políticas públicas, pero no de prevenir la discriminación arbitraria como una necesidad independiente. 

3.- Ausencia de un ente responsable que permita definir tareas y dar cuentas de las mismas a la sociedad. Señaló que entiende que esta función la asumiría la Subsecretaría de Derechos Humanos, proyecto de ley está pendiente en la Cámara de Diputados, por lo que previno que no propusieron ninguna modificación sobre este punto. Con todo, hizo presente la importancia de crear algún departamento o unidad que asuma esta función.

4.- Definición deficiente de discriminación arbitraria. En efecto, deja de lado las preferencias arbitrarias y no incluye el derecho a la no discriminación en su individualidad propia, lo cual restringe el marco de acción de esta ley.

5.- En el inciso tercero, del artículo 2°, de la ley N° 20.609, se establece una especie de jerarquía de derechos que provoca que la no discriminación arbitraria pase a estar en una categoría de segundo orden. Comentó que la ley consagra que el ejercicio legítimo de un derecho puede incluir la creación de diferencias arbitrarias y que, en tal caso, la ley no otorgaría protección a esa discriminación. En su opinión, no es razonable que el derecho a lo no discriminación quede subsumido en ciertos derechos reconocidos constitucionalmente.
6.- Ausencia de facultades de los órganos de la Administración del Estado para ejercer acciones afirmativas de no discriminación arbitraria. Reconoció que este aspecto trata una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, no obstante, sostuvo que este proyecto de ley debe incluir esta modificación, porque existe una necesidad de proteger a ciertos grupos que han sido históricamente discriminados, como las mujeres, los inmigrantes y los pueblos indígenas. Por ello, resaltó, se debe autorizar, expresamente a las autoridades públicas a establecer medidas especiales temporales que aseguren un efectivo ejercicio de los derechos a estos grupos, cuestión que no hace la ley vigente.
7.- No distingue entre discriminación directa e indirecta. Precisó que la primera es aquella en que el trato desfavorable se fundamenta o, es consecuencia, de una característica personal, como la discapacidad. En cambio, apuntó, la discriminación indirecta surge de normas que, a primera vista, parecieran no ser discriminatorias, ya que su texto no identifica expresamente a un grupo perjudicado. Sin embargo, de la aplicación práctica de la norma resulta un claro perjuicio para un grupo determinado, sin que ello sea razonable o justificable. Por lo anterior, informó, este proyecto de ley en su número 7) incorpora a la discriminación indirecta.

8.- Establece un desincentivo para denunciar la discriminación al consagrar, en su artículo 12 inciso tercero, que se sancionará con una multa al litigante vencido cuando no exista fundamento para haber acogido la denuncia de la acción de no discriminación arbitraria. Consideró que esta sanción no corresponde, porque configura una carga adicional a la de pagar las costas del juicio, por lo que se propone eliminar este inciso. 
9.- La ley N° 20.609 no permite demandar  indemnización de perjuicios junto con la acción de no discriminación, por lo que este proyecto de ley en su número 9) plantea que si la persona denunciante resulta efectivamente dañada por la acción discriminatoria tiene derecho a solicitar una indemnización por todos los perjuicios ocasionados.

Finalmente, la Honorable Senadora señora Van  Rysselberghe resumió el contenido de este proyecto de ley y reiteró que aborda los siguientes puntos: perfecciona el objeto de la Ley Antidiscriminación poniendo el acento en la prevención y en la eliminación de la discriminación; establece de forma clara el deber de los órganos de la Administración del Estado de elaborar políticas de prevención de la no discriminación; mejora el concepto de discriminación arbitraria; elimina la jerarquía de derechos que coloca a la no discriminación arbitraria en un segundo orden; incorpora y define el concepto de discriminación indirecta; elimina la multa para el denunciante cuando su acción no tiene fundamento, y establece la posibilidad de solicitar una indemnización de perjuicios en el mismo proceso de la acción de no discriminación arbitraria.
Antes de terminar, se mostró dispuesta para mejorar el texto de la ley N° 20.609, a fin de perfeccionar sus aspectos preventivos, procesales y conceptuales, de manera de tener una Ley  Antidiscriminatoria sólida y efectiva.
A su turno, el Jefe de la Unidad Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristóbal Osorio, estimó que es bastante satisfactorio percatarse que existen tantos puntos en común respecto de la evaluación que se hace de la ley N° 20.609 y, en este contexto, valoró el proyecto de ley presentado, porque se encamina en la dirección correcta. Recordó el camino legislativo que siguió la ley N° 20.609, que comenzó en el año 2005 y que se tomó más de siete años para su promulgación, lo que ocurrió tras el horrible crimen cometido contra el joven Daniel Zamudio, hecho que aceleró su tramitación. 

Luego, lamentó que exista  consenso de todos los actores que la Ley de Antidiscriminación no ha cumplido el objetivo que se tuvo en vista cuando fue aprobada. Al efecto, detalló, se ha criticado por reducir una legislación general en materia de no discriminación a una acción judicial y que ha sido de utilización bastante acotada por la ciudadanía. Por ello, subrayó, no se debe esperar nuevos hechos, como el caso de Daniel Zamudio, para mejorar un cuerpo normativo que constituyó, sin duda, un paso enorme para hacer de Chile un país más inclusivo. 

Expresó que un mundo como el actual, globalizado y tecnologizado, impone grandes desafíos, como el reconocer la existencia de realidades distintas a la nuestra, lo que los obliga a aceptar la diversidad como el único camino para tener un país en que todos sean valorados.

En seguida, destacó que forma parte del Programa de Gobierno de la Presidenta de la República el modificar la ley N° 20.609, para que ésta se convierta, efectivamente, en una norma general que, junto con establecer mecanismos correctivos, también incluya la obligación del Estado de establecer acciones positivas, que ejecute en pos de la inclusión y de la no discriminación. 
En este sentido, resaltó, que en este proyecto de ley son más los aspectos en los que están de acuerdo, que en los que difieren, puesto que ha recogido las principales críticas que se le han hecho a esta ley. Por ello, expresó, el Ministerio Secretaría General de Gobierno exterioriza su plena disposición para colaborar en el trabajo de enriquecimiento de este proyecto de ley.

En sintonía con lo anterior, sugirió escuchar a todas las organizaciones vinculadas al tema de los derechos humanos, y pidió autorización para asistir a las sesiones en que se trate esta iniciativa, para que el Ejecutivo tome conocimiento de sus planteamientos y formular las indicaciones que sean necesarias para perfeccionar esta ley. Resaltó, la importancia de la participación ciudadana y de conocer la posición de cada uno de los actores respecto de la Ley Antidiscriminación.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe manifestó su conformidad con la propuesta del Ejecutivo, porque entiende que el reformular la Ley de Antidiscriminación involucra un esfuerzo bastante más amplio. Por ello, pidió al Ejecutivo y a los miembros de la Comisión que acompañen su propuesta de invitación para quienes consideren deben ser escuchados por esta Comisión.

La Honorable Senadora señora Pérez indicó que algunas de las modificaciones que propone esta iniciativa de ley están consideradas en el proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso, por lo que solicitó recabar en qué estado se encuentra esta iniciativa en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.

Por otra parte, recordó que la mayoría de los autores del proyecto de ley en estudio, votó en contra de la ley N° 20.609 y que varios de los aspectos que ahora se mencionan deben ser mejorados, tuvieron que ser eliminados de la Ley de Antidiscriminación porque fue la única vía para contar con los votos necesarios para que el Congreso Nacional aprobara esta ley.

Por ello, valoró la formación de un equipo legislativo para discutir las disposiciones de la ley N° 20.609 que quedaron pendientes o que deben ser fortalecidas, mediante la presentación de indicaciones a la actual ley. Además, consideró fundamental conocer la voluntad del Ejecutivo para recoger otras iniciativas legales, tales como el proyecto de ley que reconoce la identidad de género y el que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso.

El Jefe de la de la Unidad Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, respecto del proyecto de ley de identidad de género, informó que el Ejecutivo pidió un nuevo plazo para formular indicaciones, porque está interesado en realizar algunos cambios al texto aprobado en general por el Senado y, anunció, que le darán una mayor celeridad en su tramitación.

En cuanto a las mejoras a la Ley de Antidiscriminación, sugirió, dejar el análisis más detallado para discusiones futuras, no obstante mencionar que concuerdan en varios puntos con el proyecto de ley en estudio. 

Luego, planteó a la Comisión la conveniencia de conocer la realidad del derecho comparado en materia de discriminación indirecta y de otro tipo de discriminaciones, tales como la discriminación por asociación o la discriminación múltiple, que ilustren a Sus Señorías sobre todas las formas de discriminación y para facilitar el trabajo de los jueces.

Finalmente, resaltó que uno de los grandes desafíos es perfeccionar la acción de no discriminación, de manera que se constituya en una mejor herramienta judicial que el recurso de protección. Asimismo, que se faculte al Estado para adoptar medidas afirmativas que promuevan el goce y el ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución Política de la República y los tratados internacionales ratificados por Chile.
Posteriormente, en sesión de 10 de junio de 2015, la Comisión recibió en audiencia al Director del Área de Derechos Humanos del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH), señor Rolando Jiménez, quien, luego de agradecer la invitación, señaló que están gratamente sorprendidos de que los Parlamentarios que se opusieron tajante y vehemente a la Ley de Antidiscriminación hoy día patrocinen el presente proyecto de ley. 

Dicho esto, informó que trabajan con el Gobierno en una serie de enmiendas a la ley N° 20.609, las que acompañó en un documento que quedó a disposición de Sus Señorías, y que hoy están siendo evaluadas por el Ejecutivo. En este contexto, valoró, las modificaciones planteadas por este proyecto de ley.

En seguida, apoyó la propuesta que permite a las víctimas pedir una indemnización de perjuicios y, también, la que elimina la sanción de multa a beneficio fiscal, para el litigante vencido, cuando el tribunal establece que la denuncia carece de todo fundamento. 

Asimismo, compartió la necesidad de establecer una institucionalidad que se encargue de la elaboración y de la ejecución de las políticas públicas destinadas a garantizar a toda persona el goce y el ejercicio de sus derechos, sin discriminación alguna. Al efecto, precisó, el inciso segundo, del artículo 1°, de la ley N° 20.609 señala que todos los órganos de la Administración del Estado deberán generar políticas públicas de antidiscriminación, pero no dice quién, cómo y con qué recursos. 

El objetivo, continuó, es resolver este vacío e incluso, planteó, pedir a la Presidenta de la República que dicte un reglamento que recoja, de alguna manera, esta falta de institucionalidad, ya que por esta vía se podría determinar la responsabilidad respecto de políticas públicas más específicas, lo que podría ser una salida intermedia en caso de que no exista voluntad política en el Congreso Nacional o en el Ejecutivo para crear una nueva institucionalidad. 

Adicionalmente, propuso, dotar de mayores atribuciones al Instituto Nacional de Derechos Humanos, para que se haga cargo de la implementación de medidas que tengan por objetivo prevenir conductas de discriminación arbitraria. Pero, advirtió, ello implicaría incrementar los recursos de que dispone el Instituto y ampliar su misión.

El Vocero del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, señor Oscar Rementería, en el mismo sentido, señaló que la ley N° 20.609 establece que todos los órganos del Estado deben elaborar e implementar políticas públicas para erradicar cualquier tipo de discriminación arbitraria. No obstante, la ley no precisa quién es el responsable, no asigna los recursos, ni establece los plazos para ello. 

Bajo este contexto, apoyó las propuestas que se están barajando, a saber: dictar un reglamento para regular el vacío sobre la institucionalidad en materia de no discriminación, entregar mayores atribuciones al Instituto Nacional de Derechos Humanos o crear un Servicio Nacional de Diversidad. En su opinión, la alternativa más viable para subsanar esta debilidad es la dictación de un reglamento, que sea elaborado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 

Con todo, resaltó que es fundamental que exista una entidad que se haga cargo y se responsabilice de este tema. 

En seguida, el Director del Área de Derechos Humanos del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual presentó una serie de modificaciones a la ley N° 20.609:

1.- En el inciso primero del artículo 2° planteó agregar el siguiente texto final:

“, o cualquier otro atributo que sea empleado inidóneamente para situar a una determinada categoría de personas en una situación de desventaja estructural.”.

2.- Reemplazar los incisos segundo y tercero del artículo 2° por los siguientes:

“No se considerarán conductas discriminatorias las siguientes:

a) Las acciones legislativas, educativas o de políticas públicas positivas que establezcan tratos diferenciados en beneficio de las víctimas de discriminación con el objeto de erradicar su situación de desventaja estructural;

b) Las distinciones basadas en capacidades o conocimientos especializados para desempeñar una actividad determinada, siempre y cuando no constituyan mecanismos de discriminación indirecta;

c) En el ámbito de la educación, los requisitos académicos y de evaluación;

d) Las que se establezcan como requisitos de ingreso o permanencia para el desempeño del servicio público;

e) En general, todas las que no tengan directa o indirectamente el efecto de situar a una determinada categoría de sujetos en una situación estructural de desventaja no fundada en su desempeño; 

f) La interpretación del contenido de esta ley, así como la actuación de las autoridades, deberá ser congruente con los instrumentos internacionales aplicables en materia de discriminación de los que Chile sea parte, así como con las recomendaciones y resoluciones adoptadas por los organismos multilaterales y regionales y demás legislación aplicables. Para estos efectos, cuando se presenten diferentes interpretaciones, se deberá preferir aquella que proteja con mayor eficacia a las categorías de personas estructuralmente desventajadas.

En aquellos procedimientos jurisdiccionales, sea que estén reglamentados por esta ley o por otros cuerpos legales, en los que existan indicios fundados de discriminación, corresponderá al demandado la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de la distinción, exclusión o restricción cuestionada, así como de su proporcionalidad.”.

Explicó que este último inciso pretende invertir la carga de la prueba, ya que hoy es la persona afectada por la discriminación la que debe demostrar que padeció una situación de discriminación. La idea, continuó, es invertir esta prueba y que sea la institución o la persona acusada de discriminación la que pruebe que no discriminó.

3.- Sustituir el inciso segundo del artículo 10 por el siguiente texto:

“En adición a lo señalado por el artículo 2°, inciso final, corresponderá a la parte demandada por discriminación, la aportación de antecedentes probatorios que establezcan, más allá de toda duda razonable, la falsedad de los hechos aseverados por la parte demandante.”.

4.- Reemplazar el inciso tercero del artículo 12 por el siguiente:

“Si hubiere existido discriminación arbitraria, la víctima tendrá derecho a que el tribunal declare la procedencia de una indemnización pecuniaria, cuyo monto será determinado en procedimiento breve y sumario, sin apelación, y deberá ser idóneo para reparar el daño moral y material ocasionado; y el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.”.

5.- Suprimir el artículo 18.

6.- En el artículo 12, número 21 del Código Penal, sustituir la expresión “motivado por” por “en circunstancias que evidencien perjuicio u odio del agresor contra”.

Posteriormente, informó que han constituido una mesa de trabajo, que se llama “Fuerza Trans”, que aglutina a todas las organizaciones de la diversidad sexual que trabajan con población transgénero, y manifestó su preocupación por la demora en la tramitación del proyecto de ley de identidad de género. A su vez, informó que las modificaciones antes mencionadas fueron consensuadas con  esta  mesa de trabajo trans.

El señor Oscar Rementería, del MOVILH en relación con la carga de la prueba de la acción de no discriminación, reiteró que la ley vigente obliga a la persona discriminada a probar la discriminación, siendo que normalmente las personas víctimas de discriminación son las que tienen menor acceso a recursos, a abogados y a los medios de comunicación, por lo que es evidente que no es fácil para ellos presentarse ante los tribunales de justicia a entablar una acción de no discriminación, más aun considerando que se arriesgan a ser condenados a pagar una multa, si no logran demostrar que efectivamente fueron discriminados. Por ello, enfatizó, la importancia de modificar la carga de la prueba de esta acción.

Por otro lado, señaló que el proyecto de ley de identidad de género ayudaría a evitar los casos que los medios de comunicación han hecho público sobre los menores de edad que han manifestado una identidad de género distinta y que han sido discriminados por sus establecimientos educacionales. En su opinión, esta ley facilitaría el proceso que vive el menor y su familia y lamentó, que hoy estén sujetos a la voluntad de las instituciones educativas.

Por otra parte, el Director del Área de Derechos Humanos del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual instó a sus Señorías a incorporar en la Ley de Antidiscriminación el tema de la incitación al odio. En su opinión, debe existir un sólo cuerpo legal que aborde todas estas materias, incluyendo en esta iniciativa un número que tipifique como delito la incitación al odio, porque hoy esta conducta queda en la más absoluta impunidad y, sugirió agregar un artículo, nuevo, en el Código Penal, del siguiente tenor:

“El que a través de palabra escrita o hablada o a través de acciones que expresen un contenido comunicativo amenace a personas o colectividades en razón de las categorías identificadas por el artículo 2° de la ley N° 20.609 o incite a otros a agredir a los mismos será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio, y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.”.
Asimismo, planteó reemplazar el artículo 31 de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, por el siguiente:

“El que a través de cualquier medio de difusión pública de la palabra, o de alguna acción que a la luz de los estándares culturales prevalecientes sea capaz de expresar un contenido comunicativo, exprese odio y hostilidad respecto de personas o colectividades en razón de las categorías identificadas por el artículo 2° de la ley N° 20.609, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio.”.

La Honorable Senadora señora Pérez San Martín valoró el trabajo realizado por el Movimiento de Integración y Liberación Homosexual y felicitó a sus representantes por haber logrado que se modificara el Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad, año 2015, de la Empresa Tricolor S.A, que en un primer momento incorporó como una falta grave el promover la pornografía, la pedofilia, la homosexualidad y otras acciones contrarias a la moral y las buenas costumbres. Asimismo, manifestó su conformidad con la mayoría de las modificaciones planteadas a la ley N° 20.609. 

En seguida, representó al Ejecutivo el hecho de que todavía no se cree la Subsecretaría de Derechos Humanos y lleven varios años anunciándola. Al efecto, recordó que se trata de un proyecto de ley iniciado durante el Gobierno del ex Presidente de la República, señor Piñera, que presentó la ex Ministra de Justicia, señora Pérez, y que hoy se encuentra en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Reparó que durante el actual Gobierno esta iniciativa no ha tenido tramitación legislativa; no obstante ser la entidad, al alero del Ministerio de Justicia, a la cual se le encomienda proponer las políticas públicas en materia de derechos humanos, y coordinar a todos los Ministerios, mediante un Consejo de Ministros, integrado, entre otros, por el Ministerio de Educación, de Salud y el Servicio Nacional de la Mujer. 

Así, subrayó, la Subsecretaría de Derechos Humanos sería la entidad encargada de proponer los planes y políticas de no discriminación y de velar por su cumplimiento. A su juicio, estas tareas deben estar radicadas en esta Subsecretaría y no en el Instituto Nacional de Derechos Humanos,  que es un órgano autónomo.

En sintonía con lo anterior, compartió que para lograr un real avance en materia de no discriminación no sólo se debe aprobar el proyecto de ley en estudio, sino también otras iniciativas, como: el de identidad de género, el que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso, y el que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos. 

En razón de lo expuesto y considerando que son materias que dependen de la voluntad del actual Gobierno, solicitó invitar a las señoras Ministra de Justicia y a la Ministra Subrogante del Ministerio de Secretaría General de la Presidencia para que puedan informar si estas iniciativas están consideradas en la agenda legislativa del Ejecutivo, que fueron parte de los anuncios que realizó la Presidenta de la República el pasado 21 de mayo.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe informó a Sus Señorías que el Ejecutivo le puso suma urgencia al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y que está en la tabla de esta semana en la Comisión de Derechos Humanos y Pueblos Originarios de la Cámara de Diputados.

Con respecto al proyecto de ley sobre identidad de género, refirió, que, a requerimiento del Ejecutivo, se pidió un nuevo plazo de indicaciones en la Sala del Senado, que se vence el próximo 24 de junio, por lo que estima que la primera quincena de julio la Comisión estaría en condiciones de retomar su estudio en particular.

En relación con el proyecto de ley en estudio, indicó que el objeto es conocer las distintas opiniones sobre las modificaciones que se deben introducir a la Ley de Antidiscriminación, aprobarlo en general y luego abrir un plazo de indicaciones para perfeccionar su texto.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia a la Encargada Jurídica del Servicio Nacional del Adulto Mayor, señora Tania Mora, quien señaló que el adulto mayor es objeto de discriminación permanente en la sociedad actual, en contraposición con épocas pasadas en que eran respetados por su sabiduría y experiencia. Por esta razón, el Servicio Nacional del Adulto Mayor tiene por objetivo velar por su integración social y por su protección ante el abandono y la indigencia, en concordancia con los derechos que están reconocidos en la Constitución Política de la República y en las leyes.

Comentó, asimismo que el Servicio Nacional del Adulto Mayor celebró la aprobación de la ley N° 20.609, ya que dentro de las categorías sospechosas de discriminación está la discriminación por edad. Precisó que, en este caso, se trata de una discriminación por edad en la vejez, ya que la discriminación también se puede dar en épocas tempranas de las personas.

Hizo presente que luego de revisar el texto de este proyecto de ley, observa que coinciden en la mayoría de las modificaciones propuestas. Sin embargo, consignó que tienen algunos reparos respecto de algunos numerales, y que en esos casos prefieren que se mantenga la ley vigente.

En particular, se refirió a la eliminación de las palabras “exclusión o restricción” de la definición de discriminación arbitraria del inciso primero del artículo 2° de la ley N° 20.609. Resaltó que es ampliamente reconocido por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos que la discriminación se define utilizando los vocablos de “distinción, exclusión, restricción o preferencia”. Informó que esta última expresión fue incluida por el Comité de Derechos Humanos. 

En su opinión, si se deja sólo la palabra “distinción” se estaría restringiendo su contenido, que ha sido aprobado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y por el Comité de Derechos Humanos. Además, indicó, todos los tratados modernos de derechos humanos establecen este principio de igualdad y de no discriminación como una norma de ius cogens, es decir, que se trata de una norma absolutamente reconocida y consuetudinaria, que no debe ser modificada por la legislación nacional de un Estado.

Asimismo, informó, de la reciente aprobación de la Convención Interamericana para la Protección de los Personas Mayores, que será presentada ante la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos entre los días 13 y 15 de junio, en Haití. Señaló que se demoraron alrededor de cuatro años en consensuar el texto de esta Convención, y que ella define a la discriminación por edad en la vejez como “cualquier distinción, exclusión o restricción basada en la edad que tenga como objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en la esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y privada”. Así las cosas, consideró que se debe mantener la definición que la ley N° 20.609 consagra para la discriminación arbitraria.

Respecto a la modificación contenida en el número 5), que reemplaza el “y” por “o”, manifestó su aprobación.

Por último, apoyó la propuesta que permite al demandante solicitar una indemnización de perjuicios si fuere procedente. No obstante lo anterior, observó que se debe precisar el procedimiento que se aplicará a esta acción, ya que de no ser así se tendrían que aplicar las reglas generales del procedimiento civil ordinario, de lato conocimiento. 

A continuación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe explicó que la idea de eliminar los vocablos “exclusión o restricción” fue concebida, justamente, para evitar que la norma tuviera una aplicación restrictiva, dando cabida a un concepto amplio de distinción o preferencia. Reconoció que se trata de un tema ampliamente discutible y como tal se mostró abierta a buscar una fórmula mejor. 

Posteriormente, la Comisión escuchó a la Abogada del Programa de Seguimiento Legislativo de Corporación Humanas, señora Camila Maturana, quien junto con agradecer la invitación para presentar los comentarios de la institución que representa al proyecto de ley en estudio, recordó que en días pasados fueron invitadas para exponer sobre el Boletín N° 9.938-17, ocasión en la que señalaron extensamente las falencias que, a su juicio, presenta la ley N° 20.609, de no discriminación. 

En particular, destacó la limitada conceptualización de la discriminación que no considera, dentro de las categorías sospechosas, cualquier otra condición social, y la falta de definición en la ley de los objetivos orientados a la prevención, eliminación, sanción y reparación de la discriminación, sino que únicamente establece un mecanismo jurisdiccional. Así también, la omisión de una institucionalidad para la igualdad y la no discriminación; la ausencia de obligaciones específicas de los órganos del Estado en materia de sanción, erradicación y reparación de la discriminación; la falta de recursos públicos, especialmente orientados a las acciones destinadas a la igualdad y la no discriminación relacionada con la educación pública, las campañas, la capacitación y formación de los funcionarios públicos, y la exclusión de las medidas de acción afirmativa, todo ello sumado a que no se contemplan medidas de reparación para las víctimas. 

Hizo presente que todos estos puntos fueron señalados oportunamente por el conjunto de organizaciones que participaron en la discusión de la Ley de No Discriminación. Además, observó, la primacía que consagra la ley N° 20.609 de ciertas garantías constitucionales por sobre los principios de igualdad y no discriminación. 

Por otra parte, reiteró la importancia que se aborde la grave situación que enfrentan las familias de niños que sufren de espina bífida, en el sistema de salud y consultó por la solución que dará el Ejecutivo a esta situación. Así también, insistió en la preocupación por el retraso del proyecto sobre identidad de género radicado en esta Comisión de Derechos Humanos, tema que les preocupa.

En relación con el proyecto de ley Boletín N° 10.035, objeto de esta sesión, hizo notar que para avanzar en su tramitación es necesario que exista una estrecha alianza entre el Parlamento y el Poder Ejecutivo de manera de coordinar tanto las adecuaciones normativas que requiere la ley, como la institucionalidad, los recursos y las acciones efectivas para progresar en la erradicación y en la prevención.

Con respecto al texto propuesto por esta iniciativa, manifestó que en varios puntos se sienten gratamente reflejados, no obstante, opinó que se requiere de un debate más profundo sobre cuáles son las modificaciones que efectivamente necesita la ley y cuáles corresponden a enmiendas de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.

Luego, llamó la atención de que no se señale en la fundamentación de este proyecto, que el Estado de Chile fue condenado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Atala Riffo y niñas versus Estado de Chile”, mediante sentencia del año 2012, la cual establece estándares fundamentales en materia de igualdad y no discriminación que deben ser considerados en cualquier ejercicio legislativo que plantee abordar integralmente una reforma a la legislación sobre discriminación.

En cuanto a la percepción ciudadana de discriminación, resaltó que es importante que la Comisión se interiorice de la Encuesta Nacional de Derechos Humanos realizada por el Instituto Nacional de Derechos Humanos de 2013, que arroja luces importantes de lo que la población percibe como vivencia de discriminación y en qué ámbitos se materializa. 

En esta misma materia, indicó que la primera consulta ciudadana que realizó el gobierno del ex Presidente, señor Piñera, en el 2013, es coincidente en varios puntos con la mencionada anteriormente y, además, señala cómo las personas son capaces de reconocer que discriminan a otros, lo cual considera interesante.

Precisó que según estos estudios, se percibe por la población que los más discriminados son los pueblos indígenas, los homosexuales y lesbianas, las personas de bajos ingresos, los discapacitados y los extranjeros. 

Enfatizó que existe una gran brecha entre lo que sucede en términos de discriminación y la judicialización. En efecto, apuntó, no se entiende que si un tercio de la población afirma que discrimina, sólo se han presentado 119 acciones judiciales, de las cuales la mayoría no termina con sentencia favorable. Bajo este escenario, llamó a reflexionar sobre el desconocimiento que existe respecto de esta acción, en particular, si se entiende que efectivamente se va a restituir; si existen los medios para iniciar un proceso judicial; si se comprende qué es la discriminación; cuáles son las obligaciones internacionales que tiene el Estado en materia de igualdad y no discriminación, entre otras consideraciones.

Insistió en que no se aprovecha esta herramienta para garantizar los derechos de las personas que han sufrido discriminación.

Con respecto al presente proyecto de ley, valoró las fundamentaciones del mismo, en particular, el considerando número 5, que se refiere al objeto de la ley N° 20.609, ya que si bien en el epígrafe del texto actual se señala que esta norma establece medidas contra la discriminación, ello no se condice con su articulado, puesto que es una ley sancionatoria y no preventiva. Recordó que esta materia también la hicieron presente durante la discusión de la Ley Antidiscriminación, pero el legislador, en esa oportunidad, tomó la opción de otorgar a la ciudadanía un recurso judicial para el caso que fuera discriminado, pero no asumió ningún compromiso para evitar que esa discriminación ocurriera. 

Así, también apoyó la fundamentación del considerando número 6, que señala que el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 20.609 pareciera consagrar el deber de los órganos de la Administración del Estado de elaborar e implementar políticas antidiscriminatorias, no obstante, la redacción de la norma es confusa y por lo tanto no hay un deber claro y específico. Sobre el particular, apuntó, se deben establecer obligaciones precisas en materia de prevención para los órganos del Estado y no sólo para la Administración del Estado.

Observó que tampoco se definen plazos para implementar estas medidas y no se contemplan mecanismos de exigibilidad, herramientas fundamentales para contar con una legislación eficaz.

Del mismo modo, consignó, no contempla mecanismos participativos para la definición de las acciones que los órganos del Estado deben emprender. Así también, agregó, se deben incluir medidas que permitan evaluar estas políticas, con el respaldo del Ejecutivo para dotar los recursos necesarios y plantearse si estas atribuciones deben ser facultades u obligaciones. Resaltó que probablemente cuando esto se planteó, en el 2005, era osado aprobar que los órganos de la Administración del Estado estuviesen facultados para adoptar este tipo de medidas. Pero en el 2015, ya no es suficiente, acotó.

Con respecto al concepto de discriminación, coincidió en que al parecer hay una confusión sobre cuál es su concepto. Destacó que si el Derecho Internacional de los Derechos Humanos ha alcanzado ciertos consensos, es importante mantenerlos y llamó a considerar en la legislación chilena el concepto de discriminación definido por la legislación internacional. Ahora bien, si se desea modificar ello, instó a conocer mejor los fundamentos.

En cuanto a la norma del inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 20.609, que establece una presunción de razonabilidad, consideró que es una norma aberrante y que han señalado en reiterados informes que no corresponde que la Ley de No Discriminación señale que hay otros derechos que están por sobre la igualdad y la no discriminación, y que ello se determine a priori en una norma legal. En este sentido, coinciden con la propuesta de la moción de suprimir este inciso por cuanto se estaría creando una suerte de jerarquía de derechos, donde la no discriminación arbitraria sería un derecho de segundo orden que quedaría siempre subordinado a otros derechos fundamentales.

También manifestó su acuerdo con el fundamento número 12 de la moción, el que ha sido recogido por varias instituciones y que dice relación con la importancia de las medidas especiales temporales o de acción afirmativa, cualquiera sea su denominación. No puede haber una ley de no discriminación que no mandate a los órganos del Estado a adoptar las medidas que se requieran para corregir una discriminación, apuntó. Agregó que es necesario revisar su formulación y entiende que hoy debiera ser una obligación de los órganos del Estado.

En seguida, mencionó el punto 13 de la moción, que se refiere a la importancia de definir el término de discriminación indirecta, materia que comparten y agregó que en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos se distingue, también, la discriminación por objeto o por resultado, punto que debería ser considerado. 

Del mismo modo, manifestó su acuerdo con la derogación del inciso tercero del artículo 12 de la ley, que establece una sanción para el recurrente cuya denuncia carezca de fundamento. Hizo notar que el hecho de que carezca de fundamento, puede ser mal interpretado por un tribunal y, a la vez, es un desincentivo para las personas que precisamente están en una situación de vulnerabilidad, por lo que constituye una barrera de acceso a la justicia. Valoró el que se considere modificar estas materias, las cuales no debieron estar en esta ley y así fueron representadas durante toda su discusión.

En relación con la indemnización que propone la moción, llamó la atención y afirmó que a las personas que han sufrido discriminación no les basta que el tribunal reconozca que se discriminó y que se aplique una multa. Aclaró que la reparación de una violación a los derechos humanos es muy diferente de una indemnización, materia que debe ser estudiada con detención. Precisó que si existe discriminación se entiende hay una violación a los derechos humanos.

Resaltó que el tema de la reparación se vincula con el acceso a la justicia y con el debido proceso, ya que cuando se comete una violación a los derechos humanos, debe existir un mecanismo idóneo y eficaz para reconocer esa violación y repararla. Luego, también es parte de las obligaciones del Estado, dar asistencia a las personas para poder acceder, efectivamente, a esa justicia. Lo anterior, dijo, es una dimensión que no se está contemplando.

A su vez, indicó que la reparación, de conformidad al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, implica, además de la indemnización, la restitución, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no repetición.

Remarcó que la restitución, significa que la víctima pueda volver a la situación en que se encontraba antes de la violación, es decir, que logre recuperar la identidad y la vida que tenía previa a la violación. Luego, dijo, al hablar de indemnización, no se tienen presente estas consideraciones.

Explicó que para el Derecho Internacional, la indemnización implica pagar una suma de dinero que equivale a los perjuicios patrimoniales que se producen con ocasión de la discriminación, la reparación patrimonial del daño físico y síquico que la persona sufrió a raíz de la discriminación. La pérdida de oportunidades, el daño material y la pérdida de ingreso que representan el lucro cesante, además de los perjuicios morales, los gastos de asistencia jurídica y otros servicios que se requirieron producto de la discriminación.

A su vez, acotó, la rehabilitación se entiende como la atención médica, sicológica, jurídica o social que las personas requieren con posterioridad a la violación de sus derechos. 

Por su parte, la satisfacción son aquellas medidas eficaces para que la violación no continúe; la revelación pública de la verdad, el reconocimiento de que ha habido esta discriminación; una declaración oficial o de autoridad que restablezca la dignidad y la reputación de la persona discriminada; las disculpas públicas que implica el reconocimiento de los hechos y de la responsabilidad; la sanción a los responsables y, eventualmente, eventos de conmemoración.

Las garantías de no repetición, son aquellas orientadas a evitar que estas situaciones se mantengan o perpetúen en el tiempo y que dicen relación con revisar cuáles son las medidas que las autoridades han adoptado y controlarlas, además de otras relacionadas con la educación, capacitación y prevención.

En síntesis, reiteró, en cuanto al número 1) del presente proyecto de ley,  si bien es importante ampliar el objetivo de la ley, éste debe ser un objeto real y que incluya la reparación.

En lo que dice relación con el número 2), las obligaciones deben ser precisas y no sólo incluir a los organismos del Estado, además de establecer mecanismos de exigibilidad y de participación ciudadana, así como sistemas de evaluación y plazos.

Sobre el número 3), valoró que se incluyan las medidas de acción afirmativa pero, acotó, ellas deben ser obligatorias y no facultativas, y no limitadas a los órganos de la Administración del Estado.

Con respecto a los número 4) y 5), que modifican la definición de discriminación, no comparten la propuesta de la moción, porque a juicio de Corporación Humanas no aporta a una mejor conceptualización del mismo.

Sí comparten a cabalidad la supresión del inciso tercero del artículo 2°, como ya se señaló. Sin embargó, llamó la atención respecto del inciso segundo de este mismo artículo, que fue incorporado durante el segundo trámite constitucional de la ley N° 20.609, en el Senado, que dispone que las categorías a que se refiere el inciso anterior, no podrán invocarse en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público. Sugirió eliminar este inciso, porque no aporta nada y podría confundir a los jueces que no sean expertos en temas de discriminación de derechos humanos.

En relación con la discriminación arbitraria, estiman relevante incluir este tema en la legislación, no obstante, considerar necesario una redacción más específica.

En cuanto al procedimiento, que se modifica mediante el número 8), se incorpora la posibilidad de solicitar una indemnización si correspondiere. Insistió en que reparación no es lo mismo que indemnización. Del mismo modo, observó que la propuesta señala “si correspondiere”, ya que siempre se debiera indemnizar. Indicó que no es posible que una situación no se indemnice y, además, ello predispone a que se deba cumplir ciertos estándares probatorios que no quedan claro. Agregó que debiera mejorarse su formulación.

Por otra parte, hizo notar que no hay ningún diagnóstico procedimental de la ley que requiera modificación, lo que a su juicio es importante porque puede haber otros aspectos procedimentales que deben ser considerados. Estimó que el plazo de 90 días para interponer la acción de discriminación no se condice con el carácter de una violación a los derechos humanos y puede configurar situaciones de denegación de justicia. 

Finalmente, planteó que la carga de la prueba está indebidamente planteada, ya que se asume como una acción normal y corriente, en circunstancias que cuando se determina que existe una distinción de restricción o preferencia basada en categorías sospechosas es el agente el que hace la distinción, el que tiene que acreditar ante el tribunal si ella tiene un fundamento, si es legítima, objetiva y razonable y proporcional. Por tanto, resaltó, no es la víctima quien deba probar la discriminación.

En seguida, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe aclaró que el objeto de la sesión no es estudiar el proyecto en detalle sino que, a solicitud del Ejecutivo, recibir en audiencia a las distintas entidades relacionadas con la materia en estudio, a fin de poder tener una visión general del mismo, para luego aprobar la idea de legislar y, con posterioridad, abrir un plazo para presentar indicaciones y comenzar a discutir su articulado en particular, perfeccionándolo de la mejor manera posible considerando las distintas miradas que hay sobre este particular.

Insistió en que este proyecto de ley recoge las observaciones que consideran que la Ley de Antidiscriminación es básicamente represiva y no preventiva y debe ser una herramienta de ayuda para la prevención de conductas de discriminación arbitraria.

Por otra parte, hizo presente que si bien hay varias disposiciones de la ley N° 20.609 que fueron aprobadas transversalmente, la práctica indica que muchas de ellas deben ser adecuadas, como da cuenta el hecho de que sólo se han presentado 119 acciones judiciales.

Luego, el representante del Ministerio de la Secretaría General de Gobierno manifestó la disposición del Ejecutivo para seguir avanzando en materias de inclusión, y valoró que la Comisión reciba en audiencia a las distintas organizaciones para que, de esta manera, tengan una voz en las modificaciones que se proponen este proyecto de ley.

En sesión de 17 de junio de 2015, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe recabó el acuerdo de los miembros presentes de la Comisión para que en la próxima sesión, luego de escuchar a los expositores invitados, se vote en general el presente proyecto de ley. Asimismo, indicó que antes de iniciar la discusión en particular de esta iniciativa se continuará con los demás organismos y expertos interesados en exponer sobre la materia.

En seguida, la Comisión recibió a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco quien fuera invitada para conocer la agenda legislativa en materia de Derechos Humanos.

La señora Ministra de Justicia informó, entre otros aspectos, los siguientes proyectos de ley consultados por Sus Señorías:

El que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, con urgencia calificada de suma, actualmente está en estudio en la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados y se encuentra próximo a ser despachado por ésta, para ser enviado a la Comisión de Hacienda. Informó que la principal modificación que han incorporado en este trámite dice relación con el traspaso del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a esta Subsecretaría.

El que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género, en estudio en el Senado. Explicó que solicitaron un nuevo plazo de indicaciones con el objeto de perfeccionar sus normas y que, su seguimiento, se encuentra radicado en el Ministerio Secretaría General de Gobierno.

El que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso, está en estudio en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, calificado con suma urgencia. Sobre el particular, informó que están estudiando una modificación general al Código Penal, en la cual podría incorporarse este delito.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia a la Abogada del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Diana Maquilón, quien luego de presentar las excusas de la señora Directora del Instituto, señaló que remitirán el informe a la Comisión con la aprobación de todos los Consejeros que integran el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, con un precisión de cada uno de las observaciones y comentarios que se hacen al articulado de este proyecto de ley.

En seguida, resaltó que esta iniciativa trata un tema de gran interés para el Instituto Nacional de Derechos Humanos y recordó que el Instituto participó durante la tramitación del proyecto de ley que dio origen a la ley N° 20.609, formulando una serie de observaciones, que si bien no fueron acogidas en esa oportunidad, varias de ellas coinciden con el contenido de este proyecto de ley. 

Sobre el particular, informó que tanto el Sistema de Naciones Unidas como el Sistema Interamericano han recomendado al Estado de Chile modificar o mejorar su legislación actual en materia de principio de igualdad y no discriminación. Al efecto, detalló, que el año 2012 el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomendó al Estado de Chile mejorar la definición de discriminación contenida en el artículo 2° de la ley N° 20.609. Por su parte, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial hizo una referencia al inciso segundo del artículo 3° de la citada ley respecto de la valoración que hace la norma sobre el choque del principio de igualdad y no discriminación con determinados derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, cuestión que aborda esta iniciativa de ley.

En el marco del Sistema Interamericano, comentó que en junio de 2013 se aprobaron dos nuevas convenciones en materia de igualdad y no discriminación, a saber: la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia y la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia. Explicó que trajo a colación estas Convenciones, a pesar de que Chile no las ha firmado ni ratificado, pero que son un hito interesante en materia de desarrollo normativo del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, ya que reconocen expresamente nuevos conceptos de discriminación, incorporan nuevas categorías sospechosas como la identidad de género y la orientación sexual, y además establecen deberes específicos para los Estados de adoptar políticas públicas en materia de igualdad y no discriminación, y medidas especiales o medidas de acción afirmativa sobre las cuales también este proyecto de ley se pronuncia.

En relación con este último punto, dado que el Poder Legislativo tiene un importante rol en lo que se refiere al cumplimiento de las obligaciones internacionales, instó a esta Comisión a liderar un debate respecto de la necesidad de firmar y ratificar estos dos instrumentos internacionales, que podrían ser muy útiles y que, además, ayudarían a Chile en el cumplimiento internacional de los derechos humanos.

En cuanto al presente proyecto de ley, sostuvo, que el Instituto Nacional de Derechos Humanos valora la presentación de esta moción, y anunció que se pronunciará respecto de tres temas en específico, a saber: el propósito de la ley N° 20.609 y el deber de los órganos del Estado de cumplirlo; el concepto de discriminación, y los cambios que se proponen para la acción judicial, tanto en cuanto a su interposición, como respecto de las medidas de reparación que puede adoptar el juez en cada caso en concreto.

En lo que dice relación con el propósito de la ley N° 20.609, explicó que el proyecto de ley propone establecer expresamente que esta ley tendrá por objetivo fundamental prevenir, eliminar y sancionar toda forma de discriminación arbitraria. Comentó que al Instituto Nacional de Derechos Humanos le parece positivo este cambio, sin embargo, hizo el alcance que el deber de garantía tal como ha sido conceptualizado a nivel internacional ya involucra en sí mismo el deber de prevención. Al efecto, precisó que de la obligación de garantía se pueden desprender las siguientes obligaciones: prevenir, investigar, sancionar y reparar. En consecuencia, opinó, no sería necesario incluir el vocablo “prevenir”, aunque reconoció que su inclusión no es un obstáculo para la legislación nacional en materia de derechos humanos.

Luego, indicó que el proyecto de ley en su número 4) propone eliminar las palabras “exclusión” y “restricción” del concepto de discriminación arbitraria. Informó que para el Instituto Nacional de Derechos Humanos la actual definición del inciso primero, del artículo 2° de la ley N° 20.609 es coincidente con los estándares internacionales, tal como la conceptualiza la Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial y la legislación nacional, como el Código del Trabajo, que también usa la misma nomenclatura para enumerar los actos discriminatorios.

Posteriormente, se refirió al deber del Estado de implementar políticas para garantizar a toda persona, sin discriminación, el goce y ejercicio de sus derechos. Actualmente, señaló, se habla de un deber general que le corresponde a los órganos de la Administración del Estado, pero sin precisar en qué se traduce esta obligación. Al efecto, valoró que este proyecto de ley proponga incluir en forma expresa el deber de establecer medidas especiales destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas sin ser discriminadas arbitrariamente. 

Explicó que en la práctica, la propuesta del número 3) de este proyecto de ley se traduce en consagrar un deber para los órganos de la Administración del Estado de adoptar las medidas de acción afirmativas. En este sentido, dijo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos destaca que esta proposición es coherente con lo que señalan los estándares internacionales, específicamente con el artículo 1.4 de la Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial, como también la Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer en su artículo 4°, el que establece el deber de los Estados de adoptar medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar los procesos de igualdad de facto, en este caso en particular, entre el hombre y la mujer. 

Asimismo, coincide con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, al consagrar que los Estados podrán adoptar todas las medidas pertinentes para asegurar la realización del principio de igualdad y no discriminación. Indicó que las tres Convenciones que acaba de mencionar fueron ratificadas por el Estado de Chile y que están vigentes, lo que demuestra que este proyecto de ley estaría en sintonía con las obligaciones internacionales que tiene Chile.

Respecto de las medidas de acción afirmativas, reconoció que para un sector éstas generan algún grado de desconfianza, porque piensan que podrían producir una nueva discriminación; otros, tienen dudas sobre su alcance y sobre el tiempo en que deben aplicarse. Sobre el particular, opinó, las medidas de acción afirmativas en ningún caso podrán ser utilizadas para generar nuevas discriminaciones y por esencia son temporales, lo que implica que cesan una vez que se ha logrado igualar a los grupos más desventajados, vale decir, que han logrado posicionarse y, efectivamente, gozar del principio de igualdad y de no discriminación. 

Por tanto, el Instituto Nacional de Derechos Humanos apoya que se incluya este nuevo inciso en la ley N° 20.609. Además, recordó que las medidas de acción afirmativas estaban consideradas en el texto original del proyecto de ley que dio origen a la citada ley, como un deber de los órganos del Estado de adoptar medidas de carácter temporal, que debían cesar una vez que se alcanzaba el objetivo propuesto. Sin embargo, acotó, durante su tramitación esta norma fue eliminada y, en este sentido, el proyecto de ley en estudio vendría a subsanar uno de los principales vacíos de esta ley, dado que el texto de esta norma apunta más bien a consagrar una acción judicial que actúa ex post, una vez que ha sucedido la discriminación. Las medidas de acción afirmativas permitirían tomar medidas de carácter preventivo para asegurar el respeto al principio de igualdad, agregó.

En relación con las modificaciones que se plantean para la acción judicial, señaló que este proyecto de ley busca establecer de manera obligatoria que se otorgue una indemnización de perjuicios cuando se haya determinado que las personas fueron víctimas de una vulneración a su principio de igualdad y de no discriminación en base a otro derecho. Indicó que la actual normativa consagra en el artículo 12 que el juez que conozca de la acción podrá adoptar todas las demás providencias que estime pertinentes, por lo que la legislación actual no impediría, en la práctica, que exista una indemnización monetaria en los casos que proceda. Sin perjuicio de ello, consideró que este proyecto de ley al explicitar este derecho constituye un avance para que se cumpla con el deber que tiene el Estado de Chile de reparar a la persona que ha sufrido una vulneración a sus derechos humanos.

No obstante lo anterior, comentó, al Instituto Nacional de Derechos Humanos le interesa destacar que el deber de reparación no sólo se satisface con la entrega de una indemnización monetaria, ya que se debe entender al concepto de “reparación” en un sentido integral, que comprende también otras medidas, como las de satisfacción, de no repetición, entre otras, y que este caso podría ser una buena oportunidad para mejorar esta propuesta y establecer que no sólo se deberán adoptar medidas respecto del caso específico de carácter monetario, sino también medidas de otra índole, como pueden ser las campañas educativas o medidas que se destinen a educar los patrones socioculturales que se encuentran en la base de la discriminación que son objeto varias personas o grupos específicos en la actualidad.

En síntesis, destacó que el Instituto Nacional de Derechos Humanos valora positivamente este proyecto de ley, también respalda que se incorpore el deber de prevención, pero para ello se debe consagrar en esta ley, tanto en su objetivo como en su definición, la inclusión de otro tipo de medidas, tales como campañas educativas, formación en materia de igualdad y no discriminación para funcionarios públicos y garantizar que algún ente dentro del órgano estatal vele para que estas medidas se cumplan. 

Luego, reiteró que el Instituto Nacional de Derechos Humanos respalda la incorporación de medidas de acción afirmativas y que no apoya la exclusión de las palabras “exclusión o restricción” de la definición de discriminación arbitraria, puesto que estos vocablos han sido incorporados por los instrumentos internacionales actualmente vigentes, como en las últimas convenciones que se han suscrito en el sistema interamericano en materia de igualdad y no discriminación.

En cuanto a la supresión del inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 20.609, que consagra una especie de presunción de legitimidad de algunos derechos reconocidos en la Constitución Política de la República por sobre el principio de igualdad y no discriminación, expresó que el Instituto Nacional de Derechos Humanos coincide con el proyecto de ley en estudio en la necesidad de eliminar dicho inciso para permitir que sea el juez, caso a caso, el que pondere si existió o no una discriminación y no establecer en abstracto qué tipo de situaciones no constituyen casos de discriminación.

Asimismo, refirió que el Instituto Nacional de Derechos Humanos valora la incorporación en la ley N° 20.609 del concepto de discriminación indirecta, dado que éste ha sido incluido en las últimas convenciones del Sistema Interamericano, lo que implica que esta propuesta coincide con los avances en la materia a nivel internacional. Con todo, advirtió a Sus Señoría que faltaría incluir a la discriminación estructural.

Posteriormente, señaló que el concepto de “reparación” no se puede restringir a medidas de carácter monetario, puesto que también engloba otras medidas, como las que ya mencionó durante su presentación, las que deberían consagrarse en forma expresa para evitar una interpretación restrictiva de la norma.

Por último, hizo presente a Sus Señorías la voluntad del Instituto Nacional de Derechos Humanos de colaborar y de participar en toda la tramitación de este proyecto de ley. 

La Honorable Senadora señora Pérez San Martín agradeció la disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos de participar durante toda la tramitación de este proyecto de ley.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, en cuanto a la propuesta de eliminar los conceptos “exclusión” y “restricción” contenida en el número 4) de este proyecto de ley, explicó que el sentido de esta modificación era evitar que se deje afuera al término “preferencia”, lo que motivó a los autores de la moción a mantener únicamente el concepto de “distinción”, con el fin de englobar todas las conductas discriminatorias y de darle una interpretación extensiva a esta norma.

La Abogada del Instituto Nacional de Derechos Humanos insistió que la norma internacional define a la discriminación arbitraria como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia”. En este sentido, consideró que sería más adecuado agregar el concepto de “preferencia”, que suprimir los vocablos de “exclusión” y “restricción”, que se refieren a tipos de actos discriminatorios.

Posteriormente, en sesión de miércoles 1 de julio de 2015, la Comisión recibió en audiencia al Doctor en Derecho de la Universidad de Oxford y Director del Centro de Justicia Constitucional de la Facultad de Derecho de la Universidad del Desarrollo, señor José Díaz de Valdés, quien señaló que realizará algunos comentarios al proyecto de ley en estudio y algunas observaciones sobre la ley vigente, que no están, necesariamente, comprendidas dentro de esta iniciativa. 

En términos generales, el proyecto apunta en la dirección correcta, toda vez que intenta perfeccionar algunos de los principales problemas de la llamada “Ley Zamudio”, la cual desde el punto de vista del derecho antidiscriminatorio, es muy deficiente.

Con respecto al texto del proyecto de ley, en primer lugar, se refirió a la discriminación positiva, contenida en el número 3), que propone incorporar una disposición que permite a los órganos de la Administración del Estado discriminar positivamente en favor de ciertos grupos. 

Sobre el particular, hizo presente que tiene algunas dudas de que una disposición de carácter tan genérico como ésta, sea materia de un proyecto de ley y no de una reforma constitucional. Comentó que existen varios casos que abordan la garantía constitucional de igualdad y de no discriminación que terminaron en el Tribunal Constitucional, porque en el fondo involucran una definición de cómo debe entenderse la igualdad.

A su vez, indicó que en Chile existen otras leyes que han establecido algún tipo de discriminación positiva, como la Ley de Pesca y la actual Ley de Educación. En estos casos, continuó, la norma sobre discriminación positiva no ha sido aprobada por el Tribunal Constitucional como una norma constitucional, por lo que esta inquietud podría no tener mayor transcendencia.

Luego, sugirió a Sus Señorías establecer algunos parámetros para definir la discriminación positiva, así como las limitaciones a la misma. Informó que existe una gran variedad de estas medidas, algunas específicas y otras muy controversiales. Una buena definición podría excluir las últimas exigiendo, por ejemplo, el respeto al mérito o a la consideración individual de las personas, evitando así que las cuotas operen automáticamente. Por ello, propuso afinar con mayor detalle el nuevo inciso tercero propuesto para el artículo 1° de la ley N° 20.609, tal como se ha hecho en otros ordenamientos jurídicos. Así, subrayó, se precisan las medidas de acción afirmativas que podrían establecer los órganos de la Administración del Estado.

En segundo lugar, se refirió a la supresión del inciso tercero del artículo 2°. Sobre este punto, apoyó la propuesta, dado que esta disposición intenta crear una suerte de jerarquía entre derechos fundamentales, dejando a la no discriminación bajo otras garantías constitucionales. Sin embargo, consideró, existen casos en que los derechos fundamentales entran en conflicto y ahí hay que tomar una decisión. Con la eliminación de este inciso se entrega al juez la decisión de analizar en cada caso en concreto qué derecho prima, lo que en su opinión es lo correcto, pero expresó que esta materia debe quedar clara en la norma. 

En su opinión, el legislador no tiene competencia para establecer jerarquías de derechos fundamentales, ya que la Constitución Política de la República no lo hace, por lo que tampoco correspondería a los legisladores hacerlo. En el caso de la Ley de Educación, dijo, se intentó hacer primar la no discriminación por sobre la libertad de enseñanza, lo que fue declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional en una de sus últimas sentencias.

En consecuencia, reiteró, al suprimir esta norma se entrega al juez la facultad de definir en cada caso en que exista un conflicto de derechos fundamental cuál será el que prima.

En tercer lugar, abordó la discriminación indirecta, que reconoce este proyecto de ley, la que surge cuando se está ante una norma aparentemente neutra que impacta a un grupo determinado de la población. A modo de ejemplo, mencionó el caso en que se exige como requisito para ingresar a las Fuerzas Armadas, medir más de 1,80 metro. Esta exigencia sería aparentemente una norma neutra, que afecta desproporcionalmente a las mujeres chilenas y a algunos descendientes de los pueblos indígenas, sin justificación suficiente. En efecto, la discriminación indirecta afecta a personas como miembros de ciertos grupos postergados o no. En otras palabras, es la pertenencia al grupo lo que da sentido a esta clase de discriminación.
Sobre el particular, indicó que la definición del proyecto omite esta vinculación, consagrando una discriminación indirecta que no requiere referencia a grupo alguno de  pertenencia. No sólo se trata de una posición que riñe con la historia y la naturaleza del concepto de discriminación indirecta, sino que se ignora cómo se podría poner en aplicación.  En síntesis, la experiencia comparada en la materia formula la discriminación indirecta en torno a la pertenencia a grupos, lo que debiera ser recogido en el proyecto. 

Por último, respecto a la acción de indemnización de perjuicios, manifestó su  apoyó la propuesta de interponer la demanda de indemnización perjuicios junto con la acción de no discriminación, no obstante, indicó que debe perfeccionarse el procedimiento, porque el derecho constitucional para proteger los derechos fundamentales consagra dos vías, a saber: las acciones cautelares y las acciones declarativas. Las primeras, son rápidas y urgentes, y el típico ejemplo son los recursos de protección, en que tienen poca prueba, escasa discusión y se resuelven inmediatamente. Las segundas, son acciones de largo tiempo, tienen bastante prueba y discusión. Por ello, dijo, en el ámbito de los derechos fundamentales, normalmente, se prefieren las primeras, como ocurre en el área laboral y en la Ley de Antidiscriminación.

En el caso de la acción de indemnización de perjuicios, acotó, en nuestro ordenamiento jurídico se le vincula a juicios declarativos, por lo que en su opinión no basta con incorporarla, sino que además se requiere de un mayor estudio y considerar otras modificaciones en materia de prueba, plazos y discusión, para que ello no tenga que ser definido necesariamente por el juez.

Posteriormente, se refirió a algunas materias adicionales que debiera considerar el proyecto.

Al respecto, mencionó Las Categorías Sospechosas, que corresponde a una sospecha de distinción sin fundamento por sexo, raza, orientación sexual o religión, u otras, que dice al juez que está ante una discriminación arbitraria. Acotó que no se trata de una condena per se, ni de una prohibición de distinción, porque en ciertos casos puede ser razonable utilizar estos criterios para diferenciar, por ejemplo se pueden establecer ciertos beneficios exclusivamente para la mujer embarazada, lo que, sin duda, no es discriminatorio.

Resaltó que el efecto práctico de estas sospechas se traduce en que el juez debe exigir, para legitimar la diferencia un mayor estándar de justificación. Con todo, observó que la ley vigente no establece el efecto de las categorías sospechosas, puesto que se remite a señalar que se trata de un tipo de discriminación arbitraria, pero sin precisar el efecto práctico para el juez, lo que en su opinión debería ser solucionado siguiendo al derecho comparado que en esto es bastante uniforme y, a la vez, ayudaría a mejorar la definición de discriminación arbitraria que no es del todo clara al incorporar estas categorías sospechosas.
Insistió en que la correcta consagración legislativa de categorías sospechosas requiere de dos cosas:

Uno, la enumeración  de ciertas características o rasgos personales que, como regla general, no deben ser utilizados para establecer diferencias entre individuos, tales como el sexo o la religión, y
Dos, enunciación expresa de las consecuencias de su utilización, cual es subir el nivel de exigencia que el juez utilizará para analizar la racionalidad de la medida. Es decir, cuando una norma utiliza alguno de estos rasgos, el juez debe “sospechar” acerca de su constitucionalidad. Así, cuando se le intente probar la racionalidad de la diferencia de trato, debe exigir más: el estándar de convencimiento sube.
En seguida, mencionó la Discriminación entre Privados y señaló que la Ley Antidiscriminación  extiende la prohibición legislativa de discriminación a los privados en forma general. Sin embargo, la intensidad, las modalidades y los límites de dicha prohibición no son los mismos que la que se aplica al Estado. Por ejemplo, citó, existen ámbitos de relaciones entre privados en que el Estado no puede exigir tal prohibición, como la elección del cónyuge. Algo similar puede ocurrir respecto de la discriminación indirecta o por omisión, que puede ser más difícilmente exigible a los privados que al Estado.

Es decir, continuó, la prohibición de la discriminación privada no puede ser de igual entidad e intensidad que la impuesta a los entes públicos, puesto que se vulnerarían otros bienes jurídicos fundamentales, como el derecho a la vida privada, la libertad de conciencia, entre otros.

Sin perjuicio de que el proyecto reconozca autonomía a los jueces en esta materia, también es posible que les entregue ciertas orientaciones.

Resaltó que cualquiera sea la fórmula elegida, es fundamental tener presente dos consideraciones:

La Constitución Política de la República no establece una jerarquía entre los diversos derechos fundamentales, con la posible excepción del derecho a la vida, por lo que el legislador tampoco puede hacerlo, y que el legislador no puede eliminar el rol del juez en materia de no discriminación. Destacó que lo crucial de todo juicio de discriminación es el test de racionalidad, es decir, si la diferencia hecha es o no racional o razonable, cuestión que depende del contexto concreto y que el legislador no puede resolver a priori, en abstracto. Más aún, apuntó, en las discriminaciones entre privados surgen muchas veces conflictos de derechos, lo que exige la intervención del juez.

Así, concluyó, la prohibición de discriminación entre privados no opera igual que para el Estado, puesto que se trata de una discriminación más complicada. Comentó que se ha prohibido la discriminación entre privados, pero centrándose en algunas relaciones, como en el área laboral o en la de seguros; otros, se fijan en el sujeto objeto de la discriminación, prohibiéndose para estos efectos discriminar por raza, sexo u orientación sexual, entre otros criterios; otros, se basan en el tipo de bien jurídico afectado, como por ejemplo puede ser la prohibición de afectar la dignidad de las personas. Resaltó que aquí se tiene toda una variedad de elementos que se pueden utilizar. 

A continuación, mencionó la inclusión de la Acomodación.  La acomodación consiste en la adaptación o relajación de ciertas reglas de carácter general, de forma de permitir la inclusión de personas que de otra forma quedarían excluidas. Así por ejemplo, un empleador de trabajadores de distintas religiones que realizan turnos laborales, puede organizar tales turnos de forma de que los judíos observantes no trabajen los sábados o los católicos los domingos.

Sostuvo que la acomodación es una gran herramienta  que facilita la inclusión mediante arreglos voluntarios entre las partes involucradas y agregó que en derecho comparado se usa bastante y sugirió incluir y promover la acomodación en el proyecto como mecanismo idóneo para resolver problemas de discriminación.

Por otra parte, refirió la Multidiscriminación, que es aquella que sufre una persona que pertenece simultáneamente a más de un grupo desaventajado. Es decir, cuando se establecen medidas a favor de un inmigrante discapacitado o una persona de una etnia originaria pobre y anciana.  

Advirtió que esta discriminación es especialmente difícil de combatir, ya que normalmente las políticas anti discriminación se centran en un solo factor, como el sexo o la etnia, y no son capaces de lidiar adecuadamente con la multidiscriminación. Con todo, consideró, positivo que el proyecto se refiera a la multidiscriminación reconociéndola no solo como un problema serio, sino también ordenando a los órganos estatales a considerarla según la realidad de sus respectivas áreas de acción.
Luego, trató el tema de la Intención. Informó que en distintos ordenamientos jurídicos se cuestiona si es necesaria la intención para exista una discriminación. Desde el punto de vista de la víctima, sostuvo, la intención del victimario de discriminar es irrelevante, sin embargo, desde el punto de vista de los remedios procesales y de las sanciones sí que es relevante. Resaltó que es distinto cuando uno discrimina, porque piensa que la otra persona es inferior a uno, a cuando se realiza una discriminación indirecta o neutra en que la persona no se percató que está discriminando a otra. En consecuencia, arguyó, la intención tiene importancia para efectos de la sanción, más que en el diseño de la definición misma de no discriminación.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Doctor en Derecho del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales, Profesor Tomás Vial, quien luego de acompañar una minuta, felicitó a los autores de la moción y señaló que en reiteradas ocasiones han hecho presente las falencias de que adolece la Ley de Antidiscriminación.

En seguida, indicó que para comenzar el estudio de esta iniciativa se debe considerar toda la normativa internacional que Chile ha ratificado y que lo obliga, lo que, necesariamente, les da un marco que no pueden obviar, que le impone obligaciones al Estado y que, además, entrega conceptos y definiciones. Así, subrayó, habría que revisar el marco internacional aplicable a esta materia, que cada día es más extenso y que incluye una abundante jurisprudencia y doctrina en materia de discriminación. 

Hizo presente que dado que en Chile recién se está formando una incipiente legislación en materia de no discriminación, se debe, también, recurrir a la legislación comparada y al derecho internacional vigente, que entrega definiciones y consagra obligaciones, que pueden ayudar a mejorar la ley N° 20.609.

Además, resaltó que es necesario contar con un  organismo ejecutor en materia de no discriminación, puesto que lo que hoy se tiene en Chile equivale a una Ley de Transparencia sin un Consejo de Transparencia, como sucedió entre los años 1999 y el 2008 con la Ley de Acceso a la Información Pública. Al efecto, expresó, se debe aprobar una ley que cree este organismo y que es materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República. 

Reiteró que se debe crear un órgano estatal con fuertes capacidades que vele por la no discriminación, de lo contrario, argumentó, no se podrá avanzar en la materia, dada las complejidades culturales y económicas que tiene. Detalló que existe bastante experiencia comparada y modelos, como el de Estados Unidos que en el año 1964 creó la “Civil Rights Act” e Inglaterra con la “Quality Commission”.

En términos generales, reseñó que se debe mirar el derecho internacional vigente en Chile y avanzar hacia una orgánica que aborde los puntos sobre quién y cómo.

A reglón seguido, reiteró que varias de las observaciones que tienen a la Ley de Antidiscriminación han sido recogidas por este proyecto de ley, lo que se consagra en la minuta que acompañó al iniciar su exposición. Al efecto, informó, desde el año 2013 han publicado varios artículos sobre este tema. Sin perjuicio de lo anterior, expuso que falta reforzar la acción de no discriminación, para lo cual existen dos mecanismos de carácter procesal que se pueden adoptar: uno, aprobar la propuesta que permite demandar conjuntamente una indemnización de perjuicios y, otra, invertir la carga de la prueba.

En cuanto a la carga de la prueba, señaló que probar que uno es sujeto de un acto de discriminación en ciertas ocasiones puede resultar bastante difícil, como puede ser el caso en que se tenga que demostrar que a una persona le pagaron menos sueldo o que tiene menores posibilidades de ascenso. Acotó que la norma procesal actual de tutela laboral señala que cuando existen indicios suficientes de que se ha producido una vulneración de derechos fundamentales corresponderá al denunciado explicar los fundamentos de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad. Ello implica que, pasado cierto estándar, el que realiza la acción, en este caso el empleador, es el que tiene que probar la razonabilidad de la distinción del menor sueldo o de la negación del ascenso. 

Para estos efectos, sugirió, extender este estándar ya vigente en materia laboral a la Ley de Antidiscriminación, lo que permitiría dar más fuerza a la acción de no discriminación. De esta manera, continuó, quien tendrá que probar que la medida es razonable es quien la efectúa, invirtiendo la carga de la prueba, lo que, sin duda, dará mayor efectividad a  esta acción. 

En seguida, formuló algunas observaciones a los planteamientos del Profesor Díaz de Valdés. En particular, se refirió a sus comentarios sobre la discriminación privada. Indicó que es cierto que la discriminación tiene asimetrías cuando es pública o privada, pero eso no es algo nuevo, porque el recurso de protección siempre se ha aplicado en ambos casos. Al efecto, detalló, la acción de no discriminar y de respetar el derecho a la vida privada siempre se ha aplicado a todas las personas y respecto de ello no existen dudas en nuestro derecho, aunque impliquen conflictos de derechos fundamentales. 

Informó que ello en otros países ha sido legislado con bastante precisión, como ocurrió con la Ley Inglesa sobre la Igualdad, que consagra un balance entre la libertad individual, la empresa y la obligación de no discriminación. 

Resaltó que no es nuevo obligar a los privados a respetar los derechos humanos y, en especial, al principio de no discriminación, aunque se trate de derechos conflictivos, como puede darse con la libertad religiosa y la libertad de enseñanza. Hasta ahora, continuó, los jueces han tenido que enfrentar esta realidad por medio de un juicio de razonabilidad. 

En este sentido, consideró que prefiere mantener la legislación vigente, ya que la Constitución Política de la República obliga a todos, ya sean particulares o agentes del Estado, a respetar los derechos humanos, puesto que la obligación de no afectar es universal.

Antes de terminar, indicó que el resto de las observaciones están contenidas en la minuta cuya copia se acompaña.
Terminada la ronda de audiencias se intercambiaron opiniones y al respecto la Honorable Senadora señora Pérez San Martín luego de agradecer a los expositores sus presentaciones y, a propósito del tema de la institucionalidad, recordó que está en trámite en la Cámara de Diputados el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, que tiene por finalidad planificar, promover, ejecutar y fiscalizar los programas y políticas públicas en materia de derechos humanos. Agregó que existe otra iniciativa que tipifica la incitación al odio racial y religioso, que castiga a quienes promuevan el odio contra los grupos más vulnerables. Remarcó que ambos proyectos complementan la Ley de Antidiscriminación y que en cierta medida recogen la inquietud planteada por el Doctor en Derecho, señor Tomás Vial, en relación con la ausencia de un órgano que supervigile el cumplimiento de los derechos fundamentales.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, comentó que le sorprende que la Ley de Antidiscriminación castigue al sujeto discriminado que no pudo probar los fundamentos de su acción de no discriminación a pagar una multa, además de las costas del juicio, lo que motivó su propuesta de eliminar esta norma. 

Así también, considera razonable incorporar una norma que permita demandar la indemnización de perjuicios en los casos de discriminación arbitraria, sin tener que iniciar un procedimiento adicional, aunque reconoció que ello podría generar algunas complejidades procesales, las que deberían ser resueltas durante la discusión de esta iniciativa. Por lo anterior, solicitó a los expositores que remitan a la Comisión sus propuestas sobre el particular.

En cuanto a invertir la carga de la prueba, señaló que es extremadamente difícil probar lo que uno no hace. Al efecto, resaltó que es más difícil probar que una persona no discrimina, que acreditar que una persona ha sido discriminada, ya que ésta se traduce en hechos concretos. 

El Honorable Senador señor Quinteros valoró la presentación de este proyecto de ley y anunció que votará a favor de la idea de legislar.

El Honorable Senador señor Matta en relación a la intencionalidad del acto discriminatorio, preguntó cómo se podría acreditar la intencionalidad ante un tribunal, dado que se trata de un tema subjetivo. Complementó que la intención en este caso implicaría una intención dolosa o de mala fe. Destacó que es complicado juzgar intenciones y estimó que habría que precisar la forma y la manera en que se prueba. 

Así también, solicitó mayor información sobre la discriminación por sospecha, término subjetivo, que parte de una calificación, a priori, y  pidió mayor precisión en la discusión.

Además, manifestó cierta preocupación por la relación entre privados, porque se podría abusar de la acción de discriminación. Preguntó si esto, también, se extiende a las relaciones laborales, incluyendo situaciones en que se habilite a un trabajador a interponer una acción de no discriminación por sentirse discriminado por recibir un sueldo más bajo.

Con todo, señaló que está de acuerdo en prohibir la discriminación arbitraria, pero alertó a Sus Señorías a evitar que se abran compuertas que permitan la interposición de una gran cantidad de acciones por discriminación sin mayor fundamento. 

El Profesor Díaz de Valdés estimó que no sería positivo colocar todos los esfuerzos en la judicialización de estos problemas como una vía para mejorar esta ley. Prefiere soluciones que no son, necesariamente, judiciales. Expresó que ello podría lograrse con un sistema de conciliación obligatorio, que esté a cargo de una persona capacitada para promover el acuerdo. 

En cuanto a las categorías sospechosas, señaló que si bien todas las sociedades reconocen la igualdad ante la ley, se han dado cuenta que existen ciertos grupos que siempre quedan marginados y frente a estos casos surge el concepto de categoría sospechosa. 

En el caso de las categorías sospechosas, se considera un test de proporcionalidad más alto, porque se trata de criterios que se utilizan constantemente para discriminar a ciertos grupos, lo que implica exigir una razón bien justificada.

Complementó que las categorías sospechosas, normalmente se fijan en las Carta Fundamentales o en la ley, como ocurre en Chile en el Código del Trabajo, en la Ley del Consumidor y en la Ley Zamudio. En esos casos, los jueces exigen una mayor razonabilidad para justificar la acción y se le da una mayor amplitud para resolver. Resaltó que no son categorías prohibidas, sino que exigen mayor justificación.

Con respecto a la inquietud de que esto podría abrir la puerta para que cualquier acción de distinción sea considerada arbitraria, señaló que por ello, en los casos en que no se aplica una categoría sospechosa, se usa un test de proporcionalidad de menor exigencia y que bastaría con justificar la razonabilidad de la acción. Indicó que esto haría bajar el peligro de una desmedida judicialización.

En materia de intencionalidad, reconoció que se trata de un tema complicado, pero sostuvo que no es justo que se sancione de igual forma a una persona que quiso hacer daño fundada en prejuicios, de otra que sin querer discriminó indirectamente sin que lo supiera. Consideró que en este último caso, bastaría con que se corrija el acto y que no debería acogerse la demanda de indemnización de perjuicios, porque ello podría resultar desproporcionado. 

En sintonía con lo anterior, indicó que uno puede distinguir entre discriminación directa e indirecta. En el caso de la discriminación directa, estimó que no tendría sentido exigir la intención, porque es bastante obvia, en cambio, en la indirecta sí se debería probar la intención para efectos de sancionarla.

Luego, si bien apoyó la propuesta de autorizar la presentación de una demanda indemnización de perjuicios, indicó que se debe tener cuidado con judicializar en exceso este tipo de conflictos y evitar frivolizar la presentación de la acción de no discriminación con el fin de obtener un beneficio económico, por eso se mostró partidario de optar por una conciliación obligatoria.

El Profesor Vial con respecto a la posibilidad de incentivar un uso frívolo de la acción de no discriminación, hizo notar que este proyecto de ley y sus propuestas no innovan en la materia, puesto que gran parte de éstas ya existen en el Código del Trabajo. Al efecto, dio cuenta que hoy existe una suerte de competencia entre el Estatuto Laboral y la Ley Antidiscriminación, porque ambas prohíben discriminar, por lo que el trabajador debe decidir cuál de las dos vía es la que más le conviene utilizar. 

Hoy, apuntó, sin duda le conviene ampararse en la tutela laboral, porque, entre otras, cosas le permite solicitar una indemnización de perjuicios. Pero, sí ahora se aprueba la presentación simultánea de la indemnización de perjuicio con la acción de no discriminación, ello haría más discutible cuál de las dos acciones seguir. En este sentido, remarcó, no existirá una innovación radical al agregar esta facultad.

Además, informó que el procedimiento de la tutela laboral tampoco se trata de un proceso demasiado extenso, por lo que planteó que podría servir de modelo para los aspectos procesales que pudieren incorporarse para dar viabilidad a la demanda de indemnización de perjuicios.

En materia de prueba, aclaró que él no propone acreditar hechos negativos, sino que el agente pruebe que ha actuado razonablemente. Resaltó que este sistema de prueba hoy se aplica en materia laboral, teniendo el empleador que probar los fundamentos de las medidas y su proporcionalidad, es decir, por qué despidió a un trabajador o por qué no lo ascendió. Agregó que estos aspectos sólo pueden probarlo quien adoptó la medida. 

Reiteró que estos temas no son temáticas nuevas  y  que si se incorporan en la Ley de Antidiscriminación ello permitiría darle más poder a esta herramienta legal.

El Profesor Díaz de Valdés complementó que en la práctica laboral, en materia de no discriminación, existe un escaso número de fallos, lo que se debe en gran parte al incentivo de que las partes lleguen a un acuerdo en el proceso, lo que refuerza su propuesta de aprobar un sistema de conciliación obligatorio dentro del proceso de no discriminación.

En seguida, el Honorable Senador señor Matta planteó un caso en que un grupo de familias gitanas solicitan autorización para instalarse en un sitio eriazo en poder de la municipalidad. El municipio le niega la autorización a solicitud de los vecinos y preguntó a los profesores cómo calificarían esta denegación.

El Profesor Díaz de Valdés respondió que la calificación depende de las circunstancias de cada acto, por ejemplo, si la municipalidad ha denegado este permiso a todos quienes se lo han solicitado.

El Honorable Senador señor Matta aclaró que se trata de la primera denegación y acotó que los vecinos se opusieron por un tema de higiene, de malas prácticas y por la ruptura de la paz del vecindario.

El Profesor Díaz de Valdés, afirmó, si la denegación se funda en esos criterios se trata de un acto discriminatorio.

El Honorable Senador señor Matta consultó si en ese caso las familias de gitanos tendrían derecho a instalarse en el sitio o a ser indemnizadas.

El Profesor Díaz de Valdés respondió afirmativamente, porque existe un daño que ser reparado. Con todo, la resolución que adopte el juez depende del caso en concreto, porque a lo mejor si el municipio prueba la razonabilidad de su actuación, ya que sanitariamente ese campamento no podría durar más de tres días. Así, habría una justificación razonable, que permitiría a la municipalidad fundar su acción.

El Honorable Senador señor Matta planteó otra hipótesis, un muecín que comienza sus prácticas y cánticos en la madrugada en una mezquita musulmana, lo que motivó a los vecinos a presentar una queja. Aquí, detalló, estaría en pugna la libertad religiosa versus el derecho de las personas a dormir en paz.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe indicó que probablemente en esos casos el juez tiene algo que decir, porque se trata de situaciones en que pugnan derechos de distintas personas.

El Profesor Vial comentó que la casuística es infinita y opinó que estos asuntos no debieran ser resueltos por los jueces. Acotó que en los países que son sociedades multiculturales estos temas se regulan a través de ordenanzas municipales u otros instrumentos legales.

Al efecto, dio cuenta que siempre se han dado este tipo de conflictos de derechos y la verdad que el juez debería ser el recurso final. Por ello, subrayó, la importancia de legislar sobre los criterios para resolver los conflictos de derechos fundamentales, mediante una legislación razonable, que considere todos los intereses y derechos en juego. 

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe apuntó que se trata de una materia que debería regularse con bastante cuidado, para resguardar los intereses de todos. 

El Profesor Vial comentó que se trata de una materia muy sensible en todo el mundo y que como sociedad recién se comienza a abordar. Por ello, apuntó, se debe analizar la experiencia de décadas que tienen otros países en materia legislativa y administrativa.

El Profesor Díaz de Valdés, a diferencia de lo que opina el Profesor Vial, indicó que el corazón de los juicios de discriminación debe seguir radicado en el juez, aunque comparte la idea de evitar la judicialización y promover medidas de conciliación. 

Consideró que a lo más el legislador podría orientar al juez, pero que el test de razonabilidad es esencialmente contextual y que, por ello, debe ser aplicado en cada caso en particular. En consecuencia, opinó, el juez debe estudiar el caso y resolver usando su sentido común, lo que permitiría construir lentamente una suerte de jurisprudencia, que podría ordenar las soluciones de este tipo de conflictos. Así, estimó que el legislador no puede sustituir al juez en esta materia.

En seguida, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe le consultó al Profesor Díaz de Valdés su opinión sobre la propuesta de invertir  la carga de la prueba.

El Profesor Díaz de Valdés resaltó que la máxima en materia procesal es que quien alega algo debe probarlo, sin embargo, en el ámbito laboral la ley dice que basta con que se acrediten indicios, que no constituyen una prueba completa, para que se invierta la carga de la prueba. Precisó que esto si bien en teoría se ve como algo positivo, en la práctica nadie sabe cómo funcionan los indicios, por lo que algunos han dicho que la prueba de los indicios ha perjudicado a los trabajadores y, otros, que no han sido ningún aporte para los jueces. 

En su opinión, es una buena propuesta, pero tiene el defecto de que no consagra cómo se concretizará la bajada de estándar. Al efecto, comentó que, para estos efectos, en varios Estados de Estados Unidos se permite la prueba estadística, especialmente, para la discriminación indirecta. Para explicar cómo opera, mencionó el caso de una mujer que postula a un trabajo y que es no seleccionada, por ello recurre a la justicia aportando prueba estadística, que en los últimos veinte años en ese trabajo sólo se han aceptado a dos mujeres, siendo que la población es igual entre hombre y mujeres.

El Profesor Vial complementó que la prueba estadística ha sido una creación jurisprudencial.

El Profesor Díaz de Valdés acotó que los Estados de Ohio y Michigan tienen regulada este tipo de prueba. Con todo, opinó, que no correspondería alterar completamente el peso de la prueba, porque eso implicaría modificar una regla de derecho básica, cual es quien alega algo debe probarlo.

Terminado el intercambio de opiniones, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, hizo presente que se votará la idea de legislar sin perjuicio de continuar, durante la discusión particular, con las audiencias.

- En votación en general el presente proyecto de ley, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe, y señores Matta y Quinteros.

 -  - -
TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Modifíquense la ley N° 20.609 que establece Medidas contra la Discriminación en el siguiente sentido:

1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 1° por el siguiente: 
"Artículo 1°.- Propósito de la ley. Esta ley tiene por objetivo fundamental prevenir, eliminar y sancionar todas las formas de discriminación arbitraria que se ejerzan contra cualquier persona.".
2) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 1° la frase "a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes", por la siguiente: "prevenir todo tipo de discriminación arbitraria y garantizar además a toda persona, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes".
3) Incorpórase un inciso tercero, nuevo, en el artículo 1°, del siguiente tenor:

"Asimismo, los órganos de la Administración del Estado podrán establecer medidas especiales destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas discriminadas arbitrariamente.".
4) Elimínase en el inciso primero del artículo 2°, la frase", exclusión o restricción".
5) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 2°, luego de la palabra "particulares," la conjunción "y" por "o".
6) Suprímese el inciso tercero del artículo 2°.
7) Agrégase un nuevo inciso final al artículo 2° en los siguientes términos: 
"La discriminación arbitraria puede ser directa o indirecta. Por discriminación arbitraria indirecta se entiende la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros pone a una persona en desventaja particular con respecto a otra u otras personas, salvo que dicha disposición, criterio o practica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.".
8) Incorpórase en el inciso segundo del artículo 5°, luego del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:

"En ella también podrá solicitarse una indemnización si correspondiere.".
9) Incorpórese en el inciso primero del artículo 12°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 
"Deberá pronunciar también sobre la indemnización correspondiente en caso de haberse solicitado oportunamente y siempre que proceda en derecho". 
10) Elimínase el inciso tercero del artículo 12°.”.
- - -

Acordado en las sesiones celebradas los días 3, 10 y 17 de junio, y 1 de julio de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Presidenta), señora Lily Pérez San Martín, y señores Manuel Antonio Matta Aragay, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Rabindranath Quinteros Lara. 


Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2015.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario. 
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR ARAYA, SEÑORA GOIC Y SEÑOR DE URRESTI CON LA QUE INICIAN UNA REFORMA CONSTITUCIONAL QUE TRASLADA DEL N° 7° AL N° 24° DEL ARTÍCULO 19 DE LA CARTA FUNDAMENTAL LA PENA DE CONFISCACIÓN DE BIENES Y LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS PREVISIONALES

(10.179-07)

El artículo 19 N° 7 de la Constitución Política de la República, en las letras g) y h), prescribe: “Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas: 7º.- El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual. En consecuencia: g) No podrá imponerse la pena de confiscación de bienes, sin perjuicio del comiso en los casos establecidos por las leyes; pero dicha pena será procedente respecto de las asociaciones ilícitas; h) No podrá aplicarse como sanción la pérdida de los derechos previsionales”.

El Acta Constitucional N° 3, antecedente directo del capítulo constitucional relativo a los derechos y deberes de los ciudadanos, lo contemplaba en similares términos, en el artículo 1° numeral 6°, letra e), el cual prescribía: “Artículo 1° Los hombres nacen libres e iguales en dignidad. Esta Acta Constitucional asegura a todas las personas: 6.- El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual y, en consecuencia, los derechos de residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, a condición de que se guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros”, y luego en la enumeración, establecía: “e) En las causas criminales no se podrá obligar al inculpado a que declare bajo juramento sobre hecho propio; así como tampoco a sus ascendientes, descendientes, cónyuge, y demás personas que, según los casos y circunstancias, señale la ley.- No podrá imponerse como sanción la pérdida de los derechos previsionales ni la pena de confiscación de bienes, sin perjuicio del comiso en los casos establecidos por las leyes.- Sin embargo, será procedente la pena de confiscación de bienes respecto de las asociaciones ilícitas”.

Como se puede apreciar, en nuestro texto constitucional actual, el uso de la expresión “en consecuencia” da cuenta de que todo el listado de literales que aparece después son una manifestación del derecho a la libertad personal y la seguridad individual que nuestra Carta Fundamental garantiza a todas las personas, sin embargo, las letras g) y h) no son expresión de dichos derechos constitucionales, tal como lo expondremos más adelante.

Concepto de libertad personal y seguridad individual

Tal como da cuenta Pérez Mellado, “la doctrina comparada señala que las expresiones libertad personal y seguridad individual hacen referencia a la posibilidad de la persona de determinar libremente su conducta, de actuar, también libremente, de conformidad con dicha determinación sin que esa actuación, siempre que sea lícita, sufra interferencias o impedimentos por parte de terceros y, especialmente, por parte de los poderes públicos. Se reconoce a la persona una potestad de autodeterminación y autoorganización que implica la capacidad de adoptar y ejecutar libremente las propias decisiones”2. 

Para la doctrina nacional, se suele considerar a la libertad personal como un derecho distinto de la seguridad individual. En este sentido podemos citar al profesor Cea Egaña, quien señala al respecto que “trátese, por ende, de dos derechos distintos, aunque vinculados y complementarios, al extremo que el primero (libertad personal) carece de sentido práctico en ausencia o insuficiencia del segundo (seguridad individual). Ambos se conjugan con cualidad esencial, de modo que poco o nada sirve la proclamación de la libertad individual sin la seguridad personal (sic), ni ésta tiene objeto cuando no cabe gozar de aquella”.

La libertad personal para el profesor Nogueira Alcalá, “es el derecho de toda persona a que los poderes públicos y terceros no interfieran en la esfera de autonomía personal, vale decir, de disponer de su propia persona y de actuar determinado por la propia voluntad sin otras limitaciones que las que imponen el medio natural, los derechos de los demás y el ordenamiento constitucional”3.

Por su parte, la seguridad individual “dice relación con el conjunto de acciones y recursos, deberes y prohibiciones destinados a que la persona natural, titular del derecho a la libertad de movilización, pueda ejercerlo realmente, sin temores de ser ilegítimamente amenazada, impedida o perturbada de hacerlo y que, si ocurren hechos que vulneran ese atributo, pueda obtener su pronto remedio y sanción, sea obrando ex ante o ex post”4.

La confiscación de bienes, el comiso y la pérdida de los derechos previsionales

La confiscación consiste en “privar al titular de sus bienes y aplicarlos al Fisco. En otras palabras, en el Estado de Derecho se trata de una pena, impuesta con sujeción al proceso justo, cuya secuela es la privación de bienes, los cuales pasan al dominio estatal. Consiste en la privación del patrimonio, total o parcialmente, que es dominio de una persona natural o jurídica, para aplicarlo en beneficio del Estado-Fisco, sin pagar indemnización por ello”5.

El comiso se puede definir, en base a lo prescrito por el artículo 31 del Código Penal como aquella pena que consiste en la pérdida de los efectos que provengan del delito y de los instrumentos con que se ejecutó, cuando la persona a la que se imponen es responsable del crimen o simple delito.

Finalmente, la pérdida de los derechos previsionales era una pena, que también se aplicaba como sanción administrativa, que existió antes de nuestra carta fundamental, en nuestro ordenamiento jurídico. Su eliminación obedeció principalmente a que la responsabilidad penal por esencia es personal, es decir, sus consecuencias no deberían afectar a una persona distinta del penalmente responsable. En este sentido, se considera que la pérdida de derechos previsionales es una vulneración a tal principio, ya que implica sanciones para la familia o personas cercanas. A este respecto, el profesor Nogueira Alcalá señala que “En cuanto a la eliminación de nuestro ordenamiento jurídico de la sanción de pérdida de los derechos previsionales, ella forma parte de nuestro ordenamiento jurídico desde la vigencia de la Ley N° 17.902 del 15 de febrero de 1973, ley que derogó el N° 4 del artículo 38 del Código Penal y la disposición pertinente del Estatuto Administrativo. La Comisión de Estudios de la Nueva Constitución estudió la materia y estimó que debía ser garantizada constitucionalmente la no afectación de derechos previsionales, ya que ello trascendía a la persona que se sancionaba involucrando a su familia”6.

Opiniones doctrinales respecto a la ubicación de las letras g) y h) del artículo 19 N° 7

Destacados constitucionalistas de nuestra doctrina nacional, entre los que podemos destacar algunos miembros que trabajaron en la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, han sido críticos en cuanto a la ubicación de los literales en comento.

Tal como da cuenta el profesor Evans de la Cuadra, “la indicación que prohíbe la sanción de pérdida de derechos previsionales en todo ámbito, sea penal o administrativo, fue planteada por don Sergio Diez en la Sesión 114 antes citada7, aunque el señor Diez había ya anticipado esa inquietud cuando comenzaron los trabajos de la Comisión. La idea fue aprobada de inmediato, aunque hubo diferencias de criterio acerca de la ubicación del precepto, ya que algunos sosteníamos que debía incluirse dentro de la garantía del derecho de propiedad”8.

Por su parte, el profesor Cea Egaña, refiriéndose a la letra g) del artículo 19 N° 7 de la Constitución,  señala que “esta disposición no tiene relación alguna con la libertad personal ni la seguridad individual. Por error, que es evidente, ella quedó en el numeral 7, siendo lo correcto insertarla en el artículo 19 N° 24, sobre el derecho de propiedad o, con menor exactitud, en las bases constitucionales del derecho penal y procesal penal, contempladas en el numeral 3 de ese artículo”9.

Y luego, al referirse a la prohibición de aplicar la sanción de pérdida de los derechos previsionales, comenta: “Esta norma tampoco tiene ligamen alguno con la libertad personal. Es un error de ubicación del precepto, pero que implica consecuencias relevantes.- Efectivamente, para defenderse de los atentados contra los derechos previsionales, v.gr, el desconocimiento de la jubilación, el montepío o la asignación por cargas familiares, es menester que el afectado deduzca el recurso de amparo o habeas corpus, y no el recurso de protección, lo cual resulta paradojal. Sirve esta ilustración para demostrar que la ubicación del precepto puede tener secuelas importantes en la interpretación y aplicación de la Carta Fundamental”10.

Por otra parte, el profesor Nogueira Alcalá señala que “esta disposición contenida en el artículo 19 N° 7 de la Constitución, no tiene ninguna relación con el derecho asegurado y protegido por este numeral, sin que exista razón que justifique su tratamiento vinculado a la libertad personal y la seguridad individual, siendo materias más vinculadas al ámbito patrimonial”11.

Finalmente, el profesor Aldunate señala que “las letras g) y h) del número 7 del artículo 19 de la Constitución, hacen referencia al hecho de que están estrictamente prohibida ciertas sanciones de tipo patrimonial y previsional ya que en ambos casos se entiende que estos derechos no tienen relación con las sanciones de tipo personal que puede sufrir una persona, producto de sus actos que le priven de libertad, quedando de esta forma además protegidos de forma incorrecta ya que producto de ser tratado como libertad individual, en ambos casos procede el recurso de amparo, siendo correcta la aplicación del recurso de protección, puesto que se trata de derechos de tipo patrimonial”12.

En conclusión, hay un parecer prácticamente unánime en la doctrina constitucionalista nacional en orden a la mala ubicación de los preceptos de los literales g) y h) del artículo 19 N° 7 de nuestra Constitución política de la República, lo que lleva a consecuencias sistemáticas no menores. Una modificación en este sentido si bien no establece grandes cambios en nuestra Constitución, la deja ordenada de manera más sistemática, lo que puede ser importante como antecedente para el proceso de cambio constitucional que se ha anunciado por parte del Ejecutivo para este periodo legislativo. 

En cuanto a la específica ubicación que se da a este nuevo articulado, se prefirió incorporar ambas normas en el inciso tercero del artículo 19 N° 24 de la Constitución Política, el cual garantiza a todas las personas el derecho de propiedad en sus diversas especies. Respecto de la confiscación y el comiso, no hay duda respecto a que ésta es su ubicación natural y más sistemática, y respecto de la prohibición de aplicar la sanción de pérdida de derechos previsionales, se prefirió darle esta misma ubicación, antes que incluirla por ejemplo en el numeral 18 del artículo 19, que garantiza el derecho a la seguridad social, porque este último no se encuentra protegido por el recurso de protección, mientras que el numeral 24 sí cuenta con tal protección constitucional.

En mérito de lo anterior, es que los suscriptores presentamos el siguiente:

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo Único: Introdúzcanse las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:

1) Deróguense los literales g) y h) del artículo 19 numeral 7°.

2) Incorpórese la siguiente oración en el inciso tercero del artículo 19 numeral 24°, a continuación del punto seguido: “No podrá imponerse la pena de confiscación de bienes, sin perjuicio del comiso en los casos establecidos por las leyes; pero dicha pena será procedente respecto de las asociaciones ilícitas. Tampoco podrá aplicarse como sanción la pérdida de los derechos previsionales.”.

(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.

1 Perez Mellado, Alejandro, Generalidades del hábeas corpus constitucional chileno (Santiago, Librotecnia, 2008), p. 106.

2 Cea Egaña, José Luis, Derecho Constitucional Chileno (Santiago, Ediciones UC, 2ª Edición, 2012), t. II, p. 257.

3 Nogueira Alcalá, Humberto, La libertad personal y las dos caras de Jano en el Ordenamiento Jurídico Chileno, en Revista de Derecho UACH, v. XIII (diciembre 2002), p. 162.

4 Cea Egaña, José Luis, Derecho Constitucional Chileno (Santiago, Ediciones UC, 2ª Edición, 2012), t. II, p. 257.

5 Ibíd., p. 285.

6 Nogueira Alcalá, Humberto, Derechos fundamentales y garantías constitucionales (Santiago, Librotecnia, 3ª Edición, 2013), t. II, p. 499.

7 Se refiere a la Sesión 114ª de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, celebrada el 15 de abril de 1975.

8 Evans de la Cuadra, Enrique, Los Derechos Constitucionales (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2ª Edición, 1999), t. II, p. 191. 

9 Cea Egaña, José Luis, Derecho Constitucional Chileno (Santiago, Ediciones UC, 2ª Edición, 2012), t. II, p. 285.

10 Ibíd., p. 286.

11 Nogueira Alcalá, Humberto, Derechos fundamentales y garantías constitucionales (Santiago, Librotecnia, 3ª Edición, 2013), t. II, p. 498.

12 Aldunate Lizana, Eduardo, Constitución Política de la República de Chile, Doctrina y Jurisprudencia (Santiago, Puntolex, 2009), t. I, pp. 205-206.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR GIRARDI QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO PARA PROHIBIR EL USO DE LEÑA Y OTROS DERIVADOS DE LA MADERA O DE LA BIOMASA EN LA REGIÓN METROPOLITANA

(10.180-12)

CONSIDERANDO
El aire en tanto componente del medio ambiente humano, y en su carácter de bien común ha gozado históricamente de protección en nuestro ordenamiento jurídico, en efecto el Código Civil de 1855 ya establece entre sus normas acción contra aquellas obras que corrompan el aire o lo hagan conocidamente dañoso1. No obstante ello, la magnitud del daño que se produce por obras antrópicas a la salud humana y ambiental por el cambio de la composición del aire es una cuestión que sólo en tiempos relativamente recientes ha comenzado a ser medido en sus diferentes escalas, esto es, desde niveles intradomiciliarios a la afectación global.

Actualmente la Organización Mundial de la Salud sostiene que la carga mundial de morbilidad, la contaminación del aire exterior e interior provoca unos siete millones de defunciones prematuras2. Este organismo internacional señala que, según estimaciones de 2012, la contaminación atmosférica en las ciudades y zonas rurales de todo el mundo provoca cada año 3,7 millones de defunciones prematuras; esta mortalidad se debe a la exposición a pequeñas partículas de 10 micrones de diámetro (PM10) o menos, que pueden causar cardiopatías, neumopatías y cáncer. Representando por ello uno de los mayores riesgos sanitarios mundiales, comparable a los riesgos relacionados con el tabaco, y superado únicamente por los riesgos sanitarios relacionados con la hipertensión y la nutrición3. 
En nuestro país la contaminación atmosférica representa uno de los principales desafíos ambientales, cuestión que se refleja en datos nacionales sumamente alarmantes, ejemplo de ello es aquel que señala que 10 millones de personas en el país están expuestas a una concentración promedio anual de MP2,5 superior a la norma. Es decir más del 55% de la población se encuentra expuestos a niveles considerados por la autoridad nacional como riesgo directo a la salud, situación sumamente grave si se tiene en consideración que la norma nacional establece un valor de concentración diaria promedio dos veces más alta que la recomendada por la OMS, y que dicho valor conforme señala este organismo no evita consecuencias sobre la salud de las personas puesto la contaminación con partículas conlleva efectos sanitarios incluso en muy bajas concentraciones; no pudiendo identificarse ningún umbral por debajo del cual no se hayan observado daños para la salud, así, el nivel más bajo de la gama de concentraciones para las cuales se han demostrado efectos adversos no es muy superior a la concentración de fondo, que para las partículas de menos de 2,5 u (MP2,5) se ha estimado en 3-5 ug/m3 tanto en los Estados Unidos como en Europa occidental.

Entre los factores determinantes de los índices de contaminación atmosférica exterior registrada en Chile, se encuentra el que la totalidad de las ciudades chilenas se han expandido aceleradamente durante las últimas décadas, sustituyendo usos y coberturas de suelos naturales y agrícolas por superficies urbanas, lo que ha derivado en la conformación de islas de calor, humedad y ventilación, así como en elevadas concentraciones de contaminantes atmosféricos, cuya cantidad y especificidad depende de factores geográficos, climáticos y de la presencia de fuentes productoras de gases y sustancias químicas que alteran la composición del aire.4 
Respecto a las condiciones geográficas que en Chile condicionan la capacidad de sumidero del medioambiente para restablecer los impactos de las actividades humanas, se encuentra el hecho de emplazarse la población predominantemente al interior de las cuencas hidrográficas que son sistemas orográficos semicerrados que dificultan la circulación y ventilación del aire. Además climatológicamente el territorio chileno se encuentra mayoritariamente bajo la influencia semipermanente de un centro de altas presiones que hace descender el aire desde las capas altas de la atmósfera, generando inversiones térmicas de subsidencia, por las cuales las temperaturas aumentan antes que disminuir con la altura debido a la compresión del aire. Las capas de inversión térmica impiden así la elevación de las masas de aire contaminadas, que quedan atrapadas entre la superficie y los primeros niveles de altura.5 
Por su parte, en cuanto a las principales fuentes antrópicas responsables de la contaminación atmosférica de las ciudades chilenas se encuentra el transporte, las industrias y el consumo de leña, por lo que el control de la contaminación atmosférica requiere avanzar en instrumentos para una disminución de estos factores en los territorios subnacionales que presenten condiciones atmosféricas nocivas para la salud, y calidad ambiental de la población. Cuestión que debe asumirse por la sociedad de manera transversal dado que abordar la problemática de la contaminación atmosférica trae consigo beneficios en salud valorizados en Chile 8.000 millones de dólares al año.6 
Se torna, por tanto necesario redefinir los instrumentos y acciones mediante los cuales se está llevando la política pública en materia de protección frente a la contaminación atmosférica, dado que los planes de descontaminación dictados - si bien han logrado avances- hasta la fecha no han mostrado ser eficientes en alcanzar sus objetivos propuestos, pues no se ha logrado alcanzar los rangos bajo los cuales la normas de calidad primaria disponen que no nos encontramos viviendo en un medio ambiente contaminado. En la medida que evitar esta situación de riesgo a la salud y medio ambiente es una cuestión que debe ser garantizado por toda la organización estatal en el cumplimiento de las obligaciones emanadas de la Constitución Política. Es que se considera necesario avanzar legislativamente en el reforzamiento del marco normativo bajo el cual se dicta dicho plan.

En esta perspectiva el presente proyecto pretende avanzar en el establecimiento de instrumentos jurídicos supra reglamentarios en la Región Metropolitana, específicamente por ser esta la cuenca más poblada de nuestro país con seis millones de habitantes, y donde si bien encontramos en su historia el desarrollo de políticas públicas en orden a mejorar la calidad del aire que se remontan desde la década de los sesenta con la instalación de las primeras estaciones medidoras donados por la Oficina Sanitaria Panamericana, hasta la dictación de la actualización del primer Plan de Descontaminación7 aprobado por el Decreto Supremo N° 66 de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en la actualidad dichos instrumentos no han permitido disminuir los niveles de contaminación a los niveles que se entienden aceptables, exponiendo diariamente al 40,1% de la población de Chile a una situación vulneratoria de sus derechos.

Es probablemente una necesidad orgánica de la protección ambiental, el que no quede del todo entregada a instrumentos meramente administrativos, puestos que los mismos han de respetar el principio de legalidad que inspira el derecho público y conforme a lo establecido en nuestra Constitución Política en el inciso segundo del artículo 19 N°8 es legítimo restringir derechos en orden a garantizar un medio ambiente adecuado8, cuestión que debe realizarse siempre, de manera específica y determinada por medio de un cuerpo normativo con rango legal.

En relación a los factores que aporta la actividad humana en tanto fuente de contaminante a la Región metropolitana encontramos el producido por fuentes de emisión residencial, compuesto básicamente por los sistemas de calefacción. En efecto, el factor residencial conforme a información del mismo Ministerio del Medio Ambiente la combustión de leña y otros dendroenergéticos es la mayor fuente de emisiones directas de MP2,5 representando un 95% de emisiones por este contaminante para este sector. Respecto del total de emisiones directas de todas las fuentes de la región, la contribución de la combustión residencial de leña llega al 32%. Lo determinante de este factor en el material particulado fino fue ya reconocido en iniciativas parlamentarias como el boletín 8350-12, presentado por los parlamentarios.

Consecuentemente el presente proyecto propone establecer la proscripción de la calefacción mediante leña o biomasa en la región metropolitana.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Refórmese el Código Sanitario en la siguiente forma: 

1- Incorpórese el siguiente tercer párrafo del letrado a) del artículo 89: En la Región Metropolitana de Santiago, prohíbase la utilización de leña para efectos de calefacción de viviendas, por consiguiente queda impedido el funcionamiento de  todo tipo de calefactores que utilicen leña, pellets, broquetas u otros derivados de la madera o biomasa, estén o no provistas de sistemas de doble cámara de combustión.
(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.
1 Art 937 del Código Civil "Ninguna prescripción se admitirá contra las obras que corrompan el aire y

lo hagan conocidamente dañoso."
2 A su vez la. OMS estima que un 80% de las defunciones prematuras relacionadas con la contaminación del aire exterior se deben a cardiopatía isquémica y accidente cerebrovascular, mientras

que un 14% se deben a neumopatía obstructiva crónica o infección aguda de las vías respiratorias inferiores, y un 6% a cáncer de pulmón.
3 Disponible en Línea. < http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs3l3/es/ >
4 Romero, Hugo, Irarrázaval, Felipe, Opazo, Dustyn, Salgado, Marcela, & Smith, Pamela. (2010).

Climas urbanos y contaminación atmosférica en Santiago de Chile. EURE (Santiago), 36(109), 35-62.

En línea <http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0250-

71612010000300002&lng=es&tlng=es.10.4067/S0250-71612010000300002.>
5 Romero, Hugo, Irarrázaval, Felipe, Opazo, Dustyn, Salgado, Marcela, & Smith, Pamela. (2010).

Climas urbanos y contaminación atmosférica en Santiago de Chile. EURE (Santiago), 36(109), 35-62.

En línea <http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0250-

71612010000300002&lng=es&tlng=es.10.4067/S0250-71612010000300002.>
6 Planes de descontaminación Atmosférica. Estrategia 2014-2018. Ministerio del Medio Ambiente
7 Aprobado por el Decreto Supremo N° 16 de 1998, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia
8 Artículo 19 N°8 inc. 2°. "La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente"
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES COLOMA, ESPINA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER Y ZALDÍVAR QUE ESTABLECE LA HORA OFICIAL PARA TODO EL TERRITORIO NACIONAL

(10.181-06)

Con fecha 27 de enero de 2015 se promulgó el Decreto N° 106 del Ministerio de Interior y Seguridad Pública que Extiende el Horario de Verano establecidos en los Decretos N° 1.489 de 1970, y 1.142 de 1980, ambos del Ministerio de Interior.

El Decreto N° 1.489 de 1970 regula cambios en la Hora Oficial de nuestro país y establece el horario de verano que ha variado su fecha de aplicación a raíz de al menos nueve modificaciones en los últimos 25 años.1
Por su parte el Decreto N° 1.142 de 1980, modificado por el Decreto N° 61 de 1982, establece la Hora Oficial de Chile Insular Occidental, esto es Isla de Pascua y la Isla Sala Y Gómez. 

Por primera vez desde 1970, a raíz del Decreto N° 106, nuestro país no cambiará la hora durante los años 2015 y 2016 y utilizará de manera continua el Horario de Verano, esto es el GMT -3, en el caso de Chile Continental y la Antártica Chilena; y GMT -5, en el caso de Isla de Pascua e Isla Sala y Gómez. 

Cabe destacar que la Ley 8.777 de 1947 que Dispone que la Hora Oficial será la del Meridiano del Observatorio Astronómico de Lo Espejo, y que actualmente se encuentra actualmente vigente, fija la Hora Oficial de Chile, la cual corresponde al 20º huso horario, cuatro horas al Oeste de Greenwich.2
Esta ley dispone para nuestro país una única Hora Oficial, esto es el GMT -4, y han sido Decretos posteriores los que han regulado cambios a la Hora Oficial en atención a distintos criterios, como sequías, catástrofes naturales, elecciones y plebiscitos, entre otras, a fin de aprovechar más la luz natural.

HISTORIA DE LA HORA OFICIAL EN CHILE

El año 1884 se celebra el Primer Congreso del Meridiano en Washington para discutir y acordar un meridiano único aceptado internacionalmente. Nuestro país fue parte de esa instancia, que marca el inicio del sistema de Husos Horarios, que consiste en dividir el planeta en 24 bandas verticales de 15° de longitud centrado en el Meridiano de Greenwich o Meridiano Cero.

El 10 de enero de 1910 según información del Boletín N°1, Aviso N°1/1910, se adoptó como Hora Oficial de nuestro país la del meridiano 75° weste, esto es 5 horas al Oeste de Greenwich (GMT -5).3 

En octubre del año 1912, nuestro país adhirió a la Conferencia Internacional de la Hora en París donde se concordó en el “Sistema de Husos Horarios” y se asignó a Chile el huso horario Nº 19 o sea la zona -5 (meridiano 75º weste).

[image: image2.png]crina





El 10 de septiembre del año 1918, se adoptó como hora oficial de Chile la del meridiano 60º weste (zona -4). Lo que fue informado a través del Boletín Nº 22, Aviso Nº 129/1918 del 23 de agosto de 1918.4
El 22 de agosto del año 1927, a través del Decreto N° 5.693, el Gobierno del Presidente Carlos Ibañez del Campo, estableció por primera vez en nuestro país dos horarios. Un horario para el invierno (GMT -5) y un horario de verano (GMT -4).5
El 28 de agosto de 1946, el Congreso Nacional aprobó la Ley 8.522 que Fija la Hora Oficial para toda la República, estableció dos horas oficial dependiendo de la fecha, así desde el 1 de septiembre hasta el 31 de marzo siguiente la hora oficial correspondería a la del 20° huso horario, esto es GMT -4 (hora de verano), y en los meses restantes, la hora oficial sería aquella correspondiente al 19° huso horario, es decir GMT -5 (hora de invierno).6 

La Ley 8.522 fue derogada al año siguiente por la ley 8.777 que Dispone que la Hora Oficial será la del Meridiano del Observatorio Astronómico de Lo Espejo, actualmente vigente. Dicha ley establece como Hora Oficial de nuestro país aquella que corresponde al 20º huso horario, cuatro horas al Oeste de Greenwich (GMT -4).

El 31 de octubre de 1968, según reza el Considerando del Decreto N° 1.474 del Ministerio de Interior, “Teniendo presente que por razones de necesidad pública, debido a la situación de sequía producida en el país, es menester adoptar todas las medidas destinadas a restringir, en forma racional, los consumos de energía eléctrica para alumbrado y usos industriales, en beneficio de la economía nacional y de la propia población” 7 se ordenó adelantar la Hora Oficial en 60 minutos desde la entrada en vigencia del mencionado Decreto, es decir, aquella que corresponde al meridiano 75° weste, esto es GMT -3.

Tras repetirse el cambio de hora en 1969, finalmente en 1970 nace el Decreto N°1.489 del Ministerio de Interior que dispone que cada año la Hora Oficial se adelantará 60 minutos, a contar desde las 24 horas del segundo sábado del mes de octubre por un período comprendido entre tal fecha y las 24 horas del segundo sábado del mes de marzo inmediatamente siguiente.

En 1980, a través del Decreto N° 1.1428, modificado por el Decreto N° 61 de 1982, se estableció que la Hora Oficial de Isla de Pascua y de la Isla Sala y Gómez será la que corresponde al huso horario seis horas al Oeste de Greenwich (- 6) y se denominará Hora Oficial de Chile Insular Occidental. 

Ambos Decretos han sido modificados por Decretos posteriores en varias ocasiones a fin de adelantar o retrasar las fechas en que correspondía efectuar el cambio de hora. Finalmente, el Decreto N° 106 del Ministerio de Interior dispone el fin del cambio de hora para los años 2015 y 2016, estableciendo como horario único el correspondiente al GMT-3, que en nuestro país es conocido como horario de verano.

EFECTOS DEL FIN AL CAMBIO DE HORA
El 28 de enero de 2015, el ministro de Energía, Máximo Pacheco, anunció la suspensión del cambio de horario durante todo el año.
En dicha oportunidad, el ministro afirmó que “El año 60 teníamos una realidad muy diferente, teníamos una red energética diferente. Hoy no se altera el consumo de la minería, de la industria por un cambio de horario, lo que estamos reconociendo es que una medida que está incorporada al ADN de la generación a la que pertenezco es una medida que se puede modificar para de esa manera mejorar la calidad de vida de las personas y concentrar el esfuerzo de la eficiencia energética en lo que realmente importa".9 Desde este anuncio nuestro huso horario corresponde al GMT -3.
Se llama huso horario a cada una de las veinticuatro áreas en que se divide la Tierra, siguiendo la misma definición de tiempo cronométrico. En todo meridiano terrestre el paso del Sol se produce al mediodía; una hora después pasará por otro meridiano situado a 15º al oeste del primero y así sucesivamente. La definición de huso horario se basa en las fronteras de países y regiones, y sus límites pueden ser bastante irregulares.10
Según César Fuentes, astrónomo de la Universidad de Chile y del Centro de Astrofísica y Tecnologías Afines, el mediodía es el momento en que el Sol está en lo más alto del cielo, existiendo la misma cantidad de horas de luz antes y después de ese momento. 
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En el mundo, la mayoría de los países se aleja entre media y hasta dos horas del tiempo solar, como Chile, que tras el último cambio de hora (GMT -3, tres horas al oeste del meridiano de Greenwich) quedó dos horas desfasado de la que le correspondería, dado que por su ubicación nuestro huso horario corresponde al meridiano 75° Weste, esto es cinco horas al Oeste de Greenwich. Según información entregada por La Tercera, se trata del mayor desfase junto a China y Kazajistán.11
De acuerdo a información obtenida desde  The Wheater Chanel, mantener el horario de verano durante invierno tiene como consecuencia que la salida del sol en la zona centro sur del país durante los meses de junio y julio, se produce pasada las 8.40 de la mañana.
La Neuróloga de la Facultad de Medicina de la Universidad Finis Terrae, Andrea Chávez, afirma que los primeros efectos de despertar y no ver luz por mucho tiempo se producen a nivel emocional. Señala que las personas experimentan mayor decaimiento, cansancio e irritabilidad. Incluso, según diversos estudios, influye en el sobrepeso y afecta el crecimiento infantil.12
Según la Sociedad Nacional de Agricultura, la modificación horaria está afectando la productividad del sector agrícola, dado que por falta de luz se ha reducido los horarios de las labores en el campo. Lo anterior, ha significado la pérdida de períodos efectivos de trabajo en la agricultura, en torno al 10 ó 20%, lo que impacta directamente la competitividad y rentabilidad del sector.13
Para la Federación de Productores de Frutas de Chile (Fedefruta), mantener el horario de verano durante todo el año ha significado para la fruticultura una pérdida de al menos 15% de productividad.14
La presidenta de la Sociedad Chilena de Medicina del Sueño, Carmen Gloria Betancur, señala que los chilenos se levantan cuando aún están produciendo la hormona que facilita el sueño y que fisiológicamente no es bueno continuar con la medida.15
Según una encuesta de la Universidad del Desarrollo16 dada a conocer por El Mercurio, un 63 % de los chilenos se opone a mantener el horario de verano durante todo el año y un 53% opina que la solución es volver al antiguo sistema donde existía un horario de invierno y un horario de verano. Otro 11 % prefiere que el horario único sea el de invierno.

Entre las razones para oponerse a la medida, el 65% afirmó que se siente más somnoliento durante las mañanas, el 56% aseguró que no alcanza a tener un sueño reparador, y el 66% declaró que se siente más inseguro al salir en las mañanas a oscuras desde su casa.

Por otro lado, información reciente, señala que han aumentado los ilícitos en horario matinal, pues entre las 6.00 y las 8.00 aún está oscuro, facilitando la acción de delincuentes. 

Si bien, aun no se puede vincular directamente, mediante la Ley de Transparencia, el diario La Tercera accedió a cifras de Carabineros sobre el registro de robos con intimidación, robos con sorpresa, robos con violencia y hurto a nivel nacional, entre las 6 y las 8 horas, entre el 1 de abril (estación otoño) y el 2 de junio, en 2014 y 2015.

De acuerdo a los datos entregados por Carabineros, en 2014 se produjeron 1.418 de estos delitos en el período consultado, en tanto, este año se han registrado 1.750 de estos ilícitos. En consecuencia, hubo un aumento de un 23,4%.17
Entre los considerandos del Decreto N° 106 del Ministerio de Interior y Seguridad Pública del año 2015, se señala que las razones para promover la extensión del horario de verano durante todo el año “además de la disminución considerable de los consumos energéticos, serían la eliminación de los efectos negativos en la población propios de un cambio de hora, que las jornadas laborales se vean beneficiadas en su totalidad con la presencia de luz natural, un aprovechamiento de las horas de la tarde para hacer otras actividades recreativas, lo cual beneficia directamente al comercio, y una disminución en la delincuencia debido al alargue del día”.18
No cabe duda, lamentablemente, que prácticamente ninguno de los efectos buscados con la dictación del Decreto se han cumplido. Por el contrario, tal como se ha expuesto recientemente, las jornadas laborales se han visto perjudicadas por falta de luz, la salud de las personas se ha visto empeorada y la inseguridad se ha apoderado de muchas familias.

Durante muchos años la regulación sobre los cambios de hora en Chile se han establecido a través de Decretos Supremos, sin embargo, los múltiples cambios que ha sufrido la normativa sobre la materia y los importantes efectos que produce esta decisión en la vida diaria de las personas, hacen recomendable establecer su regulación a través de una ley, discutida en el Congreso Nacional, debatiendo y escuchando a los ciudadanos y expertos en la materia.

POR TANTO, EN CONSIDERACIÓN DE LOS ANTECEDENTES EXPUESTOS, ES QUE VENIMOS EN PRESENTAR ANTE ESTE HONORABLE SENADO EL SIGUIENTE:
PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°: La hora oficial del territorio nacional, exceptuando a Isla de Pascua y la Isla Sala y Gómez, será la del meridiano sesenta grados weste (60 W°) que corresponde al huso horario cuatro horas al Oeste de Greenwich (-4) y se denominará Hora Oficial de Chile Continental y Territorio Antártico.

Artículo 2°: La hora oficial de Isla de Pascua y de la Isla Sala y Gómez, será la del meridiano 90 grados weste (90 W°), que corresponde al huso horario seis horas al Oeste del meridiano de Greenwich (-6) y se denominará Hora Oficial de Chile Insular Occidental.

Artículo 3°: La Hora Oficial que se establece en los artículos anteriores, anualmente se adelantará en 60 minutos a contar desde las 24.00 horas del segundo Sábado del mes de septiembre, por un período comprendido entre tal fecha y las 24.00 horas del segundo Sábado del mes de Marzo inmediatamente siguiente. 

Artículo 4°: Deróguese la ley N° 8.777 del 19 de mayo de 1946 que Dispone que la Hora Oficial será la del Meridiano del Observatorio Astronómico de Lo Espejo.

(Fdo.): Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

1. http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=74446&idParte=&idVersion= 

2. Ley 8.777, “Artículo 1°: La hora oficial será del meridiano del Observatorio Astronómico de Lo Espejo, adelantada en 42 minutos y 45 segundos, la cual corresponde al 20º huso horario, cuatro horas al Oeste de Greenwich.”. / http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=236139 

3. http://www.horaoficial.cl/historia_hora.html

4. http://www.horaoficial.cl/historia_hora.html

5. Decreto 5.693, 1927, “Artículo primero.- La Hora Oficial para toda la República (Servicio de Correos, Telégrafos, FF CC., Líneas de Vapores, Ministerios, Tribunales i demás reparticiones públicas), será desde el 1º de Setiembre al 1º de Abril, la hora, tiempo civil, del meridiano del "Observatorio Astronómico de Lo Espejo", adelantada en cuarenta i dos minutos i cuarenta i cinco segundos, la cual corresponde al 20 "huso horario" (4 horas al oeste de Greenvich) i se denominará Hora de Verano. Desde el 1º de Abril al 1º de Setiembre, será la del 19 huso horario (5 horas al oeste de Greenvich), o sea la que corresponde al Observatorio de Lo Espejo, atrasada en 17 minutos i quince segundos, i se denominará Hora de Invierno.”/ http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1020069&buscar=5693 
6. Ley 8.522, “Artículo 1.o La hora oficial para toda la República será desde el 1.o de Septiembre al 31 de Marzo de cada año la del meridiano del Observatorio Astronómico de Lo Espejo, adelantada en 42 minutos y 45 segundos, la cual corresponde al 20° huso horario, cuatro horas al Oeste de Greenwich, y se denominará Hora de Verano. Desde el 1.o de Abril al 31 de Agosto será la del Meridiano del Observatorio de Lo Espejo atrasada en 17 minutos y 15 segundos, la cual corresponde al 19° huso horario, cinco horas al Oeste de Greenwich, y se denominará Hora de Invierno.”./ http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=285254 
7. Decreto N°1.474, Int. de 1968 “La Hora Oficial se adelantará en 60 minutos, a contar desde las 24 horas del día de la publicación del presente decreto en el Diario Oficial.”. / http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1043256&idVersion=1968-11-02&buscar=1474 

8. Decreto N° 1.142, Int. de 1980, “Artículo primero: La Hora Oficial de Isla de Pascua y de la Isla Sala y Gómez, será la del meridiano noventa grados weste (90 W°), que corresponde al huso horario seis horas al Oeste de Greenwich (+ 6) y se denominará Hora Oficial de Chile Insular Occidental.” http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=17012&idParte=&idVersion= 

9. http://www.latercera.com/noticia/nacional/2015/01/680-614566-9-gobierno-anuncia-suspension-de-cambio-de-horario-en-forma-permanente.shtml 

10. http://24timezones.com/reloj_hora_exacta.php

11. http://www.latercera.com/noticia/tendencias/2015/04/659-626334-9-chile-china-y-kazajistan-son-los-paises-con-mayor-desfase-horario-del-mundo.shtml 

12. http://impresa.lasegunda.com/2015/06/17/A/KI2NBGL2 

13. http://www.diariopyme.cl/gremio-de-la-agricultura-se-queja-por-el-horario-de-verano/prontus_diariopyme/2015-06-05/123032.html 

14. http://www.cadch.cl/sitio/2015/06/exportadores-de-fruta-piden-cambiar-el-horario-de-verano-por-danos-al-sector/ 

15. http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2015-06-21&dtB=21-06-2015%200:00:00&PaginaId=1&bodyid=3 

16. http://www.udd.cl/wp-content/uploads/2015/06/Revisa-la-Encuesta-UDD-completa.pdf 

17. http://www.latercera.com/noticia/nacional/2015/06/680-635345-9-crecen-delitos-cometidos-en-la-via-publica-entre-las-6-y-8-horas.shtml 

18. http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1075157 
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INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y SALUD, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE BENEFICIOS AL PERSONAL DE LA ATENCIÓN PRIMARIA DE SALUD

(9.973-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, tienen el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión que celebraron las Comisiones unidas asistieron, además de sus integrantes:

Del Ministerio de Salud, la Subsecretaria de Redes Asistenciales, señora Angélica Verdugo; la Jefa de la División de Atención Primaria, señora Paz Robledo; el profesional de inversiones, señor Mario Ulloa; la profesional DIGEDEP, señora Paulina Palazzo, y los asesores, señores Enrique Accorsi, Rafael Méndez y Héctor Reyes.
De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Patricia Orellana.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista, señor Samuel Argüello.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
El asesor del Honorable Senador Chahuán, señor Marcelo Sanhueza.

Los asesores de la Honorable Senadora Goic, señorita Natalia Celedón, y señores Gerardo Bascuñán y Germán Flores.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Girardi, señor Nicolás Fernández.

El Jefe de Gabinete de la Honorable Senadora Van Rysselberghe, señor Juan Paulo Morales.
De la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipal, CONFUSAM, el Presidente, señor Esteban Maturana; la Secretaria General, señora Carolina Espinoza, y el Encargado de Capacitación Nacional, señor Fernando Kursan.
De la Asociación Chilena de Municipalidades, AChM, el Subsecretario Ejecutivo, señor Marcelo Segura; la Jefa de Gabinete del Presidente, señora Isabel Flores, y el abogado, señor Malik Mograby.

- - -

Cabe hacer presente que con fecha 30 de junio de 2015, la Sala del Senado acordó que el proyecto de ley debía ser analizado de manera conjunta por las Comisiones de Hacienda y de Salud, autorizándolas a discutirlo en general y en particular durante el primer informe.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


Mejorar las condiciones laborales de los funcionarios municipales de la salud en lo que concierne a dos materias específicas:

1) Los artículos 5° y 6° de la ley N° 19.378 sobre Estatuto de Atención Primaria Municipal, establecen que quienes posean un título de técnico de nivel superior deberán ser contratados en la categoría c) de la dotación de la entidad administradora de salud a la que pertenecen. Sin embargo, algunas personas que poseen dicha calificación profesional, en lugar de hallarse en la mencionada categoría c), están incluidas en la categoría e) de administrativos de salud.
2) Permitir el cumplimiento de la disposición del inciso tercero del artículo 14 de la misma ley, el cual determina que el número de horas contratadas a través de la modalidad de contrato a plazo fijo -períodos iguales o inferiores a un año calendario-, no podrá ser superior al 20% de la dotación de la entidad administradora.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley Nº 19.378, que establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal.
- El artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje expone que el antecedente inmediato de esta iniciativa se encuentra en la materialización de los acuerdos alcanzados mediante negociaciones tripartitas sostenidas por el Ministerio de Salud con los funcionarios de la atención primaria de salud municipal y la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM). Se precisa que sus disposiciones están destinadas a permitir un mejor clima laboral a través de normas que aseguren el acceso del personal afecto al Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal a mejores condiciones de trabajo en los correspondientes establecimientos municipales. 
Añade que, además, se contribuye a continuar mejorando la calidad de los servicios prestados a la gran mayoría de las personas que concurren a los establecimientos de salud municipal obteniendo las atenciones de salud que precisan. 
Señala, como otro antecedente de esta iniciativa, el hecho que normas de similar tenor fueron aprobadas anteriormente en los artículos tercero y sexto transitorios de la ley N° 20.157.

En cuanto a los objetivos, indica que la finalidad principal es concretar una aspiración de los funcionarios municipales de la salud en lo que concierne a dos materias específicas:
1) Técnicos de Atención Primaria de Salud. Los artículos 5° y 6° de la ley N° 19.378 sobre Estatuto de Atención Primaria Municipal, establecen que quienes posean un título de técnico de nivel superior deberán ser contratados en la categoría c) de la dotación de la entidad administradora de salud a la que pertenecen. Sin embargo, asevera que algunas personas que poseen dicha calificación profesional, en lugar de hallarse en la mencionada categoría c), están incluidas en la categoría e), de administrativos de salud, para la que, según establece el artículo 8° del aludido texto legal, basta con poseer licencia de enseñanza media. 
Así, los referidos funcionarios efectúan funciones que no corresponden a aquellas por las que están contratados en la dotación de que se trata y que no son acordes con su calificación profesional. 
Precisa que con la finalidad de concretar el citado cambio, el Ministerio de Salud aportará los recursos que permitan a las municipalidades efectuar los ajustes necesarios. Este aporte será mantenido durante el tiempo mientras los beneficiados se mantengan en sus funciones, sin embargo, aquellos incrementos que posteriormente experimenten las remuneraciones de estas personas por la natural alza de su nivel funcionario, derivado de ascensos, será de cargo de la entidad contratante, de acuerdo con las normas generales.

2) Proporcionalidad de contrataciones a plazo fijo y en forma indefinida. Por otro lado, el proyecto tiene el objetivo de permitir el cumplimiento de la disposición del inciso tercero del artículo 14 de la ley 19.378, el cual determina que el número de horas contratadas a través de la modalidad de contrato a plazo fijo, esto es, contratos por períodos iguales o inferiores a un año calendario, no podrá ser superior al 20% de la dotación de la entidad administradora.

En algunos municipios dicha proporción está alterada y mantienen un mayor número de funcionarios en calidad de contratados a plazo fijo, por lo que la norma que se propone viene a remediar la situación descrita.
Especifica que las entidades administradoras de salud municipal que excedan la citada proporción, deberán llamar a concurso interno para incorporar los funcionarios que se requiera en modalidad de contrato indefinido. A dicho concurso sólo podrán presentarse funcionarios contratados a plazo fijo que hayan pertenecido a la dotación al momento de publicarse la ley y que hayan laborado en ella al menos tres años, en forma continua o discontinua.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Subsecretaria de Redes Asistenciales, señora Angélica Verdugo, expuso que el proyecto de ley busca beneficiar a los trabajadores de la atención primaria de la salud municipal y aborda dos materias. La primera, relacionada con que se cumpla la proporción de personas contratadas a plazo fijo -la que debe ser de un máximo de un 20% respecto del total-, y el otro 80% deben encontrarse contratadas en forma indefinida. Agregó que esta materia fue parte de un acuerdo tripartito entre el Gobierno, los representantes de los trabajadores de la salud municipal y la Asociación Chilena de Municipalidades, en el que se especificó que se efectuarían concursos internos para que los funcionarios puedan pasar a ser titulares dentro de la dotación.

La segunda materia, explicó, es aquella que propone que los funcionarios en calidad de administrativos, que cuenten con un título de técnico superior, puedan acceder a dicha categoría, siempre que se encuentren desempeñando una función pertinente respecto del título técnico que posean. Añadió que esta propuesta surge del mismo acuerdo tripartito mencionado precedentemente.

Observó que el traspaso de funcionarios de la categoría e) a la categoría c) del artículo 5° del Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, implicará un mayor costo fiscal por el traspaso de recursos desde los servicios de salud a las entidades administradoras de salud municipal, conforme se indica en el correspondiente informe financiero.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el proyecto de ley implica un costo fiscal de $782 millones el año 2016 y $1.016 millones en el año 2017, favoreciendo a 1.678 funcionarios en régimen.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe expresó su acuerdo con la posibilidad de que funcionarios con título técnico puedan pasar a la correspondiente categoría, pero le genera dudas el hecho de que este proyecto de ley venga a regularizar una situación que otra ley ya contempla, como es que el total de horas contratadas a plazo fijo no supere el 20% de la dotación respectiva. Agregó que la Contraloría General de la República ya fiscaliza –y tiene el deber de fiscalizar- situaciones como la descrita, por lo que no se comprende que la iniciativa legal obligue a hacer lo que los municipios ya deben efectuar por mandato legal.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si las entidades administradoras de salud deberán efectuar concursos internos  para pasar a todos los funcionarios a la modalidad de contrato indefinido o solamente al número necesario para ajustarse al referido 20% máximo.
La Honorable Senadora señora Goic manifestó que una preocupación que surge con el proyecto de ley es si implicará algún desembolso de recursos por parte de los municipios.

El Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipal, señor Esteban Maturana, planteó que el proyecto de ley fue aprobado por unanimidad en la Cámara de Diputados, forma parte de los acuerdos que CONFUSAM celebró con el Gobierno en el mes de octubre del año 2014, y apuntan a seguir fortaleciendo la salud municipal.

Agregó que otro tema fundamental para fortalecer la salud municipal es el financiamiento de la misma, y para eso se encuentran en una comisión tripartita que estudia el valor basal del per cápita y los indexadores del mismo, buscando corregir ciertas anomalías que son insostenibles, por ejemplo, que comunas como Las Condes y Renca reciban el mismo per cápita.

Señaló que para resolver el drama de la salud pública se requiere invertir mucho más en prevención y no como hasta ahora que la mayor cantidad se invierte, por lejos, en curación.

Otra materia que debe abordarse es el mejoramiento de las condiciones laborales, de modo de permitir superar la carencia de especialistas, matronas y enfermeras, que afectan la atención que se otorga a las personas. Dentro del mejoramiento referido, indicó que la iniciativa legal aborda dos elementos que avanzan en dicha dirección. Uno de esos elementos es la estabilidad laboral –no la inamovilidad-, que se mejora cumpliendo con la ley y el porcentaje que establece de 80% de personas con contrato indefinido. Añadió que personas con contrato a plazo fijo por uno o dos meses, quedan en situación de permanente amenaza por sus empleadores respecto de que no se les renovará su contrato si no hacen lo que ellos quieren.

Asimismo, manifestó que la disposición establece que los cargos se llenen mediante concurso interno para que participe el personal de salud, contemplando a las personas a honorarios, como modo de ir eliminando la situación irregular de quienes se encuentran contratados permanentemente en esa situación.

Observó que, en el año 2007, se aprobó una ley llamada “de alivio” que buscaba el mismo objetivo de la presente ley, en cuanto respetar la proporción de 80-20 entre contratos indefinidos y contratos a plazo fijo. Además, acotó que el no cumplimiento de la ley por parte de los alcaldes se debe a que la norma no estipula qué se debe hacer en caso de que se sobrepase el referido 20% máximo de contratos a plazo fijo.

Respecto de la posibilidad de que funcionarios con título técnico pasen a la respectiva categoría del escalafón, señaló que se soluciona una situación de injusticia y permite que personas con título de informática o estadística reciban una remuneración acorde a la tarea que desempeñan.

Agregó que forma parte de los mencionados acuerdos de octubre de 2014, que las medidas contempladas en los dos artículos del proyecto de ley no significarán gastos para los municipios.

El Subsecretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcelo Segura, manifestó que la posición de la Asociación es que los compromisos asumidos el año 2014, en conjunto con el Gobierno y las asociaciones de funcionarios, no iban a implicar gastos para los municipios.

Señaló que, no obstante, el proyecto de ley sí implicará mayores gastos, puesto que a pesar de la indicación presentada por el Ejecutivo, no se aclara la situación que se produce debido a que el cambio de categoría de los funcionarios y las remuneraciones se fijan a partir del sueldo base mínimo nacional, y la indicación presentada se incorpora respecto de ese mismo inciso tercero, por lo que no se asume que casi todos los municipios pagan las remuneraciones con montos superiores al del sueldo mínimo nacional.

De esa forma, al contemplarse sólo el sueldo mínimo nacional, se seguirá generando un déficit a los municipios, acotó.

Respecto de los contratos a honorarios, expresó que han concordado con CONFUSAM en que debe resolverse el problema, pero lo que ocurre es que buena parte del mismo es generado por el Ministerio de Salud, mediante programas –supuestamente transitorios- que se han transformado, en la práctica, en permanentes.

Acotó que los recursos de los referidos programas debieran ir a engrosar el per cápita de salud y, por otro lado, hacer pasar a esas personas contratadas a honorarios a una situación laboral estable.

Añadió que los concursos que se efectuarán para respetar la proporción de 80% de contratados en forma indefinida, implicarán la desvinculación de personas contratadas a plazo fijo, por lo que los municipios deberán pagar las correspondientes indemnizaciones por años de servicio –tal como lo vienen disponiendo fallos de los tribunales-, y ese será otro costo que asumir.

El Honorable Senador señor Rossi preguntó cuál es la explicación de que se requiera una ley para hacer cumplir lo que actualmente dispone el artículo 14 de la ley N° 19.378 sobre los contratados a plazo fijo.
La señora Subsecretaria explicó que en la base de datos de las municipalidades figura, en promedio, un 50% de trabajadores contratados a plazo fijo. Señaló, asimismo, que en la disposición que se propone las personas que pasarán a calidad de contratados en forma indefinida lo harán previo concurso interno, y el artículo 14 de la ley N° 19.378 dispone que se requiere concurso público para acceder a dicha categoría. Observó que la norma del artículo 2° del proyecto de ley es específica para solucionar la situación de no respetar la proporción que establece el referido artículo 14.

Respecto de los costos de la iniciativa, señaló que la misma no pretende resolver el problema del financiamiento, en relación al per cápita, de la salud municipal. Añadió que el Ministerio está trabajando con la mesa tripartita que se ha mencionado en el estudio del sistema de financiamiento, y pretenden presentar las conclusiones del análisis durante la discusión del próximo proyecto de ley de presupuestos, planteando en un plazo razonable un mejoramiento del mismo.

Observó que los municipios son autónomos para definir la carrera funcionaria a su interior, por lo que el Ejecutivo sólo puede estimar los costos referenciales lineales para una carrera dentro de la atención primaria.

Como la Asociación Chilena de Municipalidades ha manifestado su preocupación acerca de que los costos que muestra esta carrera referencial lineal distan de aquellos sueldos que realmente se pagan en los municipios, es que, señaló, el Ministerio ha buscado el promedio de remuneraciones que se paga en atención primaria, por lo que se ha llevado la estimación de costos al grado 8 de la carrera, y de ese modo acortar la brecha de la que alerta la asociación de municipios.

Agregó que la indicación del Ejecutivo expresa que los recursos que se requieran en virtud de la futura ley, se consultarán anualmente en la respectiva Ley de Presupuestos, y las brechas que se detecten y comprueben por el correspondiente Servicio de Salud deberán incluirse en cada proyecto de ley de presupuestos del sector público.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señorita Patricia Orellana, explicó que el informe financiero consigna mayor costo fiscal respecto del artículo 1°, en cuanto se producirán cambios de categoría en funcionarios con título técnico: 1.291 en el año 2016 y 1.678 para el año 2017 en que se encontrará en régimen.

Acotó que en virtud de la autonomía municipal, se debió aplicar una carrera referencial lineal para estimar los costos de la medida, y es por ello que se ratifica que será cada ley de presupuestos la que deberá contemplar los recursos necesarios para esos efectos.

Además, observó que en el protocolo de acuerdo que se firmó durante la tramitación de la actual Ley de Presupuestos para el Sector Público, se comprometió la elaboración de un estudio, por parte de los ministerios de Hacienda y Salud, que incluya la revisión y evaluación del per cápita y sus indexadores, el plan de salud familiar y comunitario, y presentar un plan de ajuste a 3 años, por el período 2016-2018. Dicho estudio, añadió, debe estar terminado durante el tercer trimestre de este año, y lo está llevando a cabo la Escuela de Medicina de la Universidad de Chile.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe indicó que, en principio, no le parecía correcto “subsidiar” la labor de fiscalización que debe efectuar el órgano contralor con una ley, pero la normalización de una situación irregular respecto de la contratación de funcionarios con la realización de concursos internos le parece, en definitiva, razonable.

Asimismo, consultó por los plazos para la aplicación de la ley.

La señora Subsecretaria señaló que se debe dictar un reglamento dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y allí se fijarán los plazos para la implementación de las medidas.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe, y señores Chahuán, Coloma, García, Girardi, Montes, Rossi y Zaldívar.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

ARTÍCULO 1°

Su texto es el que sigue:

“Artículo 1°.- Los funcionarios administrativos de salud que, a la fecha de publicación de esta ley, estén clasificados en la categoría e) del artículo 5° de la ley Nº19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, y que, a dicha fecha o hasta el 31 de agosto de 2016, acrediten estar en posesión de un título de técnico de nivel superior, de aquellos a los que se refiere el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2005, y que además realicen funciones pertinentes a la categoría en que se desempeñarán y a la formación por la que se les ha otorgado dicho título, pasarán por el solo ministerio de la ley a la categoría c) en la dotación del siguiente año. Para esto, mantendrán la naturaleza del contrato que tengan al momento del traspaso, previa resolución de la entidad administradora de salud municipal en que se desempeña el funcionario beneficiado que certifique el cumplimiento de estas condiciones. El Servicio de Salud competente podrá objetar dicha calificación si considera que no se ajusta a la normativa que la hace procedente. 

Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, fijará los criterios y el mecanismo para establecer la pertinencia de las funciones.  

Los recursos para financiar el mayor gasto que implique el cambio de categoría de cada funcionario que represente la aplicación de este artículo, en relación con las horas contratadas respecto de una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional, serán transferidos desde los servicios de salud a las entidades administradoras de salud municipal en forma permanente. 

Para estos efectos, en el mes de octubre de cada año los municipios deberán enviar un informe al Ministerio de Salud que contenga la nómina de las personas beneficiarias de este artículo que permanecen en su dotación, 

Las entidades administradoras de salud municipal deberán dar uso exclusivo de los recursos transferidos por los servicios de salud para el pago de los gastos mencionados en esta ley. Toda contravención de esta norma provocará la suspensión del beneficio otorgado, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan.”.

Respecto de este artículo se presentó indicación de Su Excelencia la Presidenta de la República para agregar en su inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración, nueva:

“Los recursos antes señalados se consultarán anualmente en la Ley de Presupuestos.”.
El Honorable Senador señor Coloma observó que, en el inciso final, si las entidades administradoras de salud municipal utilizan los recursos para pagar gastos distintos que aquellos contemplados en la ley se castiga al funcionario con la suspensión del beneficio, cuestión que le parece equivocada.
El Honorable Senador señor Rossi suscribió la precedente inquietud y planteó que debiera corregirse la redacción del inciso.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, manifestó que el inciso fue una modificación al proyecto original, y podría cambiarse la redacción de modo que no se suspenda el beneficio otorgado.

El Honorable Senador señor García consultó si el artículo tendrá aplicación durante el presente año o sólo a partir del año 2016.
La señorita Orellana explicó que durante el presente año se podrá acreditar la condición de poseer un título de técnico nivel superior, pero el cambio en la dotación se hará efectivo a partir del año 2016.

En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe, y señores Chahuán, Coloma, García, Girardi, Montes, Rossi y Zaldívar.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe, y señores Chahuán, Coloma, García, Girardi, Montes, Rossi y Zaldívar.
ARTÍCULO 2°

Es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- Las entidades administradoras de salud municipal que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan un porcentaje superior al veinte por ciento  de su dotación en calidad de contratados a plazo fijo, deberán llamar a concurso interno para incorporarlos a esta en calidad de contratados indefinidos, con el fin de ajustarse a lo estipulado en el artículo 14 de la ley Nº19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal. Este concurso deberá ser transparente tanto en sus bases como en sus resultados y estar resuelto previo a la fijación de la dotación comunal de salud del año 2016. 

Podrán participar en los concursos internos los funcionarios que pertenezcan a la dotación de la respectiva entidad administradora de salud municipal en calidad de contratados a plazo fijo a la fecha de publicación de esta ley y que hayan servido en esta durante a lo menos tres años, continuos o discontinuos, anteriores a dicha fecha. Para efectos de lo anterior, también se considerarán los años de servicio en calidad de contratado a honorarios, sujeto a una jornada de trabajo de treinta y tres o más horas semanales. También podrá participar en los concursos internos el personal contratado a honorarios en la respectiva entidad administradora de salud municipal, a la fecha de publicación de esta ley, que haya prestado servicios en esta durante al menos tres años continuos en dicha calidad, anteriores a esa fecha, siempre que se encuentre sujeto a una jornada de trabajo de treinta y tres o más horas semanales.

Las entidades administradoras fijarán las bases de los concursos, resguardando que en los procesos exista un carácter técnico, objetividad y transparencia, y que se determinen como criterios objetivos de calificación de los postulantes la experiencia y la capacitación. 

En caso de producirse empates en el concurso interno los funcionarios serán elegidos conforme a los siguientes criterios: en primer término, se seleccionará a los funcionarios que estén desempeñando las funciones del cargo al que postulan; en segundo término, se seleccionará a aquellos que tengan una mayor antigüedad en la dotación de atención primaria de salud de la comuna. En caso de mantenerse la igualdad, se considerará la mayor antigüedad en la atención primaria de salud municipal.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó, respecto de la redacción del artículo 2°, inciso primero, si cuando se dice “a esta” debe entenderse que se refiere a la dotación o a las entidades administradoras, y planteó que debiera explicitarse la referencia.
La Jefa del Departamento Institucional Laboral, señorita Orellana, señaló que la expresión “a esta” se refiere a la dotación y que pueden explicitarlo en la redacción.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado, con una enmienda, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe, y señores Chahuán, Coloma, García, Girardi, Montes, Rossi y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 31 de marzo de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley tiene por objeto conceder beneficios al personal de la atención primaria del sector salud, regidos por la Ley N° 19.378, junto con obtener el cumplimiento de normas legales que están vigentes para dicho sector.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Cambio de Categoría de los administrativos de Salud que a la fecha de publicación de la ley, estén clasificados en la categoría e) del artículo 5° de la ley N° 19.378, y que a dicha fecha o hasta el 31 de Agosto de 2016 acrediten estar en posesión de un título de técnico de nivel superior, de aquellos a que se refiere el artículo 54 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2 de 2010, del Ministerio de Educación. En la medida que dichos funcionarios realicen funciones pertinentes a la formación por la que se le otorgó dicho título, pasarán por el solo ministerio de la ley a la categoría c) Técnicos de Nivel Superior, en la dotación del siguiente año, manteniendo la naturaleza del contrato que tengan al momento del traspaso, previa resolución de la entidad administradora de salud municipal en que se desempeña el funcionario beneficiado que certifique el cumplimiento de estas condiciones.

Dicha iniciativa significa un mayor costo para el año 2016 de $782.071 miles, beneficiando a 1.291 funcionarios y para el año 2017 se estima en M$ 1.016.692 destinado a 1.678 personas, en régimen.

Dicho monto persistirá en función de la permanencia de los funcionarios beneficiados en la atención primaria de salud, regida por la Ley N°19.378.

El mayor gasto que implique la aplicación de esta ley, se financiará con cargo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas Leyes de Presupuestos.”.

Posteriormente, se presentó un informe financiero referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 2 de junio de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“Formula indicaciones al Proyecto de Ley que concede beneficios al personal de la atención primaria del sector salud, regidos por la Ley N° 19.378, ampliando y precisando su ámbito de aplicación.

Las modificaciones que se presentan no implican un mayor gasto fiscal.”.
Finalmente, se presentó un informe financiero referido a indicación presentada ante estas Comisiones unidas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de julio de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“Formula indicación al Proyecto de Ley que se señala, ingresado con el Mensaje N°599-363, precisando que su financiamiento será consultado anualmente en la Ley de Presupuestos en la partida Ministerio de Salud, para su posterior transferencia a las entidades administradoras de salud municipal.

La modificación que se presenta no implica un mayor gasto fiscal.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, las Comisiones unidas tienen el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:
Artículo 1°

Inciso tercero
Incorporar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final, nueva: “Los recursos antes señalados se consultarán anualmente en la Ley de Presupuestos.”. (Unanimidad 9x0. Indicación de Su Excelencia la Presidenta de la República).
Inciso final
Sustituir la frase “provocará la suspensión del beneficio otorgado, sin perjuicio de” por “acarreará”. (Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 2°

Inciso primero
Reemplazar la expresión “incorporarlos a esta” por “incorporarlos a dicha dotación”. (Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Los funcionarios administrativos de salud que, a la fecha de publicación de esta ley, estén clasificados en la categoría e) del artículo 5° de la ley Nº 19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, y que, a dicha fecha o hasta el 31 de agosto de 2016, acrediten estar en posesión de un título de técnico de nivel superior, de aquellos a los que se refiere el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y que además realicen funciones pertinentes a la categoría en que se desempeñarán y a la formación por la que se les ha otorgado dicho título, pasarán por el solo ministerio de la ley a la categoría c) en la dotación del siguiente año. Para esto, mantendrán la naturaleza del contrato que tengan al momento del traspaso, previa resolución de la entidad administradora de salud municipal en que se desempeña el funcionario beneficiado que certifique el cumplimiento de estas condiciones. El Servicio de Salud competente podrá objetar dicha calificación si considera que no se ajusta a la normativa que la hace procedente. 
Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, fijará los criterios y el mecanismo para establecer la pertinencia de las funciones.  
Los recursos para financiar el mayor gasto que implique el cambio de categoría de cada funcionario que represente la aplicación de este artículo, en relación con las horas contratadas respecto de una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional, serán transferidos desde los servicios de salud a las entidades administradoras de salud municipal en forma permanente. Los recursos antes señalados se consultarán anualmente en la Ley de Presupuestos.
Para estos efectos, en el mes de octubre de cada año los municipios deberán enviar un informe al Ministerio de Salud que contenga la nómina de las personas beneficiarias de este artículo que permanecen en su dotación. 
Las entidades administradoras de salud municipal deberán dar uso exclusivo de los recursos transferidos por los servicios de salud para el pago de los gastos mencionados en esta ley. Toda contravención de esta norma acarreará las sanciones administrativas que correspondan.

Artículo 2°.- Las entidades administradoras de salud municipal que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan un porcentaje superior al veinte por ciento de su dotación en calidad de contratados a plazo fijo, deberán llamar a concurso interno para incorporarlos a dicha dotación en calidad de contratados indefinidos, con el fin de ajustarse a lo estipulado en el artículo 14 de la ley Nº 19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal. Este concurso deberá ser transparente tanto en sus bases como en sus resultados y estar resuelto previo a la fijación de la dotación comunal de salud del año 2016. 
Podrán participar en los concursos internos los funcionarios que pertenezcan a la dotación de la respectiva entidad administradora de salud municipal en calidad de contratados a plazo fijo a la fecha de publicación de esta ley y que hayan servido en esta durante a lo menos tres años, continuos o discontinuos, anteriores a dicha fecha. Para efectos de lo anterior, también se considerarán los años de servicio en calidad de contratado a honorarios, sujeto a una jornada de trabajo de treinta y tres o más horas semanales. También podrá participar en los concursos internos el personal contratado a honorarios en la respectiva entidad administradora de salud municipal, a la fecha de publicación de esta ley, que haya prestado servicios en esta durante al menos tres años continuos en dicha calidad, anteriores a esa fecha, siempre que se encuentre sujeto a una jornada de trabajo de treinta y tres o más horas semanales.
Las entidades administradoras fijarán las bases de los concursos, resguardando que en los procesos exista un carácter técnico, objetividad y transparencia, y que se determinen como criterios objetivos de calificación de los postulantes la experiencia y la capacitación. 
En caso de producirse empates en el concurso interno los funcionarios serán elegidos conforme a los siguientes criterios: en primer término, se seleccionará a los funcionarios que estén desempeñando las funciones del cargo al que postulan; en segundo término, se seleccionará a aquellos que tengan una mayor antigüedad en la dotación de atención primaria de salud de la comuna. En caso de mantenerse la igualdad, se considerará la mayor antigüedad en la atención primaria de salud municipal.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 7 de julio de 2015, con la asistencia del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Honorables Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera, y Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Guido Girardi Lavín, Carlos Montes Cisternas y Fulvio Rossi Ciocca (Presidente accidental).  


Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, MATTA Y OSSANDÓN CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY PARA REGULAR LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS MOTORIZADOS POR CAUSA DE CONGESTIÓN VEHICULAR O CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA

(10.184-15)

CONSIDERANDO
El aire en tanto componente del medio ambiente humano, y en su carácter de bien común ha gozado históricamente de protección en nuestro ordenamiento jurídico, en efecto el Código Civil de 1855 ya establece entre sus normas acción contra aquellas obras que corrompan el aire o lo hagan conocidamente dañoso
. No obstante ello, la magnitud del daño que se produce por obras antrópicas  a la salud humana y ambiental por el  cambio de la composición del aire es una cuestión que sólo en tiempos relativamente recientes ha comenzado a ser medido en sus diferentes escalas, esto es, desde niveles intradomiciliarios a la afectación global.

Actualmente la Organización Mundial de la Salud sostiene que la carga mundial de morbilidad, la contaminación del aire exterior e interior provoca unos siete millones de defunciones prematuras.
 Este organismo internacional señala que, según estimaciones de 2012, la contaminación atmosférica en las ciudades y zonas rurales de todo el mundo provoca cada año 3,7 millones de defunciones prematuras; esta mortalidad se debe a la exposición a pequeñas partículas de 10 micrones de diámetro (PM10) o menos, que pueden causar cardiopatías, neumopatías y cáncer. Representando por ello uno de los mayores riesgos sanitarios mundiales, comparable a los riesgos relacionados con el tabaco, y superado únicamente por los riesgos sanitarios relacionados con la hipertensión y la nutrición.
 

En nuestro país la contaminación atmosférica representa uno de los principales desafíos ambientales, cuestión que se refleja en  datos nacionales sumamente alarmantes, ejemplo de ello es aquel que señala que 10 millones de personas en el país están expuestas a una concentración promedio anual de MP2,5 superior a la norma. Es decir más del 55% de la población  se encuentra expuestos a niveles considerados por la autoridad nacional como riesgo directo a la salud, situación sumamente grave si se tiene en consideración que la norma nacional establece un valor de concentración diaria promedio dos veces más alta que la recomendada por la OMS, y que dicho valor conforme señala este organismo no evita consecuencias sobre la salud de las personas puesto la contaminación con partículas conlleva efectos sanitarios incluso en muy bajas concentraciones; no pudiendo identificarse ningún umbral por debajo del cual no se hayan observado daños para la salud, así, el nivel más bajo de la gama de concentraciones para las cuales se han demostrado efectos adversos no es muy superior a la concentración de fondo, que para las partículas de menos de 2,5 µ (MP2,5) se ha estimado en 3-5 µg/m3 tanto en los Estados Unidos como en Europa occidental.

Entre los factores determinantes de los índices de contaminación atmosférica exterior registrada en Chile, se encuentra el que la totalidad de las ciudades chilenas se han expandido aceleradamente  durante las últimas décadas, sustituyendo  usos y coberturas de suelos naturales y agrícolas por superficies urbanas, lo que ha derivado en la conformación de islas de calor, humedad y ventilación, así como en elevadas concentraciones de contaminantes atmosféricos, cuya cantidad y especificidad depende de factores geográficos, climáticos y de la presencia de fuentes productoras de gases y sustancias químicas que alteran la composición del aire. 

Respecto a las condiciones geográficas que en Chile condicionan la capacidad de sumidero del medioambiente para restablecer los impactos de las actividades humanas, se encuentra el hecho de emplazarse la población  predominantemente al interior de  las cuencas hidrográficas que  son sistemas orográficos semicerrados que dificultan la circulación y ventilación del aire. Además climatológicamente el territorio chileno se encuentra mayoritariamente bajo la  influencia semipermanente de un centro de altas presiones que  hace descender el aire desde las capas altas de la atmósfera, generando inversiones térmicas de subsidencia, por las cuales las temperaturas aumentan antes que disminuir con la altura debido a la compresión del aire. Las capas de inversión térmica impiden así la elevación de las masas de aire contaminadas, que quedan atrapadas entre la superficie y los primeros niveles de altura.
 

Por su parte, en cuanto a las principales fuentes antrópicas responsables de la contaminación atmosférica de las ciudades chilenas se encuentra el transporte, las industrias y el consumo de leña, por lo que el control de la contaminación atmosférica requiere avanzar en instrumentos para una disminución de estos factores en los territorios subnacionales que presenten condiciones atmosféricas nocivas para la salud, y calidad ambiental de la población.  Cuestión que debe asumirse por la sociedad de manera transversal dado que abordar la problemática de la contaminación atmosférica trae consigo beneficios en salud valorizados en Chile 8.000 millones de dólares al año.

Se torna, por tanto necesario redefinir los instrumentos y acciones mediante los cuales se está llevando la política pública en materia de protección frente a la contaminación atmosférica, dado que los planes de descontaminación dictados -si bien han logrado avances- hasta la fecha no han mostrado ser eficientes en alcanzar sus objetivos propuestos, pues no se ha logrado alcanzar los rangos bajo los cuales la normas de calidad primaria disponen que no nos encontramos viviendo en un medio ambiente contaminado. En la medida que evitar esta situación de riesgo a la salud y medio ambiente es una cuestión que debe ser garantizado por toda la organización estatal en el cumplimiento de las obligaciones emanadas de la Constitución Política. Es que se considera necesario avanzar legislativamente en el reforzamiento del marco normativo bajo el cual se dicta dicho plan.

En esta perspectiva el presente proyecto pretende avanzar en el establecimiento de instrumentos jurídicos supra reglamentarios en la Región Metropolitana, específicamente por ser esta la cuenca más poblada de nuestro país con seis millones de habitantes, y donde si bien encontramos en su historia el desarrollo de políticas públicas en orden a mejorar la calidad del aireque se remontan desde la  década de los sesenta con  la instalación de las primeras estaciones medidoras donados por la Oficina Sanitaria Panamericana, hasta la dictación de la actualización del primer Plan de Descontaminación
 aprobado por el Decreto Supremo Nº 66 de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en la actualidad dichos instrumentos no han permitido disminuir los niveles de contaminación a los niveles que se entienden aceptables, exponiendo diariamente al  40,1% de la población de Chile a una situación vulneratoria de sus derechos.

Es probablemente una necesidad orgánica de la protección ambiental, el que no quede del todo entregada a instrumentos meramente adminsitrativos, puestos que los mismos han de respetar el principio de legalidad que inspira el derecho público y conforme a lo establecido en nuestra Constitución Política en el inciso segundo del artículo 19 N°8 es legítimo restringir derechos en orden a garantizar un medio ambiente adecuado
, cuestión que debe realizarse siempre, de manera específica y determinada por medio de un cuerpo normativo con rango legal. 

En relación a los factores que aporta la actividad humana en tanto fuente de contaminante a la Región metropolitana encontramos el producido por el parque vehicular como dentro de aquellas más relevantes. En efecto, conforme al Informe Final “Análisis Retrospectivo de los impactos en Calidad del Aire, Emisiones e Impactos en Salud de los 10 primeros años del Plan de Descontaminación de la Región Metropolitana (1997-2007)” el transporte vehicular la fuente más relevante en la calidad de aire en la Región Metropolitana.

Conforme a datos del Ministerio del Medio del Ambiente, según el inventario de emisión del sector Transporte, la mayor cantidad de emisiones directas de MP2,5 provienen de la Maquinaria Fuera de Ruta y Camiones, aportando estas dos subfuentes más del 80% de las emisiones de MP2,5 primario del sector, lo que significa casi el 30% de las emisiones totales de MP2,5 primario de la región; esta contribución se repite para las emisiones NOx, aportando entre Maquinaria Fuera de Ruta y Camiones casi el 65% de las emisiones del sector, lo que a nivel regional significa casi el 55% de las emisiones totales de este contaminante.  Por su parte el parque automotriz de vehículos livianos que representan 1,7 millones en la Región Metropolitana representa un 55% del aporte en contaminación por Dióxido de Carbono.

Gráfico 3: Inventario de emisiones de partículas y gases para el sector transporte (*)[image: image4.png]MP2,5
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Fuente: Ministerio del Medio Ambiente (2014) (*) Resultados Preliminares

Consecuentemente el presente proyecto propone establecer el marco normativo para que la autoridad competente establezca en razón de la contaminación atmosférica restricciones al parque vehicular.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: En los casos en que se decrete la prohibición de circulación de vehículos motorizados, fundado en la congestión vehicular o contaminación atmosférica, ésta podrá ser permanente, distinguiendo por dígito o letra de la placa patente,  tipo de vehículo, combustible que utilice, tecnología o antigüedad.

En la Región Metropolitana de Santiago, se podrá prohibir la circulación de manera permanente de vehículos motorizados livianos, hasta en dos dígitos, aún cuando cuenten con convertidor catalítico, cuando se sobrepasen las normas de calidad para aquellos contaminantes saturados. Adicionalmente a los dos dígitos señalados, se podrán agregar nuevos dígitos en casos de alerta, pre emergencia y emergencia ambiental.

Los dígitos o letras de las placas patentes sujetos a restricción, deberán ir variando periódicamente en su orden de aplicación diaria.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.
� Art 937 del Código Civil “Ninguna prescripción se admitirá contra  las obras que corrompan el aire y lo hagan conocidamente dañoso.”


�  A su vez la OMS estima que un 80% de las defunciones prematuras relacionadas con la contaminación del aire exterior se deben a cardiopatía isquémica y accidente cerebrovascular, mientras que un 14% se deben a neumopatía obstructiva crónica o infección aguda de las vías respiratorias inferiores, y un 6% a cáncer de pulmón.


�Disponible en Línea. < http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs313/es/>


� Romero, Hugo, Irarrázaval, Felipe, Opazo, Dustyn, Salgado, Marcela, & Smith, Pamela. (2010). Climas urbanos y contaminación atmosférica en Santiago de Chile. EURE (Santiago), 36(109), 35-62. En línea  <http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0250-71612010000300002&lng=es&tlng=es. 10.4067/S0250-71612010000300002.>


� Romero, Hugo, Irarrázaval, Felipe, Opazo, Dustyn, Salgado, Marcela, & Smith, Pamela. (2010). Climas urbanos y contaminación atmosférica en Santiago de Chile. EURE (Santiago), 36(109), 35-62. En línea  <http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0250-71612010000300002&lng=es&tlng=es. 10.4067/S0250-71612010000300002.>


� Planes de descontaminación Atmosférica. Estrategia 2014-2018. Ministerio del Medio Ambiente


� Aprobado por el Decreto Supremo Nº 16 de 1998, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia


�  Artículo 19 N°8 inc. 2°. “La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente”
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